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En la Ciudad de San Juan, República Argentina, a los 19 días del mes de agosto del año dos mil veintiséis, reunidos los señores legisladores en el Recinto de Sesiones de la Cámara de Diputados, en el número que se indica, y siendo las 11: 19 horas, dice el:



–APERTURA DE LA SESIÓN–

Sr. Presidente (Martín).- Con la presencia de treinta y un diputados, se da inicio a esta Segunda Sesión Especial.

– IZAMIENTO DE BANDERAS –

Invito a la diputada Marcela Montaña, para que ice los Pabellones Nacional y Provincial. 

–Así se hace–

–Aplausos–

Por Secretaría Legislativa, se dará lectura al Orden del Día.
Sr. Secretario Legislativo (Velert).- Lee:

San Juan, 13 de agosto de 2026 

DECRETO Nº 409-P-2026 

VISTO: 

Lo peticionado en expediente N° 1956-2026, registro de Mesa de Entradas y Salidas, el Reglamento Interno de la Cámara de Diputados, y; 

CONSIDERANDO: 

Que, conforme al artículo 190, inciso 2 del Reglamento Interno de esta Cámara de Diputados, Presidencia debe convocar a Sesión Especial cuando la tercera parte de los miembros de la Cámara lo soliciten por escrito. 

Que, la mayoría mencionada, solicita convocar a Sesión Especial para el tratamiento exclusivo de los expedientes N° 1904-2026 por el que tramita Comunicación Oficial remitida por el Poder Ejecutivo, mediante Mensaje N° 34, por el que se somete a consideración el Acta Compromiso y sus Adjuntos A, B, C y D, celebrada entre la provincia de San Juan y VICUÑA ARGENTINA S.A., y N° 1955-2026, por el que tramita Comunicación Oficial remitida por el Poder Ejecutivo, mediante mensaje Nº35, por el que se somete a consideración el Convenio suscripto entre la Dirección Nacional de Vialidad y el Ministerio de Infraestructura, Agua y Energía de la provincia de San Juan. 


Que, por lo tanto, es necesario emitir el Decreto de convocatoria; 

POR ELLO: 


EL VICEGOBERNADOR DE LA    PROVINCIA DE SAN JUAN Y PRESIDENTE NATO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

D E C R E TA:

ARTÍCULO 1º.- Se convoca a la Cámara de Diputados
                          a celebrar la Segunda Sesión Especial para el día 19 de agosto de 2026, a las 11:00 horas. 

ARTÍCULO 2°. - Se cite, por Secretaría Legislativa, a 
                           los Diputados para el tratamiento exclusivo de las Comunicaciones Oficiales que tramitan por Expedientes N° 1904-2026 y N° 1955-2026, registro de Mesa de Entradas y Salidas. 

ARTÍCULO 3°.- Se comunique y archive. 

FIRMADO: 

Dr. Fabián Martín, Vicegobernador y Presidente Nato de la Cámara de Diputados. 

Dr. Gustavo A. Velert, Secretario Legislativo de la Cámara de Diputados.

Sr. Presidente (Martín).- A continuación se pone en consideración el Orden del Día.
	Se va a votar.

-Se vota y obtiene 31 votos
             afirmativos-

	Queda aprobado el Orden del Día.
Sra. López (Marisa).- Pido la palabra.
	Señor Presidente, parece que lo marqué tarde, mi voto es afirmativo.
Sr. Atampiz.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, mi voto también es afirmativo.
Sra. López (Cristina).- Pido la palabra.
Señor Presidente, en la misma situación, mi voto es afirmativo.
Sr. Cornejo:- Pido la palabra. Señor Presidente, yo también.
Sr. Presidente (Martín).- Entonces, la diputada Marisa López, la diputada Cristina López, el diputado Enzo Cornejo y el diputado Miguel Atampiz, que conste en la Versión Taquigráfica, que votaron afirmativamente.
A continuación, comenzamos con el tratamiento de los Asuntos para los que se ha convocado esta Sesión Especial.
Sr. Castro.- Pido la palabra.
Señor Presidente, para hacer referencia a este Expediente N° 1904/2026.
Señores diputados hoy nos convoca a este Recinto una responsabilidad enorme, pero por otro lado una enorme oportunidad: La posibilidad de aprobar un instrumento que sin duda es de enorme trascendencia para la provincia de San Juan, para su presente y su futuro.
Estoy hablando, señor Presidente, de la posibilidad de ratificar el Acta Compromiso suscripta entre la provincia de San Juan, en su representación nuestro señor Gobernador doctor Marcelo Orrego, nuestro ministro de Minería, el doctor Juan Pablo Perea y la empresa Vicuña Argentina S.A.
Antes de abordar el Convenio en sí, señor Presidente, quisiera hacer un breve paréntesis y agradecer la presencia, este viernes pasado, en la reunión de Comisión conjunta de Hacienda, Legislación y Asuntos Constitucionales, Obras y Minería, junto con usted señor Presidente, la presencia de los señores ministros de la Producción, el contador Gustavo Fernández, el ministro de Minería, ya mencionado, doctor Juan Pablo Perea. También se hizo presente el señor Secretario General de la Gobernación, licenciado Emilio Achem, como así otros profesionales que también acompañaron desde Casa de Gobierno, como parte del Poder Ejecutivo, quienes respondieron cada una de las consultas que realizaron los señores diputados presentes en la reunión de Comisión.
En lo que respecta a esta Acta Compromiso, señor Presidente, se centra en algunos ejes principales que voy a pasar a mencionar.
Por un lado, señor Presidente, con esta Acta Acuerdo se fijan las condiciones de cálculo y estabilidad para las regalías mineras. 
En el segundo capítulo de este Acuerdo, se ratifica el marco de regalías, fijándolas en un 3%, respetando en este sentido la legislación vigente tanto nacional como provincial.
Sin embargo, señor Presidente, se fija el cálculo sobre el valor bruto de comercialización del mineral. Y en este sentido es una base mucho más amplia que el valor boca de mina de la legislación general, sin precios mínimos, lo que otorga previsibilidad, tanto para la empresa inversora como también para las arcas de la provincia por toda la vida útil del yacimiento.
Por otro lado, señor Presidente, con esta Acta Acuerdo se define un régimen de aportes claro, predictible y sin compensaciones.
Con este Acta Compromiso, señor Presidente, se reglamenta el aporte previsto en la Declaración de Impacto Ambiental de Vicuña, o aporte DIA, y se estructura en dos componentes.
Por un lado, señor Presidente, un aporte DIA fijo, y por otro un aporte DIA de explotación.
Lo que respecta al aporte fijo, señor Presidente, se fija justamente una suma de hasta 250 millones de dólares estadounidenses, disponibles para obras de infraestructura y que estarán disponibles a partir del 20 de diciembre de 2026.
Claramente, señor Presidente, mucho antes del inicio de producción del proyecto minero.
Por otro lado, señor Presidente, es muy importante hacer mención que este aporte no es compensable con regalías mineras futuras y de ninguna manera un adelanto que luego se deba devolver por futuros aportes que la provincia pueda percibir.
Estos desembolsos se realizarán contra certificados de obras aprobados, también es importante mencionar. 
En lo que respecta al destino de los fondos, estos podrán aplicarse a obras vinculadas de manera directa o indirecta al proyecto minero, a su área de influencia o a su licencia social o ambiental. Y, en este sentido, estamos hablando de obras destinadas a salud, a viviendas, a educación, a energía, a infraestructura social o urbana, o a proyectos agrícolas y productivos. 
Para poder canalizar la ejecución de esas inversiones y otorgar la máxima transparencia, se constituye un fideicomiso Aporte DÍA 
Vicuña, que es un vehículo financiero que será administrado por una entidad bancaria autorizada por el Banco Central de la República Argentina y bajo control exclusivo de la provincia de San Juan. 
Importante también es remarcar que las empresas contratistas o la selección de las empresas contratistas encargadas de la ejecución de estas obras, se realizará bajo licitación pública, bajo la Ley de Obras Públicas de la Provincia, Ley Nº 128–A. Además, el fideicomiso prevé auditorías externas anuales y el control por parte del Tribunal de Cuentas de la Provincia. 
Señor Presidente, ratificar esta Acta Compromiso, significa asumir la responsabilidad política para construir un San Juan fuerte, previsible y con futuro. Es reconocer que este instrumento representa el equilibrio justo entre otorgar previsibilidad a las inversiones mineras a largo plazo y que, por otro lado, también el recurso que pertenece al pueblo de San Juan se convierta en bienestar, en transparencia y en desarrollo sostenible para los sanjuaninos. 
Es por eso y por todo lo anteriormente expuesto, por el crecimiento de San Juan y apelando al compromiso de cada uno de los diputados aquí presentes en este Recinto, es que solicito el acompañamiento con el voto afirmativo para ratificar esta Acta Compromiso. 
Muchas gracias. 
Es moción, señor Presidente.
Sra. Caparrós.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, antes que nada, quiero pedirle autorización para leer en esta oportunidad.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizada.
Sra. Caparrós.- “Quiero comenzar dejando absolutamente algo en claro, no vengo a plantear una oposición al desarrollo de la Provincia de San Juan. 
San Juan creo que es una provincia minera, tenemos recursos naturales extraordinarios y tenemos derecho a desarrollarlos. 
Pero, precisamente porque estamos hablando de una inversión de esta magnitud, de un proyecto que tendrá una vida útil proyectada de aproximadamente 25 años y de una operación que involucra a José María y a Filo del Sol, creo que nuestra responsabilidad como legisladores es mucho mayor que simplemente discutir cuánto dinero va a ingresar a la Provincia de San Juan.
Hoy tenemos que discutir también qué riesgos estamos aceptando, qué controles estamos estableciendo, y quién responderá frente a una eventual afectación ambiental. Y quiero concentrarme en dos temas que para mí son centrales en esto: uno es el agua y el otro es el dique de cola, señor Presidente.
El agua no es un recurso más, en San Juan el agua es condición de vida, de producción, de desarrollo y también de futuro. Y esto no lo digo solamente yo, en la propia documentación ambiental que hemos analizado aparece reconocido que el uso del recurso hídrico por parte del proyecto, puede afectar su disponibilidad para otros usuarios. La DIA del 2022 establecía, entre otras cuestiones, mecanismos vinculados a la recuperación, a la mejora de redes y a la compensación por afectaciones sobre la disponibilidad hídrica.
Y también vinculaba el consumo minero con la necesidad de los cultivos, la superficie cultivada y el consumo estacional. Es decir, el propio Estado reconocía que el agua utilizada por la actividad minera, tiene consecuencias sobre la disponibilidad del recurso aguas abajo. Eso debe ser el punto de partida de nuestra discusión.
Ahora bien, en la evaluación más reciente nos encontramos con un proyecto de mayor escala. Estamos hablando de aproximadamente 175.000 toneladas de procesamiento por día, una vida útil proyectada de 25 años y un esquema que contempla inicialmente la utilización de aguas subterráneas. Y la propia evaluación reconoce impactos negativos severos derivados del bombeo de aguas subterráneas y la generación de un cono de descenso.
Porque cuando hablamos de un cono de descenso estamos hablando en términos sencillos de una modificación del nivel de agua subterránea, producto de la extracción. 
Y entonces tenemos que hacernos una pregunta, ¿qué pasa con ese recurso mientras las fuentes alternativas no están disponibles? Porque se proyecta como solución futura la utilización de aguas desalinizadas provenientes de Chile. Mi preocupación es: si no se concretara el acuerdo bilateral con Chile, ¿cómo vamos a garantizar la disponibilidad hídrica de la cuenca y compensar a los demás usuarios? Pero una cosa es una solución proyectada y otra es una fuente hídrica efectivamente disponible, autorizada, construida y operativa.
Señor Presidente, hay algo que considero fundamental, monitorear el agua no es lo mismo que garantizar la disponibilidad del agua. Podemos pedir permanentemente un acuífero, podemos instalar sensores, podemos generar informes, pero si la disponibilidad del recurso disminuye, medir esa disminución no significa recuperar el agua. 
Por eso, si entre la DIA 2022 y la DIA 2026, se modificó alguna obligación relacionada con recuperación, compensación o protección hídrica, necesitamos conocer por qué se modificó, cuál es el fundamento científico y qué medida equivalente los reemplaza, porque la protección ambiental no puede retroceder sin una justificación técnica suficiente.
Otro de los temas que me preocupa, señor Presidente, es el dique de cola. El segundo punto que quiero plantear es todavía más delicado.
El dique de cola, que merece un tratamiento particular, no se encuentra en una infraestructura vial o de una obra pública cualquiera. 
Su diseño, estabilidad, comportamiento sísmico, sistema de contención, manejo de agua, monitoreo y funcionamiento están directamente relacionados con la prevención de riesgos ambientales.
Durante el proceso posterior a la aprobación de la DIA 2022, se produjeron revisiones técnicas sobre el diseño del muro del dique de cola. 
En septiembre del 2023, la Comisión Interdisciplinaria de Evaluación Ambiental Minera, analizó una nueva propuesta técnica vinculada con mejoras en el muro, incluyendo aspectos geotécnicos y de sismicidad.
Este antecedente demuestra que el dique de cola no puede considerarse como una cuestión puramente económica. Debemos pensar que estos diques, en su tercera etapa del proyecto, recibirán mineral de Filo del Sol que tiene altos contenidos de arsénico. 
Cuando hablamos de minería, muchas veces hablamos del mineral que vamos a extraer, pero tenemos que hablar también de lo que queda después del procesamiento, señor Presidente. Las colas son residuos del proceso minero, y esos residuos tienen que ser almacenados en una estructura diseñada específicamente para contenerlos.
 En este caso estamos hablando de una estructura ubicada a más de 4.000 metros de altura en una zona sísmica y en la cabecera de una cuenca hidrográfica. 
Esto por sí solo justifica que el nivel de exigencia sea el máximo en una instalación cuya seguridad resulta crítica para la prevención de impactos ambientales. 
La participación y previsibilidad de organismos técnicos no es un aspecto formal, esto debe ser una garantía. No podemos tratar a la seguridad de un dique de estas características como una cuestión secundaria.
 Y quiero hacer una aclaración importante, no estoy diciendo que el dique vaya a fallar, pero precisamente porque no tenemos que esperar que esto ocurra, que ocurra un desastre para actuar, debemos aplicar principios de prevención y el principio precautorio. 
Tenemos antecedentes internacionales. Uno es el de Brasil, “Fundão”. La falla liberó aproximadamente 39.200 millones de metros cúbicos de relaves, provocó 19 muertos y produjo graves consecuencias ambientales y sociales. El antecedente adquiere especial importancia porque BHP es actualmente uno de los socios de Vicuña.
Y los antecedentes relacionados con Alcaparrosa, en Chile, que también registra un antecedente ambiental e hidrogeológico de extrema relevancia, el socavón del 2022, y la afectación del sistema de aguas subterráneas. 
No necesariamente es que vayan a ocurrir estos hechos, pero necesitamos prevención. Necesitamos una ingeniería de seguridad eficiente. 
Y acá quiero detenerme en algo fundamental. En el año 2022, el Estado Provincial analizó el proyecto durante un periodo de tiempo prolongado. Formuló observaciones. Intervino en la modificación del sistema de muros. Exigió mayores condiciones de seguridad. Contó con la participación de organismos técnicos, como fue el INPRES y el INACRAS, que es el Centro Regional de Aguas Subterráneas. 
En el 2026 se presenta un proyecto de escala mucho mayor, considerablemente mayor, y sin embargo en la documentación analizada no aparecen estos organismos con la participación que tuvieron en el 2022. Y ahora aparece un acta compromiso que solamente establece mecanismos económicos y mecanismos fiduciarios.
 Y acá es donde a mí me entra la pregunta, ¿se está reemplazando un acuerdo económico por obligaciones sometidas a evaluación y a control ambiental, señor Presidente?
 San Juan puede y debe hacer minería, pero una minería de escala mundial requiere también instituciones de escala mundial, que supervisan. 
Hay otra cuestión que no puedo dejar afuera, es que Vicuña contempla el desarrollo del mineral sulfurado profundo de Filo del Sol, y dentro de este contexto adquiere especial relevancia la presencia de arsénico. Es un elemento de elevada toxicidad, y su presencia obliga a extremar las medidas vinculadas al tratamiento del mineral, la estabilidad química de los residuos, el control del drenaje y las condiciones de almacenamiento. 
Por eso la evaluación del depósito de cola no puede limitarse a analizar el volumen de residuos que va a recibir, sino que también debe contemplar la composición de esos residuos y su comportamiento a largo plazo. 
Que esto es particularmente relevante cuando estamos hablando de un depósito que permanecerá en el territorio durante décadas y cuya estabilidad debe garantizarse incluso después del cierre a la explotación. 
El acta puede establecer obligaciones económicas, puede establecer inversiones, puede establecer mecanismos fiduciarios, pero un acuerdo económico no puede reemplazar una evaluación de impacto ambiental, ni puede dejar sin efecto los presupuestos mínimos de protección ambiental.
 Y quiero ser todavía más clara, el dinero no puede comprar el derecho a no contaminar, el dinero tampoco puede comprar el derecho a reducir los controles. 
Mucho menos puede transformar al Estado en un garante final de los riesgos ambientales de una inversión privada, porque si una actividad genera un impacto, el principio de responsabilidad ambiental exige que quien genere ese impacto asuma los costos de prevenirlo, corregirlo, y si fuera necesario, recomponerlo. No podemos socializar el riesgo, señor Presidente. El ordenamiento ambiental tiene una jerarquía rígida y obligatoria, evitar, minimizar, restaurar, compensar.
Por eso no podemos generar un sistema en el cual el beneficiario de la explotación sea privado, el aporte sea administrado por el Estado y el riesgo residual termine siendo soportado por toda la sociedad. 
Mi posición, señor Presidente, creo en el desarrollo minero, creo en la inversión, creo en la generación de empleo, creo que San Juan tiene derecho a aprovechar sus recursos naturales, pero también creo que el desarrollo no puede significar resignación. 
No tenemos que elegir entre minería y ambiente, tenemos que exigir minería con controles ambientales rigurosos, tenemos que exigir que el desarrollo sea compatible con la protección de nuestros recursos hídricos, tenemos que exigir que el dique de cola tenga el máximo estándar de seguridad posible, tenemos que exigir que los organismos técnicos intervengan y que sus informes sean públicos, tenemos que exigir que las modificaciones respecto de las condiciones ambientales del 2022 estén debidamente justificadas y también documentadas, y tenemos que exigir que ninguna cláusula económica del Acta Compromiso pueda interpretarse como una renuncia de la provincia a ejercer sus potestades como policía ambiental.
Por eso, señor Presidente, mi planteo no es contra la inversión, mi planteo es a favor de San Juan, yo también soy sanjuanina y lo quiero expresar, soy sanjuanina, y a favor de nuestros productores, a favor de los que necesitan el agua, de vivir y trabajar, a favor de quienes también necesitan empleo y también a favor de las generaciones que todavía no están sentadas en esta banca, por eso creo que es nuestra obligación como legisladores no es solamente preguntarnos cuánto dinero entra a San Juan. Tenemos que preguntarnos qué obligaciones asumimos, qué controles conservamos y quién va a responder si el riesgo se transforma en daño, porque el desarrollo minero es necesario, la inversión es necesaria, el empleo es necesario, pero hay algo que también es necesario: que el riesgo ambiental no sea socializado, señor Presidente.”
Así que adelanto mi voto negativo para este Proyecto en beneficio de todos los sanjuaninos y sanjuaninas. 
Muchas gracias.
Sr. Herrero.- Pido la palabra.
Señor Presidente, he escuchado y comparto lo que manifestó la señora diputada Caparrós, y quiero hacer unas pequeñas aclaraciones previas. 
Primero, es tedioso tener que reafirmar que somos sanjuaninos, que nos interesa San Juan, que nos interesa y que defendemos la minería como una actividad fundamental inexcusable para el desarrollo de la provincia. 
Fíjese señor Presidente, hace algunos años la gestión de la que yo me enorgullezco de haber colaborado muy tangencialmente, publicó tres veces -porque se acabó- este “Compendio Informativo de la Nueva Minería”.
Le solicito, señor Presidente, autorización para leer.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado.
Sr. Herrero.-  Gracias, señor Presidente. 
Decía el entonces Gobernador en el prólogo: “Que esta política de Estado de la minería muestra que los pasos conducentes a la formación de una adecuada conciencia minera y medio ambiental, como asimismo el logro de un adecuado equilibrio entre la minería, las comunidades y el eco-sistema. No sólo se relaciona con la necesidad de contar con un marco regulatorio legal preciso y transparente, si no con la determinación de proteger el medio ambiente, con la aplicación estricta de la ley, y con la necesidad de ir adquiriendo una adecuada conciencia de los avances que se pueden lograr a través de un desarrollo minero ambientalmente sustentable, socialmente sostenible y responsable”.
Señor Presidente, en algunos casos voy a tener que hacer uso de la lectura, -y gracias señor Presidente, por la autorización-, porque hay términos y cuestiones que son muy técnicas, y pese al esfuerzo que hemos realizado los treinta y seis legisladores en estudiar esta temática en este corto tiempo, recordemos que recién este Expediente, el 1904, tomó estado parlamentario el jueves próximo pasado, y que recién en la reunión del día viernes  el señor Ministro de Minería tuvo a bien facilitarnos la información necesaria, porque el Acta Compromiso, contenido en este Expediente, y cuya aprobación se le solicita a esta Cámara, refiere permanentemente a esa Resolución del Ministerio de Minería del año 2026, que contiene lo que denomina la “DIA 2026”·
Entonces no la teníamos, y gracias a su intervención, pudimos contar con ella.
Desde el viernes hasta ahora, leer esta Acta Compromiso, con los Adjuntos a,b,c y d, estudiarlos, estudiar lo que implica la legislación aplicable, etcétera, es significativo. Estamos a día miércoles.
Adviértase que en la página oficial del Gobierno de San Juan “Sí San Juan”, respecto a este tema, dice: “La firma es el resultado de más de un año y medio de negociaciones impulsadas por el Gobierno de San Juan, iniciado durante la Feria Minera de la Asociación de Prospectores y Desarrolladores de Canadá, y continuada en distintas reuniones realizadas en San Juan, Buenos Aires, Santiago de Chile, Vancouver y Nueva York”.
Un año y medio, señor Presidente.
Nosotros en cinco días estamos tratando, respetuosamente y responsablemente de desentrañar, qué le vamos a decir qué aprobamos, o que no aprobamos.
Desde luego esto implica una situación de violencia moral, porque compeler una Resolución en tan corto tiempo, yo hubiese preferido que usásemos algo más de los sesenta días de plazo, que establece el doble juego de la condición resolutoria y suspensiva que tiene el Acta Compromiso. Pero bueno, acá estamos.
Y en la medida de la mayor responsabilidad posible y objetividad, voy a hacer un análisis primero que fundamenta la posición que, desde nuestro bloque, San Juan Vuelve, adoptamos al respecto.
En primer lugar, señor Presidente, estimo que esta Acta Compromiso es una suma de ilegalidades, que lamentablemente la tiñen de inconstitucional.
Es increíble que esta empresa, la asociación empresaria que se autodenomina de clase mundial, concurra a formalizar un acuerdo que, humildemente advierto, tiene estos conflictos legales.
Pero lo que sí me resulta inaceptable es que lo realiza el Gobierno de la Provincia de San Juan.
La primera colisión constitucional que yo encuentro es significativa, la Declaración de Impacto Ambiental es la consecuencia normativa de la protección que la Constitución Nacional en el artículo 41º, y la Constitución Provincial en el artículo 58º, dispensan y obligan a los Estados a la cuestión ambiental, del ambiente.
	Está detallado en esas dos normas constitucionales, expresado y, en definitiva, imponen que el Estado es responsable de asegurar un ambiente sano a la población actual y las de las generaciones futuras.
	Consecuencia de estas normas constitucionales son la Ley Nº 25675 General del Ambiente, que fija los presupuestos mínimos de la Protección Ambiental y la Ley Nº 24585, que incluyó el título complementario dentro del Código de Minería, respecto de la Protección Ambiental de la actividad minera. Que son los dos marcos grandes normativos, que tiene esta actividad en el cual debemos enmarcar todas, no solo la actividad minera, sino como en este caso, este Acuerdo.
	Por aplicación de estas dos leyes y de las normativas constitucionales, la autoridad ambiental de aplicación, que, en este caso por imperio de esas leyes, es jurisdiccional, es decir provincial, evalúa ante cada proyecto los Informes de Impacto Ambiental, y aprueba la Declaración de Impacto Ambiental, y aquí dejo… -soy un ignorante en tema- que la Declaración de Impacto Ambiental es única, es una. 
	Lo que se hace bienalmente, por imperio de la ley cada dos años, son los informes de actualización, que se aprueban o no, se corrigen, se imponen obligaciones, pero no hay cada dos años una nueva Declaración de Impacto Ambiental.
	Digo esto, porque resulta difícil, y ayer en Comisión, surgió la duda si está vigente la Declaración de Impacto Ambiental de la Resolución 268, del año `22, o está reemplazada por esta del `26. 
	En realidad, creo que ahí, hay una confusión en el procedimiento y en la práctica, que no viene más que a complejizar todavía el análisis y la aplicación de este tema.
	La autoridad ambiental, aprueba estas Declaraciones de Impacto Ambiental, y ahí se imponen al concesionario de una derecho minero, sea de exploración, explotación, obligaciones que como cualquier obligación, son como las cataloga nuestra legislación, obligaciones de dar, de dar cosas y allí entran los aportes,  diga lo que refiere esto, obligaciones de hacer, cuando debe realizar determinadas prestaciones con la comunidad por ejemplo, y obligaciones de no hacer, que son aquellas que debe abstenerse una persona, para cumplir con una manda, en este caso, la que contiene una Declaración de Impacto Ambiental.
	Pues bien, todas ellas, las obligaciones que se imponen en la DIA, por imperio del artículo 16 Inciso d) de la Ley 24585, este título adicional que se agregó al Código de Minería, constituyen según la ley, y leo textual: “Medidas de prevención, de mitigación, de rehabilitación, de restauración o de recomposición del medio alterado, según correspondiere” 
Porque es indudable que cualquier actividad humana, cualquiera y más las actividades industriales productivas y más las actividades mineras e industriales, tienen una afectación del ambiente, en distintos grados y aspectos. 
Para eso, son estas medidas, que la legislación nacional esta “madre”, autoriza y manda a la autoridad de aplicación a dictar.
Estos aportes DIA, en esta doble categoría que autoriza el Acta-Acuerdo, tienen esta causa jurídica.
	Toda obligación tiene una causa.
	Legalmente, no puede haber obligación sin causa, en nuestro régimen jurídico.
La causa es justamente ésta, la que impone la obligación de cuidar el ambiente, que establece, entre otros, el artículo 16º, inciso d), de la Ley Nº 24.585. 
No puede, por lo tanto, una obligación legal de esta naturaleza que, además, tiene base constitucional, quedar librada al libre convenio de las partes. 
No corresponde. 
Sobre todo, porque, ya lo vamos a ver más adelante, está de por medio el orden público. La Ley General de Protección del Ambiente se autodefine como una Ley de orden público. 
Ya lo vamos a ver, pero hasta el Código Civil tacha de nulidad cualquier acción jurídica que se lleve a cabo en contravención de una ley de orden público. 
Por eso digo que esto es inconcebible que lo acepte una empresa de esta envergadura, pero es inaceptable que lo haga el Estado.
En segundo lugar, el régimen jurídico aplicable impone la obligación de presentar y renovar los informes de impacto ambiental en forma bienal, como me refería recién, porque así lo impone la tutela ambiental que la Ley, la Constitución, le da al Estado. 
Hay que cuidar el ambiente. 
Y esto aún agravado o reforzado, con la sanción, en el año 2020 y la entrada en vigencia en el 2021, de la Ley Nº 27.566, que es el Acuerdo Regional sobre Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, que comúnmente se conoce como el Acuerdo de Escazú, porque fue suscrito en esa ciudad de Costa Rica. 
Este es el primer tratado ambiental de América Latina y el Caribe y tiene jerarquía supralegal. 
Está por encima de estas leyes; por debajo de la Constitución, porque no tiene rango constitucional, pero sí por encima de estas leyes. 
Este Acuerdo establece principios básicos que todos los Estados suscribientes, entre ellos el nuestro, deben cumplir, en esta tarea de velar por el ambiente, que imponen las Constituciones Nacionales y Provinciales, las leyes nacionales y provinciales.
Estos principios, dice el Acuerdo, que regirán los Estados partes, son de igualdad: El principio por persona, el de no discriminación, el de transparencia, el de rendición de cuentas, el de no regresión. 
No podemos tener exigencias que, en un determinado momento, las relajemos y volvamos para atrás. 
El de progresividad; la protección ambiental cada vez debe aspirar a estándares más altos.
El de la buena fe, el de la publicidad, el de la equidad intergeneracional. 
Nosotros no podemos, legítimamente, pretender, hoy, valernos de recursos que les corresponden a las generaciones que nos van a suceder, sobre todo, cuando se trata de recursos naturales no renovables y de soberanía permanente sobre los recursos naturales. 
La provincia no puede renunciar. El Estado, como representante de los particulares que son, conforme los artículos 124º y 113º, de la Constitución Provincial, los titulares de los recursos naturales que están en la provincia de San Juan.
Por este acuerdo que estamos tratando, la provincia, según el Punto 6.6, no lo voy a leer, todos lo han leído, se obliga a no imponer aportes adicionales.
	Esto es delicado en los términos laxos en los que está expresado. ¿A qué aportes se refiere? Y, a los aportes a asimilar a la DIA. Pero cuidado. La actividad, cualquier actividad humana, la actividad productiva industrial minera, es dinámica, y como es dinámica, la Ley le impone que, por lo menos bienalmente, hay que evaluar. Ver qué impacto está teniendo esta actividad y en virtud de eso, habrá o no consecuencias jurídicas. Se impondrán más o menos obligaciones, porque, justamente, es una actividad dinámica y pueden suceder cosas o pueden presentarse vicisitudes que no estuvieron previstas antes, pero, por este Punto 6-6, la provincia se obliga a no imponer obligaciones adicionales. ¿De qué tipo?, ¿todas?, porque si sucede algo y es necesario decir: “mire, por precaución, ahora usted va a tener que gastar más en hacer tal obra precautoria”, “¡Ah! No. Es que en el Convenio firmó que usted no me puede imponer obligaciones adicionales”.
	Yo creo que eso es una renuncia, justamente, a esa soberanía que el Estado debe tener para ejercer con imperio el control al que le obliga la Constitución Nacional y la Constitución Provincial, y todo el plexo normativo que está por debajo.
	Fíjese, que dice el artículo 12° de la Ley N° 24.585: “La autoridad de aplicación en caso de producirse desajustes entre los resultados efectivamente alcanzados y los esperados, según la Declaración de Impacto Ambiental, dispondrá la introducción de modificaciones, atendiendo a la existencia de nuevos conocimientos acerca del comportamiento de los ecosistemas afectados y las acciones tendientes a una mayor eficiencia para la protección del área de influencia de la actividad. Estas medidas podrán ser consideradas también, a solicitud del operador minero”. 
Bueno, yo interpreto que, conforme a la letra del Acuerdo, la provincia está obligándose a no imponer este tipo de obligaciones, sí, en virtud de lo que dice el artículo 12° de la Ley N° 24.585, surgiera la necesidad de hacerlo ante la evolución de una explotación.
	Por lo tanto, “estas modificaciones” que se hacen convencionalmente de estas eventuales obligaciones derecho, para prevenir, remediar, reparar lo que mencioné antes, que dice la Ley General del Ambiente, no pueden estar por encima de la Constitución Nacional, del tratado que cité de Escazú, del Código de Minería, de la Ley de Presupuesto Mínimos Ambientales, de la Constitución Provincial y las Leyes Provinciales.
Hay, decía en la oportunidad anterior en que vino el señor ministro de Minería a las Comisiones conjuntas, la pirámide que hace a lo correcto. ¡Claro! Hay un orden piramidal en nuestro ordenamiento jurídico que no podemos soslayar y menos por un Acuerdo, y menos que un Acuerdo lo suscriba un Estado. Otra vez contravenimos normas superiores.
	Por otra parte, el artículo 8° del Acuerdo dispone que las diferencias que puedan surgir, se someten a un tribunal arbitral, que es el que va a resolver las disputas y realiza lo que se denomina, por este Acuerdo, una prórroga de la jurisdicción. Las partes están prorrogando la jurisdicción, ¿qué quiere decir? Están sacando de la autoridad que naturalmente debe resolver una disputa y las están depositando en otro lugar. 
Pero, fíjese, no es opinión de Mario Herrero, ayer, entre lo poco que pude ver en estos cinco días de estudio, el profesor titular de Derecho Constitucional de la Carrera de Abogacía de la Universidad de la Universidad Nacional de San Juan, el doctor Conrado Suárez, con quien ni tengo amistad personal, ni me une una identidad política, por el contrario, pero hace hincapié en esto en una entrevista que le hacen. 
El Estado substrae del imperio estatal, las decisiones administrativas.
	Es decir, yo Estado, por aplicación de este deber de control que me impone la legislación nacional y provincial, le impongo una medida administrativa a la empresa, la empresa me cuestiona y dice: “vamos a resolverlo a un tribunal...” ¿Cómo? Pero hay un trámite administrativo, hay una vía natural, y después eventualmente una instancia jurisdiccional judicial.
	No, acá cualquier diferencia en la aplicación de esto, nos vamos a un tribunal arbitral que se va a regir conforme a las normas de la Cámara de Comercio Internacional.
	Esto no se puede hacer si está de por medio el orden público, dije hace un ratito. 
Y fíjense la Ley Nº 25675 –que yo mencioné- que es la Ley General del Ambiente, dice en su artículo 3º: “Que las disposiciones de esta ley son de orden público”, y el artículo 7º de esa misma ley dice: “La aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda, por el territorio, la materia o las personas”. 
Es decir, una ley de orden público nacional dice: “Que las disputas por el tema del control del ambiente en las explotaciones mineras le corresponden, a menos que exista –lo dice el segundo párrafo del artículo 7- un incidente ambiental que perjudique derechos de otra jurisdicción, de otra provincia, en cuyo caso la competencia es federal”
Pero, si no se da ese supuesto, las diferencias deben resolverse en los tribunales ordinarios de la jurisdicción que corresponde por el territorio, es decir San Juan. La Justicia de San Juan.
Cambiar la jurisdicción y llevarla a un tribunal arbitral contraría una ley de orden público y por lo tanto es inconstitucional. No lo dice Mario Herrero, lo dice el Código Civil y Comercial. El artículo 12 de este código vigente establece: “Orden público. Fraude a la ley. Las convenciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en cuya observancia está interesado el orden público. El acto respecto del cual se invoque el amparo de un texto legal, que persiga un resultado sustancialmente análogo al prohibido por una norma imperativa, se considera otorgado en fraude a la ley”. Este Acta Compromiso, está hecha en fraude a la ley.
En ese caso el acto debe someterse a la norma imperativa que se trata de impedir. Es decir que ese tribunal arbitral no tiene injerencia, por más que las partes lo hayan pactado. 
Un nuevo conflicto normativo, lo marca la decisión del Acta Convenio de condicionarse según el punto 6, 7.4 del Acuerdo que y leo: “El fiduciario –al hablar del fideicomiso que se debe constituir- deberá ser una entidad financiera autorizada a operar como tal por parte del Banco Central”.
Esta cláusula, que es convencional, es decir las partes Vicuña y el Gobierno de la provincia se han puesto de acuerdo y han dicho que el fideicomiso debe ser administrado por una entidad financiera autorizada a funcionar como tal por el Banco Central. No viene impuesta de afuera, es una auto limitación.
Esta cláusula además está refrendada por el artículo 7 del adjunto b) del Acta Convenio que realmente es inentendible, yo no sé si han tenido oportunidad de analizarlo, pero en una alquimia medio extraña y “pases mágicos”, termina disponiendo que todas las partes de este contrato -no hay ninguna parte más que el gobierno provincial- designan como fiduciario de este fideicomiso al Banco San Juan Sociedad Anónima.
¿Y por qué digo que no hay nada más que el Banco San Juan? Porque ¿Quién sería la otra parte? Los beneficiarios dicen el artículo 1º. ¿Y a quiénes designa como beneficiarios? Los contratistas o proveedores de obras y servicios que van a ser contratados por las obras que se van a hacer a través del fideicomiso y del aporte de los 250 millones. 
Pero ¿ya está determinados los comitentes? ¿Los prestadores de servicios? no existen. Entonces ¿Porque dice que las partes han acordado? Cuanto menos me parece de muy poca seriedad esta inclusión acá.
Pero bueno, señor Presidente, al margen veamos: los aportes DIA, surgen del requerimiento 121, de la DIA 2022, que está en el limbo, no sabemos si está vigente, no está vigente, que parte, que parte sí; la Resolución N° 268 del ministerio de Minería del año 22.
Allí se responde, textual señor Presidente, en el requerimiento 121: “Esos fondos, el 1 y medio por ciento, de la facturación total bruta, se administrarán a través dela figura de fideicomisos provinciales de carácter público, sujetos a toda normativa provincial vigente.” Fideicomisos provinciales de carácter público sujetos a la normativa provincial vigente.
Pues bien, señor Presidente, ¿a qué está refiriendo? La normativa provincial vigente es la Ley N° 1572–A, que está vigente, por la cual se constituye Fiduciaria San Juan SA, con participación estatal mayoritaria, y en el artículo 9°, de esa Ley, se dice: “El Poder Ejecutivo y los organismos que conforman el sector público provincial, con autorización estos últimos del Poder Ejecutivo, deberán… -no es una posibilidad, es una manda- deberán contratar a Fiduciaria San Juan, SAPEM, para actuar en carácter de fiduciario en toda clase de fideicomiso. Inclusive fideicomisos financieros, de conformidad con las disposiciones del Capítulo 30, del artículo 1666° y subsiguientes de la Ley Nacional N° 26994, que es el Código Civil y Comercial, y con las disposiciones de la presente.
O sea, señor Presidente, para el Estado de San Juan, para el Gobierno de San Juan que lo representa, que ha suscripto este Convenio, es obligatorio cumplir con lo que dice la Ley N°1572–A.
Y, sin embargo, señor Presidente, convencionalmente se dice: “Ah no, tiene que ser una entidad autorizada para actuar como agente financiero por el Banco Central de la República Argentina”
 ¿Por qué, señor Presidente? ¿No vale la legislación provincial? ¿Qué vale más, la opinión de quien firmó este Acuerdo? ¿A dónde está la normativa supra legal que nos obliga a nosotros a que el fideicomisario debe ser, el agente, debe ser una entidad autorizada por el Banco Central de la República Argentina?
En realidad, señor Presidente, nuevamente, es un incumplimiento de la Ley, en este caso de la Ley provincial. Dijo, el día viernes, el señor ministro Fernández, “que todos los convenios remiten al Banco de San Juan…”
Claro, señor Presidente, todos los fideicomisos mineros son anteriores a la sanción de la Ley N° 1572.
Pero a partir de la Ley N° 1572, señor Presidente, no pueden remitir, de hecho, no lo hay, al Banco de San Juan. Además, “dice que no califica fiduciaria”, dijo el ministro.
Claro, señor Presidente, no califica en la categoría que se le ha dado en esta Acta Compromiso, desconociendo lo que dice la Ley.
Es decir, señor Presidente, nuevamente, un Convenio de partes pasa por encima de una Ley, incumple una Ley, en este caso una Ley provincial.
Finalmente, señor Presidente, con esto termino, no quiero exacerbar al respecto, el señor ministro Fernández manifestó, en la reunión que tuvieron a bien compartir con nosotros el día viernes, que una de las razones de esta Acta Compromiso, es que hay un problema legal, porque el aporte del 1,5% que establece la DIA del 2022, no tiene base legal.
Por empezar, señor Presidente, la Resolución ministerial establecida o dictada, aquella 268/202, con base en la normativa legal vigente. Pero además, es erróneo que no tenga base legal y que por eso tengamos que avenirnos ante la amenaza.
Por qué dice por allí, en los considerandos, señor Presidente, que la empresa Vicuña desiste de los recursos presentados y de los que pueda presentar hasta que se cumpla el plazo de la condición resolutoria suspensiva, es de doble concepto, o sea que tenemos la espada de Damocles ahí porque no se pueden seguir presentando recursos. Y con eso, nos mostraron el “chicote” y salimos disparando.
Sin embargo, señor Presidente, insisto es erróneo que no tenga base legal, porque este DIA, este 1,5% está dispuesto con base en la Ley 24585, especialmente en los artículos 13 y 17.
Vayamos a consultar los artículos 13 y 17, señor Presidente, que son los que le encomiendan y le mandan a la autoridad de aplicación, la disposición y fiscalización de medidas de prevención, de mitigación, de rehabilitación, de restauración y de recomposición del medio alterado según correspondiera.
Por último, el señor ministro Perea dijo el día viernes que no había comenzado todavía la etapa de construcción del campamento –lo cual supongo que será cierto y además es coherente con las noticias, esta dolorosa noticia de que fue todo comprado fuera y armado–. 
Pero, esto contradice los considerandos del Acta Compromiso, porque en el Acta Compromiso que se ha firmado, dice en el Capítulo Segundo, Regalías Mineras del Proyecto Vicuña; Tercero, Estabilidad del Régimen de Regalías – y cito textual–: “Las partes, Vicuña y el Gobierno de la Provincia de San Juan, son contestes en que el proyecto Vicuña ya se encuentra en etapa inicial de desarrollo y construcción de sus fases tempranas, con DIA de explotación aprobada para el antes denominado proyecto José María, con anterioridad al 8 de julio del 2024, fecha de entrada en vigencia de la Ley Nº 27.743. En consecuencia, el porcentaje de regalías no podrá superar el 3% calculado”, y sigue. 
El señor diputado Aranda presentó, hace tiempo atrás, un proyecto para hacer uso de la facultad que es la Ley 27.743 denominada “de Paliativos Fiscales” y le daba, en el artículo 103º, a las jurisdicciones para que respecto de aquellos proyectos que no hubieran iniciado la etapa de construcción para la explotación, podía elevarse eso del 3 al 5%.
No sé si conviene o no conviene, eso lo sabrán quienes manejan más los números y las proyecciones. Pero, la provincia, en este Acuerdo, renuncia para esto –que antes se llamaba José María y en algún momento pasó a llamarse Vicuña, sin que nosotros lo aprobáramos y fuera más grande–, a hacer uso de esta cláusula porque dice –y nos hacen firmar en el Acuerdo– que “a ellos no les aplica porque no se cumple la condición de la Ley, porque al 8 de julio del ‘24 ya estaba iniciada la etapa. 
Pero si el señor ministro ha dicho que todavía no es la etapa, como dice delicadamente el Acuerdo: “inicio, el desarrollo y construcción de su fase temprana”.
	No. El artículo 103º, de la Ley 27.743, dice: “Etapa de construcción para la explotación.” Así dice; lisa y llanamente. Y es lo que el señor ministro de Minería dijo el viernes que todavía no había empezado. 
Entonces, ¿por qué hemos aceptado que nos impongan en un Acuerdo, una realidad que no es, y que eso nos lleva a resignar una facultad que tenemos como provincia, no sólo de José María, sino de las 51 propiedades mineras, además de las que puedan haber –Filo de Sol, incluida–, en un radio de 75 kilómetros? 
Para ninguna de esas, por la vida útil de los proyectos –que estimado en conjunto tienen 71 años–, la provincia no va a poder hacer uso de esa facultad que le da la Ley, de elevar del 3 al 5. 
No entremos en la discusión de si es más plata esto, que el 3 con deducidos los costos que se vienen haciendo desde antes también –esto no es de ahora–, al 5% del valor boca mina.
En rigor, Vicuña no existía en esa fecha; existía el Proyecto José María.  Vicuña es posterior.
La Resolución 188/26 refiere a Vicuña, pero Vicuña no existía en la fecha de entrada en vigencia de la Ley de Paliativos Fiscales.
Y fíjense, existía José María con la DIA del 22’ y con las 123 condicionalidades que se le habían puesto, que han sido respondidas o subsanadas, al parecer, según el relato de los hechos que tiene la Resolución 188 de este año, del Ministerio de Minería. 
Pero fíjense lo anormal del procedimiento: debió haberse presentado un informe actualizado de impacto ambiental 2024. Cuando uno lee, hay intimaciones, recursos, piden más plazos, que sí, que no. Se ha venido a presentar en el 2025 y a aprobar en conjunto el informe de impacto ambiental, la actualización 24’ y 26’. 
Por allí, en marzo, algún organismo periodístico de comunicación social de la provincia planteaba como “qué eficiencia, son dos a la vez lo que se aprueban”. ¡No, qué ineficiencia! Le hemos permitido a la empresa que se demore dos años en actualizar. Pero entre medio, diciembre del 2024, se modificó el procedimiento con el que funciona el CIEAM y se modificó la constitución del CIEAM. Y desaparecieron algunas cosas.
Señor Presidente, refería recién la diputada Caparros, la preocupación que tiene, que yo la comparto, en el tema del agua y en el tema del dique de cola. 
En ocasión, el informe de impacto ambiental del 22’, y me permito nombrarlo porque me ha autorizado nombrarlo, el miembro del CIEAM, ingeniero en minas, Carlos González, ha sido profesional del SEGEMAR, profesional de Minería, evaluador por parte de la Universidad Nacional de San Juan en esa representación, le plantearon a la empresa que el diseño del dique de cola de José María era insuficiente.
Tenía falencias compartidas por el INA-CRAS y por el INPRES, por la constitución del suelo, porque no había una constitución sólida lo suficientemente verificada para albergar el dique de cola, y además por la porosidad, que no garantizaba que no hubiera filtraciones que contaminaran las napas freáticas afluentes de los ríos abajo.
En función de eso, los técnicos especialistas de la empresa dijeron; “vamos a diseñar un nuevo dique de cola, más aguas abajo, en un terreno mejor preparado, y lo vamos a presentar con el informe de impacto ambiental 2024”. Con la aclaración de que, dicho por la empresa, hacer ese dique de cola nuevo, no el que tenían programado, implicaba un costo de mil millones de dólares, pero era el requerimiento para que no hubiera incidentes como los dos que ha mencionado, porque el de Alcaparrosa es un socavón y una filtración hacia abajo, y el de Brasil, el del río Doce, es un reventón del dique de cola, que a su vez arrasó un dique. Eso desapareció, no existe.
Sr. Presidente (Martín).- Señor diputado Herrero, vaya cerrando. Lleva más de cuarenta minutos.
Sr. Herrero.- Voy a ir cerrando. Entiendo que la materialidad del tema que estamos tratando impone, y la seriedad lo impone.
En el informe actual, se supone que vamos a manejarnos con el dique de cola previsto en el 2022, que no era suficiente. Fíjense que dice en el informe 2026: se le autoriza a subir la molienda de material, el tratamiento de material, de 175 a 190 mil toneladas día. Diputado, fíjense porque es su departamento.
En el informe que la empresa Vicuña, particularmente Lundin, presenta en marzo de este año en la Bolsa de Toronto, de Montreal y de Ontario, dice en el Punto 17.5.1.2, etapa 3b: La etapa final expandirá la infraestructura de la etapa 1, aumentando la capacidad de procesamiento de sulfuro a un nominal de 293 mil toneladas día. 100 mil toneladas más que lo que está en el informe de impacto ambiental. 
Ese volumen genera una presión en el dique de cola que fue lo que ocasionó el desastre ambiental de Brasil. 
Señor Presidente, yo voy a cerrar con esto.
Yo entiendo que hay intereses sectoriales que son legítimos, empresariales, de gestiones, de comunidades, pero no hay ningún interés sectorial que pueda estar por encima del interés general y del bien común. 
Espero que los señores legisladores sean todos los responsables para emitir hoy su voto. Adelanto el voto negativo de nuestro Bloque, señor Presidente.
Sra. Ferreyra.- Pido la palabra.
La verdad que es muy difícil tratar hoy este Convenio con la trascendencia que tiene y a los tiempos tan limitados como lo decía muy bien recién el diputado Herrero.
Como ustedes saben, hace una semana, escasamente, ni siquiera llegamos a una semana de que ha tomado estado parlamentario este Convenio. La Declaración de Impacto Ambiental 2026 recién la tuvimos disponible el viernes después de la reunión de los ministros.
 	Y por ahí escuchaba en los medios decir que no hay nada que ocultar, pero la verdad que no entiendo por qué la premura, por qué no hay tiempo, por qué la rapidez, por qué no podemos estudiar, por qué no podemos averiguar, cuando lo que estamos discutiendo es muy importante para San Juan. 
Porque no solo la provincia va a recibir dinero, sino que va a contraer obligaciones, va a rescindir facultades frente a una empresa.
Entonces creo que debemos darnos el tiempo para poderlo estudiar y analizar. 
Nos dicen, como decía recién, que no había nada detrás, no había nada oculto, en todos lados muestran lo que San Juan va a recibir, pero no explican con la misma claridad aquello a lo que San Juan va a renunciar. 
Por eso, como lo decía muy bien recién el diputado Herrero, la diputada Caparrós, hay algo muy importante para todos los sanjuaninos, hay algo que es fundamental, que es el recurso del agua.
Es una provincia que está en emergencia hídrica, todos lo sabemos, y con este Convenio no se asegura este bien. Y si bien lo han explicado bien los dos diputados que me han antecedido, a mí me gustaría detenerme en dos cuestiones. 
En una comparación entre la Declaración de Impacto Ambiental 2022, la Declaración de Impacto Ambiental 2026 y esta Acta Compromiso.
Pido autorización para leer. 
Sr. Presidente (Martin).- Autorizada. 
Sra. Ferreyra.- “San Juan se encuentra en emergencia hídrica y esto no es un dato menor, significa que disponemos de un recurso cada vez más limitado y que debemos discutir seriamente cuáles son nuestras prioridades. 
Cuando falta agua, primero está el consumo humano, después está la producción de nuestros pequeños y medianos productores, y también la preservación de nuestro ecosistema.
 No podemos aceptar que en este contexto de emergencia hídrica se avance hacia un modelo en el cual los grandes emprendimientos mineros tengan asegurado el acceso al agua, mientras las consecuencias y los costos quedan a cargo de los sanjuaninos.
¿Y por qué digo esto? Porque la cuestión central no es solamente cuánto agua necesita el Proyecto, también debemos preguntarnos qué obligación asume la empresa frente a la disminución de este recurso. ¿Cómo compensará el agua que dejará de estar disponible y quién asumirá finalmente el costo de ese impacto? 
¿Por qué digo esto? Porque la Declaración de Impacto Ambiental del 2022 no se limitaba solo a un monitoreo de este recurso, sino que, en varios de sus requerimientos, entre ellos el 41, si han tenido oportunidad de leerlo, señores diputados, reconocía que el agua utilizada por el Proyecto dejaría de estar disponible, por eso establecía un mecanismo de recuperación, de mejoramiento de redes y de compensación por parte de la empresa, cosa que no está establecida en la Declaración de Impacto Ambiental 2026. 
También, en el requerimiento 45 hablaba del consumo minero en relación con las necesidades de los cultivos, las superficies cultivadas, el consumo estacional orientada a la compensación hacia obras de infraestructura y eficiencia hídrica.
La Declaración de Impacto Ambiental 2026, por su parte, reconoce expresamente que la ampliación del proyecto José María, y este no es un hecho menor, va a producir un aumento significativo del consumo de agua”. No sé si quedó claro: Va a necesitar muchísima más agua de la que se venía utilizando.
También reconoce un impacto negativo severo sobre los acuíferos, la formación de conos de descenso y posibles daños de larga duración sobre las vegas de los Altos Andinas. 
La comparación entre ambas Declaraciones deja una conclusión muy clara. En 2026 mejoran algunos controles, pero se debilitó la protección material del agua.
En el 2022 se reconocía expresamente que el agua utilizada por la mina dejaría de estar disponible. Por eso la empresa debía compensar ese consumo mediante obras hídricas concretas en Iglesia y en Jáchal. 
En el 2026 el Proyecto aumenta su producción, extiende su vida útil y eleva su necesidad de agua hasta alcanzar un promedio aproximado de 1.200 litros/segundo.
Sin embargo, la obligación de compensar ese mayor consumo ya no aparece establecida de manera clara, con obras, con cantidades, con plazos determinados. 
Existe una alternativa concreta y suficientemente garantizada para el supuesto de que los permisos o las infraestructuras necesarias no lleguen a materializarse. 
Por eso la conclusión es muy sencilla: En la Declaración de Impacto Ambiental 2026 se controla más, pero no se protege. Se autoriza un consumo mucho mayor, se reconocen impactos severos y aun así la compensación hídrica que en el 2022 era expresa, hoy aparece diluida y sin garantía suficiente. A esto debemos agregarle lo que establece el Acta Compromiso de Vicuña.
En materia de agua el Acta hace algo sumamente grave: Permite transformar una obligación ambiental en un aporte económico. 
La DIA 2022 obligaba a la empresa a realizar mejoras en las redes hídricas de Iglesia y Jáchal para recuperar y compensar el caudal que consumía la mina. Hoy esa obligación ya no está.” 
Muy bien lo explicaba también el diputado Castro cuando decía que con ese aporte económico se iban a poder realizar diferentes obras como rutas y obras eléctricas. Pero quiero decirles, señores diputados, a los que hoy votan por una ruta, de qué les sirve que hagan una ruta cuando su comunidad no va a tener agua, cuando no estamos cuidando el recurso fundamental.
“El acta no determina qué obra hídrica remplazará el Requerimiento Nº41, no establece cuántos litros por segundo deberán compensarse, no garantiza qué porcentaje de los 250.000.000 serán destinados al agua, no exige que las obras se ejecuten en Iglesia y Jáchal, no relaciona las compensaciones con el nuevo consumo aproximado de 1.200 litros/segundo, y tampoco asegura que las obras hídricas estén terminadas antes de comenzar el bombeo. 
La cláusula de esta Acta Compromiso 6.6 podría impedir que en el futuro se impongan a la empresa obligaciones equivalentes o similares dentro de un radio de 75 kilómetros.” 
No me voy a detener en eso porque ya lo explicó muy bien el diputado Mario Herrero de la gravedad de este Convenio.
Sí me gustaría decir que esta Acta compromiso no es un acuerdo, es una renuncia anticipada, es una renuncia inconstitucional, es una renuncia al poder de policía ambiental, y creo que no deberíamos prestarnos a eso, ninguno de los que estamos hoy sentados acá, porque estamos comprometiendo el futuro de nuestros hijos, el futuro de nuestra generación y el futuro de los próximos gobiernos. 
Hay algo también muy importante, que no es un hecho menor, la licencia social: Hoy esa licencia social está entrando en terapia intensiva, y no llegó a esa situación por culpa de quienes preguntamos, controlamos o advertimos.
Llegó a esta situación por estos manejos, por pretender aprobar primero y explicar después, por reconocer impactos hídricos severos y aun así avanzar sin garantía, sin importar el agua de nuestra provincia, por transformar obligaciones ambientales concretas en un aporte económico. La confianza no se compra, la confianza se construye con verdad, la transparencia, la participación y el cumplimiento. 
No estamos en contra de la Minería, ni del desarrollo. Estamos defendiendo un desarrollo responsable, que genere trabajo de verdad, que dé oportunidades a los sanjuaninos.
Pero que no comprometa el agua, no debilite las facultades de la provincia, y no traslade las consecuencias a las futuras generaciones.
También se nos acusa de votar en contra de los sanjuaninos. Lo he escuchado por muchos medios.
Yo rechazo categóricamente esa acusación.
Votar en contra de un Acuerdo que consideramos insuficiente, riesgoso, perjudicial, no es votar en contra de San Juan, es cumplir con nuestra responsabilidad constitucional, es controlar, es advertir, es defender los intereses permanentes de la provincia.
Los 250 millones de dólares podrán gastarse en algunas obras, pero el agua no la vamos a recuperar. 
Por eso, señor Presidente, porque estoy convencida de que hoy tomamos la mejor decisión, y creo que mis compañeros estarán de acuerdo, voy a hacer moción para que la votación sea nominal y que sea la historia, los sanjuaninos, y si corresponde la Justicia, los que determine quién votó en contra de San Juan.
Muchas gracias, señor Presidente.
Sra. Leonardo.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, fundamentalmente me permito hacer una reflexión por todo lo que he estado escuchando de los diputados preopinantes. 
En realidad, me preocupa en alguna medida, la confusión que hay respecto de esta renuncia, de la que tanto se habla.
En este Convenio San Juan no renuncia a nada, el Gobierno de la Provincia no está renunciando a nada.
Puntualmente, esto que mencionaba la diputada Ferreyra, respecto al requerimiento Nº 41, de hecho, está dentro de las obras elegibles que prevé el Convenio por parte del Gobierno de la Provincia, y no a futuro, sino ya. Porque esto es lo que también tenemos que poner en valor.
Esta negociación, este Acuerdo, este Convenio que por supuesto también hay que decirlo, ha sido público, ha sido transparente, ha sido claro, el Gobernador lo ha comunicado, y estamos todos en conocimiento.
Y no hace escasamente tres días, porque si bien es cierto el proyecto ha tomado estado parlamentario en la última sesión, también es cierto que estaba presentado varios días antes.
Además, ha sido comunicado en cadena provincial. O sea que tuvimos acceso a la información, y la pudimos leer y estudiar.
Pero este requerimiento 41, está previsto como una de las posibles obras que puede desarrollar el Gobierno de la Provincia con este aporte DIA fijo, de 250 millones de dólares.
Entonces, me preocupa que se instale este discurso de que la provincia renuncia a controles ambientales, renuncia al poder de policía.
Y no es así, la provincia lo que está haciendo es anticipar obras, para que la minería, y los sanjuaninos estemos seguros. 
Y lo está haciendo con criterio, porque es el Gobernador quien encaró este Convenio, y me parece que corresponde también poner en valor esa gestión.
Porque este Gobernador, es quien ha sido elegido por los sanjuaninos para conducir el destino de la provincia, y es él quien tiene la responsabilidad en su espalda en llevar adelante estas obras.
De mi parte adelanto, por supuesto, mi voto afirmativo, de mi bancada en particular, pero quisiera que quede claro que estos temores o estas cuestiones que se generan, quedan desplazados directamente, por los dictámenes técnicos que están en las DIA, están en la 268 y en la 188.
Y las obras se van a hacer, no están desplazadas, en ningún momento se ha dicho que no se van a cumplir esos requerimientos, al contrario, lo que se va a hacer es cumplirlos ahora, no después, antes de que empiece la explotación.
Muchas gracias, señor Presidente.
Sra. López (Marisa).- Pido la palabra.
	Señor Presidente, treinta y seis diputados en estas bancas, representando a 822.853 sanjuaninos, según el último censo. Seguramente o posiblemente seremos más. 
	Le voy a pedir permiso para leer algunas cuestiones. 
Sr. Presidente (Martín).- Autorizada.
Sra. López (Marisa).- Gracias, señor Presidente.
	No cabe duda, de que -ya lo han dicho los preopinantes- la minería es una política de Estado en la Provincia de San Juan desde hace muchos años.
	“La minería entendida, como el puntapié inicial para el desarrollo económico productivo, social de todos los que habitamos hoy, esta querida provincia y de las futuras generaciones. Ese desarrollo que tiene que ir produciendo mayor crecimiento, no solo cuantitativo, sino también cualitativo. Creo que en lo cualitativo, algo han expresado la diputada Caparrós, el diputado Herrero, la diputada Ferreyra. 
Es decir, esa minería que es necesaria y fundamental, porque contamos con el recurso natural, pero esa minería desarrollada responsablemente y ambientalmente sustentable.
	La idea, creo que la de todos en este Recinto, es una mejor calidad de vida para todos los sanjuaninos. La idea es lograr, como cuando alguna vez participé en las proyecciones del producto bruto geográfico de esta provincia, pensar que la minería representaba el 10,7 % del total del producto bruto geográfico y cuando hacíamos una proyección en ese momento solo de José María, llegábamos casi a representar el 35% del producto bruto geográfico, considerando no sólo los servicios directos de la minería, sino también los servicios indirectos.
	Miren si es significativa e importante, la minería para nuestra provincia. 
Ahora, esta construcción que tiene años, no se puede ver perjudicada por decisiones temporales o cortoplacistas. Porque -y en esto agradezco- señor Presidente, la premura y la decisión inmediata que tomó el día viernes, cuando en ocasión de la visita de las autoridades provinciales, usted entendió perfectamente que era imposible analizar un documento, un proyecto cuyo antecedente era fundamental, porque en todo el Expediente, referencia a dos DIA, a la del 2022 y a la actualización del 2026. Le agradezco su gestión en ese sentido, porque realmente el ministro de Minería, Perea, dijo: “cualquier ciudadano la puede pedir públicamente”. Para ejemplo basta un botón y el diputado Herrero la pidió hace más de un año, mediante Expediente del Ministerio de Minería y la verdad todavía no hemos tenido respuesta.
Entonces de lo que estamos hablando en esta construcción de la minería, no cabe duda que la minería en la provincia de San Juan se ha podido desarrollar, y lo repiten, lo repetimos todos, cualquiera sea el signo político, el gobierno de turno, que la hemos podido desarrollar gracias a la licencia social. 
Entonces busqué en Google, qué es la licencia social: La licencia social o licencia social para operar, es el grado de aceptación, confianza y apoyo que una comunidad local y la sociedad otorgan a un proyecto minero.
No es un permiso legal emitido por el Estado, sino un acuerdo implícito basado en el respeto mutuo, la transparencia y los beneficios compartidos.
¿Y por qué me refiero a la licencia social? Y porque es esa la que nos va a permitir seguir desarrollando una actividad principal para nuestra provincia.

-Acto seguido asume el sitial de
Presidencia el sr. diputado Enzo Cornejo,
Vicepresidente Primero-

Ese desarrollo de la minería debe redundar en beneficio del resto de las actividades económicas. 
Debe redundar en el beneficio de la mayor superficie cultivada en nuestra provincia, de absolutamente todas las actividades que incluyen las actividades primarias. 
Debe redundar en el beneficio de la industria; más industria, más empleo. 
Debe redundar en los servicios, en el comercio, en el bienestar y crecimiento con calidad, no sólo de quienes habitamos hoy, sino de nuestras futuras generaciones. 
Y acá sí, señor Presidente, voy a referirme y voy a leer lo que dice la DIA 2026. 
Dice: “La principal actualización en el diseño, respecto al informado en presentaciones anteriores, consiste en un aumento en el inventario explotable a 1.425 millones de toneladas de mineral, acompañado de un incremento en la tasa de procesamiento nominal, de 175.000 toneladas por día”, que después se amplía, cuando se incorporan los otros derechos mineros, como decía recién el diputado Herrero, a casi 300.000, “un aumento en la duración de la etapa de operación a 25 años y un incremento en el requerimiento de agua del proyecto.”

-Acto seguido, procede a ocupar
el sitial de Presidencia 
el dr. Fabian Martín, Presidente Nato-

Eso está en los considerandos de la Resolución Nº 188.
Ahora, eso establece la DIA. 
“El acta compromiso firmada establece la extensión indefinida de la Declaración de Impacto Ambiental y su aporte pecuniario a toda la vida útil del proyecto de Vicuña, estimada en 71 años, y a toda explotación a realizarse en un radio de 75 kilómetros, desde los límites externos del proyecto Vicuña.” 
Luego, cuando analizamos específicamente la cláusula quinta, dice: “La provincia transferirá en propiedad fiduciaria al fideicomiso la totalidad de los créditos que la provincia tiene con Vicuña, en virtud de las obligaciones por estas asumidas en concepto de aporte DIA, en la forma, condiciones, importes máximos y demás estipulaciones previstas en la cláusula sexta de esta acta compromiso. Dicha transferencia incluye la totalidad de los aportes que han sido, son y serán exigidos al proyecto Vicuña y/o Vicuña por toda la vida útil de la mina, ya sea mediante una o más DIA, una actualización a una o más DIA, sean estas DIA emitidas en relación a la DIA Depósito Mineral, José María, Filo del Sol o cualquier DIA que se emita cualquier depósito mineral que se encuentre comprendido en el radio estipulado en el anterior.”
Voy cortando un poco, para no ser tan extensiva, señor Presidente. 
“Es comprensivo de absolutamente todo tipo de aporte, contribución, exacción, colaboración o concepto que tenga algún tipo de contenido económico, que sea diferente a un tributo y que la provincia le hubiere exigido, le exija actualmente o le exija en el futuro, por toda la vida útil de la mina por cualquier tipo de concepto.” 
Con este compromiso, se dan por concluidos dos requerimientos que están establecidos: Uno, el 121 de la DIA 2022 y el 64, de la DIA 2026.
El destino, que estaba establecido en el requerimiento 121 del 2022, decía, fundamentalmente, que era “contribuir al desarrollo sustentable de las áreas de influencia provinciales, directas e indirectas del proyecto, propender a la protección y cuidado del medio ambiente, con medidas de prevención, mitigación y remediación que surjan de la presente Declaración de Impacto.”	
	Luego, en un sentido muy similar, el Requerimiento 64 en la DIA 2026 dice: “Contribuir también al desarrollo sustentable de las áreas de influencia provinciales directas e indirectas del Proyecto”. También para que sean destinados, y/o destinados a obras de infraestructura, incluyendo obras relativas al tema hidráulico, salud, educación, agricultura, minería, proyectos productivos de servicios asociados a la producción”.
	Ahora bien, el destino del aporte que está establecido en el Acta Compromiso, es mucho mayor al de los requerimientos de la DIA específicamente. Porque en ellas incluye: “Las obras e inversiones elegibles estipuladas en el Apartado 6 3, siempre que las obras tengan una vinculación directa o indirecta en el Proyecto Vicuña, etc., etc… Obras relativas, asuntos hídricos, de saneamiento, viales, de salud, de educación, viviendas, energéticas, infraestructura urbana y de proyectos agrícolas y productivos, aún…”
Eso sí me resultó extraño, pero bueno, no hemos podido debatir y compartir. Más allá que nos dijeron, señor Presidente, que este es un Acuerdo para no debatir, sino que es por sí o por no; y en eso es complejo, porque por ahí, uno podía advertir alguna inconsistencia entre el Acta Compromiso y justamente, lo que establecían las propias DIA, pero había imposibilidad y así nos manifestaron de que pudiera volver al Ejecutivo para alguna cuestión en particular y alguna consulta que pudiéramos hacer, entonces lo tengo que manifestar en este Recinto.
Y lo manifiesto en este Recinto, señor Presidente, porque tampoco escuchaba en los medios de comunicaciones, salvo en algunos, del “gran anuncio de lo 250 millones de dólares”, pero no de los detalles concretos, de los que creemos que son convenientes que la ciudadanía sanjuanina tenga conocimiento, porque son relevantes e importantes. 
Fundamentalmente, y acá voy a discrepar con la diputada Leonardo, a lo que, a través de esta Acta de Compromiso firmada, renuncian cada uno de los sanjuaninos y las futuras generaciones.
Lo que incluye este compromiso, que le decía que es mayor a lo que establece la propia DIA era, aun cuando estas obras se encuentren en proceso de construcción y/o ejecución. 
Ahora bien, fija dos tipos: dentro del aporte DIA, lo comprenden el aporte DIA que va del 1,5 del año 6 en adelante, de la vida útil del proyecto y del año 1 al 5, aparece este aporte DIA fijo de 250 millones de dólares. 
Pero resulta ser que no estamos compensando sólo las obras estipuladas en la DIA, que establecía que eran las obras que se hacían con el aporte del 1,5, sino que, explícitamente elimina y libera a Vicuña de las obligaciones de hacer que tenía Vicuña. 
En el Punto 6 3 2, del artículo 6° del Acta Compromiso, se establece explícitamente que a partir del aporte DIA fijo, se cancelan de manera total los requerimientos 41, 82, 83, 84 y 87, establecidos en el artículo 2° de la Resolución N° 268.
¿Qué establecían esos puntos? Establecían estas obligaciones de hacer, independientes del 1,5 del fideicomiso. Infraestructura, hidráulica que permita recuperar en superficie para los departamentos de Jáchal e Iglesia, el caudal de agua utilizado en el proyecto minero. Dos proyectos de innovación tecnológica para la obtención de energía renovables en Iglesia y Jáchal, dos proyectos productivos o industriales en Iglesia y Jáchal, dos proyectos para el cuidado del medioambiente en Iglesia y Jáchal. La implantación de 10 mil especies de arboles autóctonos. No hay un monto de dinero especifico para estas obras. No sé cuantificarlas.  
Pero eran obligaciones “de hacer” independientes del 1,5 del aporte al fideicomiso. ¿Cuánto estamos regalando? ¿Cuánto estamos resignando? ¿Por qué no estamos reclamando en favor de los sanjuaninos lo que ya estaba establecido?
Esto implica –y así lo dice el Acta- que: “Con el Aporte DIA Fijo, Vicuña habrá cumplido en forma plena y completa con todos y cada uno de los requerimientos antes apuntados sin necesidad de que Vicuña, deba ejecutar ninguna de las obras o deba realizar ninguna de las inversiones antes mencionadas, las que deberán ser ejecutadas por el fideicomiso Aporte DIA a ser constituido y controlado por la provincia.”
Es decir, que con el Aporte DIA que se podía destinar a un sinnúmero de proyectos vinculados con la zona de influencia, directa o indirecta, o como se amplió en el Acta Compromiso que podían ser hasta para vivienda –lo dijo el diputado Castro recién- lo vamos a ver limitado, porque ahora ese Aporte DIA también tiene que ser para las obligaciones “de hacer”,  que tenía ya en los requerimientos el proyecto Vicuña.
Fíjense que esta cláusula funciona como un techo a favor de Vicuña y no como un piso a favor de la provincia. Si el 1,5 hubiera generado entre los años 1 y 5, un monto superior a los 250, la provincia tampoco podrá reclamar la diferencia.
Pero acá, miren, hoy quien de nosotros no se maneja con la IA, con el Gemini Pro, con Claude AI, con ChatGPT, con tantas otras IA.
Simplemente pongan ¿Cuánto es el 1,5 en función del propio informe presentado por el Proyecto Vicuña? En Canadá, es el NI 43101, ese formulario del proyecto y del desarrollo, tomen la cantidad de toneladas que piensa procesar del año 1 al 5 en un esquema conservador y en un esquema óptimo, y cualquier cálculo les va a dar mayor a los 250 millones de dólares. Bienvenido sean los 250 millones de dólares.
¿Pero porque no pudo haber –digo- un adelanto frente a la determinación del 1,5 que sabemos de antemano que va a ser superior, descontado lo ya recibido? ¿Por qué resignamos esos recursos? Hemos decidido regalarle al Proyecto Vicuña no solo las obligaciones “de hacer” que acabo de mencionar, sino también la diferencia. En el hipotético caso, se determina más o menos en casi 440 millones en el escenario óptimo y 340 millones en el conservador, que se podría recaudar del 1,5 entre el año 1 a 5.
¿Cuánto estamos resignando o perdiendo? ¿Cuánto estamos regalando? ¿A cuántas obras tan necesarias estamos renunciando?
Fíjese que también dice el Acta Compromiso: “Estos aportes se consideran un acuerdo final y definitivo entre la provincia y la empresa, por lo que se prohíbe a la provincia imponer nuevos aportes durante toda la vida útil del Proyecto”, estimado como ustedes saben, en el propio informe dice, 71 años ¿Qué será de nuestros hijos, nietos y bisnietos?
Dice acá: “Por lo que se prohíbe a la provincia imponer nuevos aportes durante toda la vida útil del Proyecto, ya sean de naturaleza administrativa o legal”.
 Esta cláusula representa un alto riesgo económico para la provincia, ya que podría impedirle exigir “por ejemplo” medidas de reparación ambiental ante hechos no previstos que ocurran mediante la vida útil del proyecto.
Así, señor Presidente, como respecto de cualquier explotación que se realice en un radio de 75 kilómetros desde los límites actuales.
Ahí sí creo que hay algún problema de inconstitucionalidad, señor Presidente. 
Fíjense en los costos implícitos en el método de resolución de disputas.
Yo tengo, lo he tratado de ver desde el punto de vista legal, fiscal y económico señor Presidente, y los costos que debemos asumir.
Porque renunciamos a todo. Digo, muy beneficioso para el Proyecto Vicuña, respecto a las exigencias que ya tenía previo a este Proyecto y muy perjudiciales para todos los sanjuaninos.
En el Proyecto de Ley, señor Presidente, en este Proyecto, más que proyecto, el Acta Compromiso firmada, establece que: “La Provincia renuncia a la posibilidad de juzgar en tribunales locales o nacionales. Cualquier disputa relativa al ejercicio del Poder de Policía, por parte de la Provincia o de sus facultades ambientales, mineras, tributarias o de fiscalización que pudiera perjudicar los derechos de la Empresa adquiridos en el Acta Compromiso, se someten a las decisiones de un tribunal de arbitraje previo de la Cámara de Comercio Internacional que tendrá condición de inapelable”.
Lo que decida la comisión arbitral es “inapelable”, señor Presidente, y de eso entienden más los abogados que yo, seguramente.
¿Cuáles serían esos costos, señor Presidente? Los costos del proceso. El arbitraje internacional es costoso, la provincia deberá afrontar honorarios de los árbitros, tasas administrativas de la Cámara de Comercio Internacional, contratación de estudios jurídicos.
Frente a un laudo adverso, señor Presidente, las indemnizaciones. 
Debido a que el laudo es definitivo y no apelable, si el Tribunal determina que la provincia violó la estabilidad fiscal o impuso exigencias no pactadas, la provincia podría ser condenada a pagar compensaciones económicas masivas.
Señor Presidente, después le damos indemnidad fiduciaria. Dice: “El Acta obliga a la provincia a mantener indemne al fiduciario por todos los reclamos, daños y perjuicios derivados de su función”.
O sea, señor Presidente, esto incluye pagar costos y honorarios a profesionales, si el fiduciario es demandado. También se hace cargo la provincia.
Y luego, señor Presidente, las compensaciones por nuevas erogaciones. “Si en el futuro la provincia impone por Ley una nueva erogación obligatoria a la empresa, el Acta establece que los pagos ya realizados por el aporte DIA se imputan como pago a cuenta de esa nueva obligación”.
Señor Presidente, hay algo que no mencioné. La concesión del tema Línea 500 por el ENRE, que me recordó recién, también lo iba a decir y por razones de tiempo, el diputado Herrero. El ha participado activamente en este tema de la Línea 500.
La Línea 500 la hemos pagado todos los sanjuaninos, señor Presidente. ¿No le vamos a exigir nada a Vicuña? Ya está todo cancelado. ¿Las obras de infraestructura eléctrica también se van a pagar por el aporte DIA?
¿No será, señor Presidente, que con el aporte DIA sólo haremos obras que necesita la empresa Vicuña? O vamos a hacer obras que necesiten los sanjuaninos, que necesiten las comunidades de influencia directa e indirecta, como Iglesia y Jáchal.
Porque mire, señor Presidente, es muy importante la Ruta 40. ¡Claro que es muy importante! Ya me tocará hablar en su oportunidad del Convenio con Vialidad.
Pero no sé, señor Presidente, si es mucho más importante para el Proyecto Vicuña.
Señor Presidente, renunciamos a cobrar la diferencia entre el 1,5 y los 250 millones de dólares, entre el año 1 y 5. Decía algún ministro, “no es compensable, no es reintegrable”. No, es definitivo.
Podría ser un adelanto, señor Presidente, y cobrar la diferencia.
Renunciamos a exigir nuevas erogaciones, señor Presidente, durante toda la vida del Proyecto. Lo que pase, no pase, hagan o no hagan, se hace cargo la provincia.
Renunciamos a la Justicia Ordinaria, señor Presidente, de la provincia de San Juan. Renunciamos a que se ejecuten las obras hidráulicas, los proyectos comunitarios, la forestación y lo que está establecido en la DIA.
Porque creo que sí, hay responsabilidades que tenemos por nuestra Constitución Provincial, en nuestra condición de funcionarios; Constitución Provincial y Constitución Nacional.
Porque creo que, definitivamente, este Acuerdo ha sido un trabajo para y en beneficio de la empresa, y no para y en beneficio de los sanjuaninos, señor Presidente, y dejo claro que entiendo que, este Acuerdo entra en conflicto directo con los artículos 44º, 58º, 109º, 110º, 150º, 113º y 198º de la Constitución Provincial, es que adelanto el voto negativo. 
Gracias, señor Presidente.
Sra. Paredes.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, primero voy a pedir permiso para leer. 
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizada. 
Sra. Paredes.- Gracias, Presidente.
En razón de todo lo que han dicho diputados y diputadas, por supuesto que coincido y comparto y voy a tratar de no repetir; es bastante complejo porque uno tiene su esquema. 
La verdad que, en primer lugar, yo no puedo dejar de mencionar que estoy sorprendida con la rapidez con que han trabajado este tema. Se firmó el 5 de agosto; y el 7 de agosto elaboraron Decreto y Mensaje del Poder Ejecutivo y lo metieron el mismo día por la Mesa de Entrada. O sea, la celeridad… en dos días hicieron todo.
Y digo: “No es la primera vez.” 
Yo pensaba: “hay cuestiones muy complejas, y se está haciendo un método esto”.
Recuerdo –capaz que hay otras cosas más–, esta metodología casi exprés que no permite profundizar, que no permite estudiar; y, después hay que escuchar, ¿eh? Después hay que escuchar a los medios de comunicación diciendo que “no estudiamos, que somos unos irresponsables”; pero recuerdo situaciones muy similares donde también había que aceptar por sí o por no.
Me hace acordar a alguien: “para que diga por sí o por no”; capaz que se acuerden.
Recuerdo el RIGI; recuerdo la toma de deuda de los 600 millones de dólares; recuerdo la rescisión del contrato de El Tambolar, que entró sobre tablas y también se resolvió de la misma manera. 
Con esta inmediatez, con esta rapidez con la que se están trabajando temas tan complicados, estaría bueno que también, en honor al desarrollo de San Juan –como dicen– y a la confianza. Confianza que los sanjuaninos les pusieron a ustedes con el voto, estaría bueno que también se traten –con esta misma celeridad– otros convenios u otros proyectos que están en Comisión, “durmiendo”, y que tienen que ver con cosas sumamente importantes.  
No sé, pienso: cómo trabajar la pérdida del poder adquisitivo; la actualización de salarios para la Administración Pública; los problemas de salud; la falta de empleo; ¡las deudas!, las deudas que tiene la familia. 
El otro día también escuchaba a un periodista diciendo: “¿cuándo la Legislatura va a resolver las deudas que tiene la familia?”. Y fuimos nosotros los que presentamos un Proyecto de Comunicación, que no sé si ha salido o ha sido contestado. Pero bueno.
Yendo al punto, también he podido tener una lectura de estos tres documentos, digo, las 2 DIA –podríamos decir así–, del año 2022 y del año 2026, y el Acta Compromiso, en donde aparece una idea central, y ahí, no vamos a coincidir con otros diputados y está bien, esta es la parte buena o enriquecedora de los debates.
Para mí, la idea central, no es que a nosotros se nos convoca para aprobar o autorizar legislativamente sólo una cuestión económica o un aporte de 250 millones de dólares; acá se nos está pidiendo aprobación legislativa a un régimen que se monta en un proyecto que aumentó sustancialmente su escala, y que, al mismo tiempo, redefine el cumplimiento de obligaciones nacidas de la Declaración de Impacto Ambiental. 
Este es el punto jurídicamente sensible: si este mecanismo conserva íntegramente el nivel de prevención, mitigación, responsabilidad y exigibilidad que corresponden a las obligaciones nacidas de la DIA. 
Recuerdo una frase que decía un ex ministro: “Las DIA son una construcción social”; las DIA, como bien lo explicó el doctor Herrero, tienen un marco legal nacional.
La DIA del 2022, fue el resultado de un análisis extenso y participativo, y ahora la pregunta indefectible es si la DIA del 2026, como le llaman, mantiene el nivel de tutela ambiental que ha sido declarada en la DIA del 2022, o si elimina, reduce, desplaza obligaciones ambientales que anteriormente habían sido consideradas.
La DIA no es un catálogo de obras libremente canjeables por dinero. La DIA fija las condiciones bajo las cuales una actividad debe desarrollarse. Debemos dejar en claro que no se puede reemplazar una obligación ambiental por un acuerdo económico. Acá sucintamente sumar a lo que dijo el doctor Herrero, tenemos un marco legal como es la Ley Nacional General del Ambiente que establece los presupuestos mínimos, que enmarca los principios, pero que básicamente el principio de responsabilidad es que quien genera efectos degradantes o actuales, futuros, presentes, responde por los costos de las acciones preventivas y correctivas.
También está la Ley, como también se dijo, de la Protección Ambiental, que habla de esto, de las condiciones, los requerimientos propios que tiene que tener la DIA. ¿Y por qué digo esto? Porque, vuelvo a repetir, aunque sé que están muy cansados, pero porque es importante remarcar las leyes nacionales, además de la 41 de la Constitución Nacional, la 58 de la Constitución Provincial, y es porque yo coincido con la postura de que esto roza la inconstitucionalidad, la ilegalidad. ¿Por qué? Porque la DIA es anterior al acuerdo o al acta compromiso. Es anterior.
Y para mí la DIA, por estar enmarcada en el rango constitucional y legal, está por encima del Acuerdo. El Acuerdo no debe contradecir a la DIA, en mi interpretación.
Y yo voy a dar dos ejemplos en donde yo veo que hay contradicciones, o no se entiende, o acá hay un problema de literalidad, y bueno, habrá vías para solucionar esto. Pero la propia DIA del 2026 dice expresamente, al final, en su página 26: Todo lo expuesto se sugiere a la autoridad ambiental, es de conformidad a la Ley 24.585, remite la propia DIA a una Ley Nacional. 
Ahora, cuando yo hablaba de las contradicciones, fíjense, la DIA en el 2026, en la página 26, último párrafo, dice: Se hace saber que ante la nueva conformación de los requerimientos técnicos y administrativos de la Declaración de Impacto Ambiental (DIA), esta Dirección, la DEA, determina que los recursos de aclaratoria y reconsideración interpuestos oportunamente por la empresa, han devenido en abstracto.
Reitero, dice expresamente, que: “Los recursos de reconsideración y aclaratoria que había presentado la empresa, ahora, devienen en abstracto, al haberse modificado la circunstancia de hecho y de derecho que motivaron la impugnación. La materia de la controversia ha desaparecido, lo que faculta a esta autoridad para dar por concluido los procedimientos recursivos sin necesidad de un pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión”. 
Que vale aclarar, señor Presidente, que no sería un dato menor no haber contado nosotros, al menos con una copia de esos expedientes de recursión aclaratoria o impugnatoria, porque no sabemos cuáles son los requerimientos a los que la empresa ha impugnado.
Eso lo dice la DIA, pero el Convenio después en su apartado 6.3.2, página 9, dice varias cosas: La referencia explícita a la cancelación de quejas, disconformidades o reclamos, y a la liberación total de obligaciones se encuentra articulada principalmente en dos secciones clave del texto. Primero, cláusula de extinción de obligaciones de la DIA, lo que explicaron todos, que con el pago de los 250 millones por parte de la empresa, el texto establece taxativamente dice: “Con el pago del aporte DIA, Vicuña cancela de manera total y completa y se dan por cumplidas las obligaciones consistentes en obras e inversiones dispuestas por la DIA.”
Y aquí es donde el Acuerdo pretende dar por pagadas y extinguidas en dinero, obras e inversiones ambientales in situ, como, por ejemplo, hídrica, forestación o acceso a infraestructura. 
Y otra cosa que después dice: Al momento de la entrada en vigencia de la Ley de Aprobación, se considera que Vicuña desiste en simultáneo del recurso interpuesto contra los puntos 41.82, 83.87 del artículo 2, de los recursos que hubiera interpuesto a la fecha de la ley de aprobación., contra los requerimientos que reagrupa. 
Y después dice, entre paréntesis: “…manteniendo el recurso contra los demás puntos, artículos y requerimientos de la DIA, sin especificar cual DIA, impugnada en la reconsideración interpuesta ante el Ministerio de Minería”. 
Esta reacción contradictoriamente fáctica, porque vuelvo a repetir, la DIA dice una cosa, DIA firmada por la máxima autoridad del Ministerio de Minería, el ministro Perea, con la responsabilidad del funcionario público. 
Y después este enredo de lo que dice el Convenio. Entonces, ¿qué estamos discutiendo? ¿Cuál es la causa? ¿Hay vicio de causa? Esto es lo que va a haber que revisar. 
Esta contradicción adquiere mayor gravedad institucional al constatar que el Poder Ejecutivo ya conocía, ya tramitaba la DIA 2026, pero para nosotros no era accesible y estaba oculto, y no voy a repetir lo de la DIA, lo que le pasó al doctor Mario Herrero. 
Pero la verdad yo me sentí bastante molesta que me digan que fue casi una chicana: “pueden acceder, es de fácil acceso.” 
No es de fácil acceso, y si no le hubiesen respondido la nota formal, escrita, al diputado Herrero. Imagínense, si no le contestan al diputado Mario Herrero, no me quiero imaginar cualquier ciudadano que pida algo. Muy bien, por el diputado Federico Rizo que plantea que apuremos la Ley de Información Pública. Está muy bien, esto lo termina confirmando. 
O, perdón, pero hablando de la DIA y del ministro Perea, diciembre del 2024, en una nota de Minuto Cierre, dice el ministro de Minería sanjuanino, que propuso que las DIA sean difundidas por las empresas. Que las DIA sean difundidas por las empresas, dijo en diciembre del 2024, lo que generó, por supuesto, preocupación por las consecuencias legales que esto trae. 
Nosotros, representantes del pueblo, no podemos avalar un Acuerdo cuyos antecedentes fueron, a mi criterio, intencionalmente retenidos, dosificados, como quieran llamarle, y que recién, si no hubiese sido por usted, señor Presidente, no se hubiesen subido a la nube. Tardaron 5 minutos en subirlo a la nube la Declaración de Impacto Ambiental, 5 minutos. Es lo que hubiese correspondido el 7 de agosto cuando subieron el Acta Acuerdo. 
Se sube el Acta Acuerdo y se sube la documentación porque demoró 5 minutos el Secretario en poder hacerlo. Tuvimos que venir, tuvimos que pedir, tuvimos que bancar la chicana para que lo pudieran hacer. 
La verdad, yo considero que es muy desprolijo trabajar así, además es un destrato a la institucionalidad. 
Y está bueno que nos tomemos todo el tiempo, yo sé que están todos muy cansados, pero lo único que nos queda es la versión taquigráfica. Lo que vaya a pasar después lo resolverá la versión taquigráfica. 
Entonces, hay que decir las cosas que uno piensa y lo que uno estudia, o lo que uno interpreta, y que está buenísimo que se dé donde se tiene que dar, que es en el Recinto.
 Otra diferencia entre la DIA, vuelvo a repetir, acto administrativo firmado por la máxima autoridad, y el Acuerdo, es esto que dice en la DIA del requerimiento 64. 
La DIA en el requerimiento 64 dice: “La empresa debe aportar el 1,5% del valor de facturación bruta total por la venta de los metales producidos de la mina José María a partir del momento en que entre en producción”. A partir del momento en que entre en producción, lo dice la DIA.
Vuelvo a repetir, que me alegro de coincidir con el doctor Herrero, que está por encima del Acuerdo, pero resulta que el Acuerdo después dice que lo va a hacer a partir del sexto año de producción. 
Esto es un antecedente pésimo, les voy contando, a mi criterio, esto es un gran pésimo antecedente, porque con ese criterio van a venir otros a pedir exactamente lo mismo, 5 o 6 años, sin pagar el 1,5.
El Gobernador dijo que es un anticipo, que es un gesto. Yo no creo en los gestos de una empresa, no creo que tengan gestos ni creo que tengan confianza, esto es la asimetría del poder.
Esto funciona así, señor Presidente.
La provincia va a perder plata durante los primeros cinco años de producción porque va a ser mucho más que 250.000.000 y el tema es quién, por esta decisión de canje, se va a hacer cargo de la responsabilidad ambiental, porque el propio Convenio lo dice: “Las obligaciones hidráulicas las forestaciones y los proyectos comunitarios para Iglesia y para Jáchal…”. Eso lo único que hace es poner en riesgo la licencia social, la estamos poniendo en riesgo, todos la estamos poniendo en riesgo. 
¿Qué pasa si no alcanza? ¿En algún lado dice qué pasa si no alcanzan la cantidad de obligaciones que va a asumir la provincia con los 250.000.000? No lo dice en ningún lado. ¿Qué va a pasar si falta plata?
Lo único que me contestaron a mí en la Comisión fue que iba a ser todo por proceso licitatorio. Y si, lo que corresponde. Sería el colmo que no fuera así. Pero yo no pregunté eso, pregunté si estaba previsto qué pasa si para asumir todas las obligaciones con esos 250.000.000 no te alcanza. 
250.000.000 impresionan como anuncio, pero nosotros, diputados y diputadas, no aprobamos anuncios, aprobamos leyes que tienen determinación, derechos, obligaciones y consecuencias. 
Otro tema que no he escuchado, pero a mí me parece que tiene mucho que ver, es el tema del empleo, de los trabajadores. 
Acá hay otra diferencia, miren, en la DIA del 2022 -por eso dije, hubo una construcción, hubo participación, intervinieron un montón de organismos, etc- en esa DIA respecto a los trabajadores y a los proveedores locales, el requerimiento 80 establecía porcentajes precisos y decía que de la nómina total tenían que tener 80% de trabajadores con domicilio en la provincia, si era una UTE mínimo el 50% con domicilio en la provincia y si eran proveedores locales el 60%. 
¿Sabe lo que dice la DIA del 2026? Nada. Puras expresiones de deseo: “procurará”, “presentará”, “verá”. ¿Qué le vamos a decir a la gente sobre esta maraña normativa? Porque el RIGI dice una cosa. ¿Cómo le explicamos al trabajador? ¿Y a los proveedores locales? ¿Cómo se los explicamos? Porque el Acuerdo a quien le da garantía expresa, literal, que casi que nos pone un revolver, porque pone condición suspensiva, ¡Condición resolutoria! Imagínese si no estamos encorsetados.
Ahora para Vicuña sí, pero para los trabajadores y para los proveedores locales no hay nada, no hay ninguna garantía. 
¿Ven por qué digo que esto es una cuestión de asimetría? Lo dicen los documentos, yo no me lo estoy inventando, búsquenlo. Requerimiento Nº80 y el Nº31 creo. Ni hablar de lo que sucedió con el campamento que ganó la licitación una empresa china. Esto no está garantizado. Todas las garantías, todo está para la empresa, todo. 
También debemos tener presente, lo voy a nombrar nada más, es muy importante el acuerdo Escazú, que tiene que ver con la información ambiental, la participación política y el acceso a la justicia. 
Después hay un punto que por su importancia quiero analizarlo como un punto en particular, por la importancia que al mismo le dio la Declaración del año 2022 el cual se debe abordar como una condición sustantiva de viabilidad socioambiental, que es el Punto 122º de la DIA 2022 que dice: “Los accesos a la mina para el desarrollo de todas sus etapas se deberán realizar en territorio provincial, basado en el concepto de que cualquier etapa de la vida de una mina en la provincia debe producir un desarrollo socioeconómico cultural incidiendo mayormente en la comunidad donde se asienta la mina. La omisión o la eliminación de esta obligación en el texto de la DIA 2026 y su posterior reparación en el acta compromiso como una obligación sujeta a acuerdo económico representa la sustitución ilegal de una norma ambiental de tutela por un acuerdo de naturaliza dineraria.”
Hay una regresión fundamental, artículo 4º, de la Ley 25.675, el punto éste que mencionó, constituyó en su momento, un estándar de protección socio-ambiental alcanzado y consolidado por el propio Estado Provincial.
Al no figurar en la DIA-2026, la autoridad administrativa redujo el nivel de tutela sobre el desarrollo de la comunidad local, bajo el principio de progresividad, todos los retrocesos en los estándares de sustentabilidad, previamente aprobado, deben estar técnicamente fundados, en una medida de protección ambiental equivalente o superior.
Obviamente, violación a la cláusula 41º de la Constitución Nacional, que no la voy a leer, porque obviamente, ustedes la conocen.
Ahora, el Poder Ejecutivo no posee facultades para novar o extinguir una obligación socio-ambiental previa, mediante una transacción contractual.
La compensación económica puede financiar una obra, pero no pude sustituir el derecho estructural de la comunidad al desarrollo in -situ derivado de la operación directa por su territorio.
Con qué fundamento técnico -me pregunto yo- y ambiental la administración suprimió con la DIA-2026, la obligación socio-ambiental del Punto 122 de la DIA-2022.
La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sido categórica, y dijo: “Los compromisos de tutela ambiental y social son de orden públicos, indisponibles para el Poder Ejecutivo e insustituibles por dinero. (Caso Querrua-Mendoza y superficiarios patagónicos).”
Entonces, la omisión del Punto 122 y su pretensión de canje dinerario en el Acta Acuerdo, estarían quebrantando la doctrina del máximo Tribunal sobre la prioridad de la prevención in situ.
Creo que, vuelvo a repetir lo mismo, me parece que sí roza la inconstitucionalidad, la ilegalidad este Acuerdo. Lo veremos.
Hay algo básico, que cuanto mayor sea el proyecto, mayor tiene que ser la garantía para San Juan, y acá hay incongruencia, incertidumbre, falta de información, y la verdad no estoy dispuesta a acompañar este Convenio, esta Acta-Acuerdo.
Es verdad que San Juan necesita inversión, San Juan necesita empleo, San Juan necesita minería.
Pero también necesita un gobierno que al momento de negociar, se posicione desde el lugar o la manda constitucional de que la provincia es dueña de sus recursos naturales, de ahí tiene que partir la negociación, y no haberse convertido, con todo el respeto que me merece el primer mandatario, en un empleado de Vicuña.
Yo no estoy dispuesta a acompañar, señor Presidente, este Convenio por lo que adelanto que mi voto es negativo.
Gracias.
Sr. Patinella.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, me veo en la necesidad de destacar y recalcar que es prioridad para el gobierno nacional el desarrollo en el ámbito minero, como uno de los motores de la economía.
De hecho, desde la asunción, desde todo el desarrollo integral del proyecto político y económico, desde el primer momento ha estado orientado y destinado, a afianzar y ordenar lo que tantas veces hemos escuchado, que es la macroeconomía, que muchas se planteaba para qué servía esto, cuando en realidad, y con razón por cierto, hay sectores que hoy día están reclamando que comience a tener incidencia en el metro cuadrado de cada uno, en términos de bienestar.
Creo que este tipo de Convenios, este tipo de inversiones, en realidad y la posibilidad de que hoy día en la provincia de San Juan, como en otras provincias mineras, estemos discutiendo este nivel de inversiones, más allá de los acuerdos o desacuerdos, de alguna forma ha estado determinados a partir de estas modificaciones, que se han implementado en la política nacional.
	Y me veo en la necesidad de recordar y recalcar, implementar medidas que tienen que ver con, principalmente con el RIGI, este Régimen de Incentivo de Grandes Inversiones, el hecho del ordenamiento y generar estabilidad, el ordenamiento, la seguridad jurídica, el afianzamiento, certeza impositiva y fiscal. Todas circunstancias que permiten que hoy día, estén arribando al país y en la provincia, específicamente en el ámbito del desarrollo minero, proyectos realmente millonarios a desarrollar. 
Y me veo en la necesidad de destacar esto, porque he escuchado declaraciones en el ámbito provincial y no siempre han ponderado este esfuerzo y este trabajo, inclusive lo plantean como que esto es un logro, a partir del esfuerzo del Gobierno de la provincia, y me parece que merece ser referenciado y tenido en cuenta, porque creo que el puntapié inicial en esta modificación es a nivel nacional. 
Sin duda, que lo que corresponde a la provincia, es el mecanismo de dar forma a este grado de inversiones en la provincia de San Juan.
En relación a este Convenio, creo que es un puntapié inicial, a un programa de inversión en materia de infraestructura en la provincia de San Juan., Creo que el éxito y el acierto de este Acuerdo lo vamos a ver reflejado en el desarrollo mismo del proyecto, no solo en respetar el orden de prioridades, sino también que esté afectado prioritaria y exclusivamente a las obras de infraestructura.
Segundo, que esto se maneje con un grado de transparencia inmaculada, porque creo que la gente, ya hemos tenido y seguirnos teniendo noticias y versiones de lo que ha significado el desmanejo del Presupuesto de la provincia y de los fondos públicos.
En este sentido, quiero destacar que es fundamental que, si uno solo de estos 250 millones de dólares en algún momento se ve cuestionado por falta de transparencia en su aplicación, o termina en el bolsillo de algún empresario, amigo, algún socio político, consecuencia de la falta de transparencia en el sistema de selecciones y adjudicación de obras y suministro de bienes, creo que claramente este proyecto habrá fracasado.
Representando precisamente, como dije al principio, a un Gobierno que apunta y respalda precisamente, en que sean las provincias quienes implementen las medidas para desarrollar y explotar los recursos naturales que a cada uno corresponde, voy a acompañar este proyecto y me voy a constituir y ser un celoso custodio también, del desarrollo y de la aplicación en el ámbito de la provincia de San Juan. Cumplido en las metas y objetivos que se fija, creo que va a ser sumamente beneficioso.
Hablar de que la provincia esté relegando la posibilidad de mayores percepciones, tiene que ver con la oportunidad y el acierto de las inversiones. 
Hoy día, bien se ha marcado un monto mayor o menor en el déficit de infraestructura de la provincia de San Juan, a los fines de receptar el desarrollo directo o indirecto en el ámbito de la minería, es cuantioso y significativo, y creo que la celeridad de la realización de esta obra de infraestructura, es fundamental para permitir este tipo de explotación.
Por último, destacar que creo la provincia no puede estar exclusivamente orientada en el ámbito de desarrollo de la minería, si bien más allá de la rentabilidad seguramente es uno de los recursos más importantes o más significativos. Pero esto en línea un poco con lo que explicaba la diputada Marisa López hace un rato. 
Creo que es fundamental que exista un respaldo y un apoyo, no sólo desde la mano de la inversión, sino también desde la gestión del Gobierno en la selección y apertura del mercado externo. 
Tiene que haber un apoyo y un respaldo hacia todos los sectores productivos de la provincia de San Juan. 
Estimo que este es el mecanismo indispensable, precisamente, para evitar que la provincia de San Juan se transforme en una provincia cara para algunos sanjuaninos, para aquellos que no estén vinculados en forma directa o indirecta a los sectores de la minería.
Nada más, señor Presidente. 
Gracias.
Sr. Vega.- Pido la palabra.
Señor Presidente, pido permiso porque en algunas partes voy a leer.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado.
Sr. Vega.- Gracias, señor Presidente.
Primero y principal, quiero manifestar que comparto todo lo expuesto aquí, por todos mis compañeros diputados y diputadas del Bloque e Interbloque al cual pertenezco, en relación al Acuerdo de la provincia con la empresa Vicuña. 
Dicho esto, y considerando que he sido quien ha venido solicitando la reconstrucción, reparación, transformación de la Ruta Nacional 40 Norte, única vía de comunicación terrestre con la ciudad Capital y el resto de la provincia, por el estado deplorable en el que se encuentra, profundizado en los últimos años por el alto tránsito pesado minero y con el aumento del tránsito vehicular, especialmente, como lo dije recién, minero, hace necesaria su inmediata intervención. 
Atento al compromiso público asumido por el gobernador Marcelo Orrego, en realizar en forma inmediata esta obra, la obra de la Ruta Nacional 40 Norte, con estos fondos, es que exijo, también, que se comience desde la localidad de San Roque, hacia Albardón y no viceversa, como ya en algunos medios han manifestado autoridades provinciales.
Ahora bien, señor Presidente, atendiendo a la voz de mis vecinos jachalleros, su pedido, su requerimiento por la concreción de esta obra tan necesaria, es que, atendiendo a estas necesidades con urgencia, a esta obra, por la seguridad vial, por las cuestiones de salud, de educación, productivas, turísticas, atendiendo a la voz de los jachalleros a los cuales, con mucho orgullo, represento, voy a votar en positivo esta Acta Acuerdo, pero, y esto quiero remarcarlo, sólo por las obras de la Ruta Nacional 40 Norte y por todas las obras que benefician a los jachalleros y sanjuaninos, en la aplicación de estos fondos mineros, que no son un regalo, y dejando asentado que el gobierno provincial asume la responsabilidad de realizar todas las obras hídricas, ambientales, entre otras, que resigna la empresa y que asume el gobierno provincial, el compromiso de realizarlas según el Acta Acuerdo que hoy estamos tratando. 
Además, exijo que el gobierno provincial gestione, ante el gobierno nacional, la devolución de todos los fondos a invertir en las obras de las rutas nacionales, y que se van a aplicar con estos fondos, especialmente la Ruta Nacional 40 Norte y Ruta Nacional 150, porque le corresponde a la Nación hacer estas obras.
Más aún cuando tienen un fideicomiso con más de 1,5 billones de pesos, que ha salido en todos los medios nacionales, aproximadamente, aportado por cada uno de nosotros cuando compramos el combustible y que son destinados para la reparación de las rutas nacionales, cosa que el gobierno nacional no lo está haciendo.
	Cabe aclarar, señor Presidente, que los fondos del Acuerdo con Vicuña son de todos los iglesianos y los jachalleros, como zonas de influencia. Porque estos fondos se pueden aplicar en otras obras, como las obras de gas natural que necesita Jáchal, para que los jachalleros no paguemos tremendos importes en las facturas de energía eléctrica. 
Quiero aclarar que estas obras se van a realizar con fondos de los iglesianos y de los jachalleros. No con fondos de la provincia. No con fondos de la provincia. 
	Por eso, el Gobierno Provincial tiene la obligación de gestionar ante el Gobierno Nacional la devolución de estos fondos, para que sean aplicados a nuestras comunidades.
	Nada más, señor Presidente.
	Muchas gracias.
Sr. Deguer.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, en primer lugar para coincidir con lo expuesto con el diputado Castro, en su momento, en su alocución. Coincidimos plenamente en lo que ha manifestado; y también, he sido aludido por el diputado Mario Herrero, con respecto a los cuidados que debemos tener en el tema ambiental, el cual le agradezco que se preocupe. Lo que sí, recordarle que, en tiempos anteriores, cuando existieron los dos derrames en Veladero, no lo he visto con la misma preocupación. Pero bueno, creo que son cuestiones que han pasado, pero que debemos recordarle. 
	También, ya expuse en este Recinto, anteriormente en una oportunidad, donde hacía referencia a lo que se habla mucho de la “licencia social” y por ahí, no se reconoce a quienes en su primer momento la brindan, que son los iglesianos, la sociedad del departamento de Iglesia, quien brinda la licencia social a la minería desde un tiempo largo, más de veinte años; y que, en su momento, se le reconoció el brindar esa licencia social a los iglesianos por el Gobierno anterior, disminuyéndole el porcentaje de regalías mineras que debía recibir el departamento de Iglesia. Ese fue el pago que en su momento se le hizo.  
	Pido permiso, señor Presidente, para leer.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado. 
Sr. Deguer.- “Nosotros, con respecto al Acta Acuerdo que ha enviado el Ejecutivo, siempre vemos desde nuestro departamento las necesidades de nuestra gente y también escucho que se habla de ´que necesitan progreso los departamentos´, ´obras de infraestructura´, ´que debemos beneficiar al sector turístico, al sector agrícola´. También es de público conocimiento que no hay progreso si en un primer momento no tenemos la ruta para llegar a esos departamentos”.
	Creo que establece y lo ha manifestado el señor Gobernador, en un primer momento la reparación, la construcción, mejor dicho, de la Ruta 40 norte, que esto, sin duda, no va a beneficiar solamente al departamento de Iglesia, sino también, como lo decía el diputado Vega, va a beneficiar al departamento de Jáchal.
Creo que no estamos firmando ningún Acta diciendo que “va a ser de exclusivo el uso para Vicuña”, en este caso quien hace el aporte, sino, hay otro proyecto minero justamente en Jáchal, que también se va a ver beneficiado con esta construcción de la Ruta 40, y también, los emprendimientos agrícolas- ganaderos y, sobre todo, el sector turístico. 
Así que, con respecto a lo que también hacía mención el diputado Vega, que incluya a su departamento, yo le voy a decir diputado que, en estos últimos 20 años, como decía, el motor que ha impulsado la economía y que ha hecho que se hagan grandes obras de infraestructura en la provincia de San Juan, ha sido el departamento de Iglesia. Convengamos que este Acta Compromiso va a venir a solucionar los deterioros que ha sufrido nuestra ruta. las obras de infraestructura que aún están pendientes en el departamento Iglesia. 
Y seguramente –alguien lo decía también- la historia nos va a juzgar señores diputados, a los que en este momento vamos a prestar acuerdo a esta Acta Compromiso, como así también a los que no lo prestan.
Y como ha ocurrido ya para atrás cuando estén los beneficios ahí van a ser los primeros interesados en ver cómo se distribuyen los beneficios que han conseguido o gestionado otros. Eso también creo yo que hay que tenerlo en cuenta.
Y como último, señor Presidente, hacer una reflexión que creo en estos momentos creo es muy válida, lo digo con mucha humildad. Los tiempos de las personas que tienen necesidad, no son los mismos de aquellos que no la tienen. ¿Qué quiero decir con esto? Que el presente es hoy, que debemos solucionar los temas hoy principalmente porque no son los mejores momentos que está viviendo nuestra sociedad.
Adelantar el apoyo de todo el Bloque Bloquista a este Acuerdo.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Cornejo.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, cortito lo mío, manifestar que discrepo totalmente con lo que está manifestando el diputado Vega, de Jáchal.
	La verdad es que los jachalleros llevan más de 20 años pidiendo una ruta, una ruta que se la han prometido miles de veces. Al día de hoy me parece poco humilde el hecho de exigir, de saber desde donde tiene que arrancar una ruta, como se tiene que avanzar en esa construcción.
	En este caso hay un gobierno, el gobierno del Gobernador Marcelo Orrego, que tiene una planificación, que hay una gestión, que realmente se ha preocupado y se ha enfocado en que en este caso este proyecto que estamos tratando el día de hoy, sea un proyecto en beneficio de todos los sanjuaninos.
	La verdad el hecho de saber que se va a empezar a construir una ruta que es tan necesaria, cuánto tiempo hemos escuchado la cantidad de accidentes que hubo en esa ruta, los problemas de conectividad que tiene, el hecho de saber que en cada oportunidad que hubo una creciente se llevó puesto pedazos de la ruta y que realmente siempre se puso parche sobre parche.
	Por eso, yo creo que no le podemos mentir a los jachalleros, los jachalleros tienen que saber que ahora sí va a ser una realidad,  que los jachalleros van a tener un acceso en el cual no solamente la actividad minera va a poder desarrollarse de manera como corresponde y en el caso de entender de una vez por todas que la minería va ligada al desarrollo, el desarrollo productivo de estas localidades, no solamente de Jáchal –como lo manifiesta el diputado Deguer- el hecho de saber que tanto Iglesia, Calingasta vamos a fomentar la actividad turística, son cuestiones que van a llevar a que Jáchal  vuelva a ser el departamento que tiene que ser y que por veinte años de ineficiencia y falta de gestión no se ocuparon en obras importantes como lo es no solamente la pavimentación de esta ruta, sino también la obra de gas que necesitan los jachalleros y que hay que dedicarse a gestionar, a planificar y que de una vez por todas las tengan.
	Gracias, señor Presidente.
Sr. Vega.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, he sido aludido. 
Yo le quiero recordar al diputado Cornejo que él, como integrante del PRO, sabe que gobernó el presidente Macri durante 4 años, hace poquito, no hace mucho.
Hizo 8 kilómetros de la Ruta Nacional, 8. A pesar de que yo como intendente lo pedía y el gobernador Uñac lo pedía.
Diputado Cornejo, usted estuvo con el Gobierno Nacional e hizo 8 kilómetros, de San Roque al Km 3. Y le digo más: yo represento al pueblo de Jáchal, me gustaría saber a quién representa usted.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Cornejo.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, le pido autorización para leer, porque la verdad que pasan varias Sesiones y por ahí no se dice lo que se tiene que decir, hay muchos jachalleros que tienen que saber la realidad.
	Este gobierno ¿qué realizó? Centro de Desarrollo Infantil Sede de Jáchal, ampliación, refacción y refuncionamiento de la Escuela Técnica General Manuel Gazcón, la ampliación y refacción de la Escuela Provincia de Chubut, el CAPS de Mogna, puente de Mogna, mejora de la red de riego del Canal Norte, renovación y ampliación de la red distribuidora de San Roque, el Barrio Aires del Oeste, 52 viviendas; mantenimiento anual 2026, de escuelas; el aula Iris de Jáchal; el mantenimiento de Sistemas Fotovoltaicos de Zonas Alejadas; la remodelación y ampliación de la Comisaría N° 21; aulas taller de la Escuela EPET N° 1 de Jáchal; habilitación de la perforación de refuerzo de la Planta Potabilizadora; Barrio Virgen de Fátima, Barrio Trigales; Canal del Norte; perforación de Villa Mercedes; pavimentaciones realizadas de la calle 25 de Mayo, Presidente Frondizi, callejón Coeli, calle General Paz, calle Eugenio Flores, callejón Santán, obras hidráulicas, horas de máquina para la construcción y mantenimiento de defensas.
Dos mil cuatrocientas horas que se realizaron, señor Presidente, la reparación de la toma de agua de Mogna, obra de financiar el fideicomiso minero con que se colocó en re funcionamiento el dique Pachimoco, el que también fue iniciado y terminado, la limpieza de ramos internos.
En obras menores, señor Presidente, se hizo plan de pintura de diferentes escuelas, plan de mantenimiento estival.
La verdad, señor Presidente, que son una cantidad de obras que hacen falta hacérselas recordar, en este caso, al diputado de Jáchal…
Sr. Vega.- Señor Presidente…
Sr. Cornejo.- Perdón, señor Presidente, yo no lo interrumpí.
Señor Presidente, son obras que se han realizado, esta es una gestión eficiente, una gestión que se ocupa y no el sólo hecho de tener un legislador que está con un dedo acusador tratando dejar asentado en este Recinto cuáles son las obras que no se realizaron en gestiones anteriores y de las que el día de hoy nos estamos ocupando.
Gracias, señor Presidente, y doy por finalizado este ida y vuelta.
Sr. Vega.- Pido la palabra.
Señor Presidente, mire para terminar, yo le quiero recordar al diputado Cornejo, que todas las obras que acaba de enumerar son las obras que hemos dejado nosotros. Que ha dejado el Gobierno nuestro: la Policía, el Canal del Norte, el Barrio Los Trigales.
Todo lo que acaba de decir, son obras que ha dejado nuestra gestión, de esta gestión todavía no hay ninguna obra, señor Presidente.
Muchas gracias.
Sr. Aranda.- Pido la palabra.
Señor Presidente, la verdad que concuerdo con que se haga la Ruta 40 Norte.
Lo he escuchado al diputado Vega pelear fervientemente por esa obra. Y lo felicito, porque creo que es necesaria, porque la usamos todos los sanjuaninos. Y es un peligro, es un peligro para nuestros hijos, para nuestros amigos, para nosotros mismos.
La verdad que no sé, señor Presidente, por dónde va a empezar la obra. Yo la verdad que no tengo idea, ojalá lo escuchen. Pero si no lo escuchan, señor Presidente, creo que lo importante es que se haga.
Dicho esto, señor Presidente, pasando un poco más al Convenio en sí, creo que sería importante repasar un poco lo que son estos fideicomisos.
Bueno, señor Presidente, este tiene un aporte fijo. Otro aporte que es del 1,5%.
Me parece a mí, señor Presidente, que ese aporte del 1,5%, que hace Vicuña, en ningún caso implica que ante una contingencia tenga que hacerse cargo la provincia.
Yo creo, señor Presidente, que el texto no lo dice, en ningún lado, que este 1,5% funcione como una garantía, o funcione como un fondo de reserva para cualquier tipo de inconveniente y que tenga que saltar la provincia en estos casos.
Por otro lado, señor Presidente, y haciendo un repaso, porque cuando uno escucha 250 millones, me parece que todos nos hemos preguntado. ¿Es mucho, es poco?
La verdad, señor Presidente, que cuando uno lo mira en términos absolutos el número no dice nada. Entonces, lo que uno tiene que ver es en términos relativos. Es en relación a qué, es lo que nos preguntamos.
Entonces, señor Presidente, yo he estado mirando un poco los fondos que nacieron, estos fondos, en la época del señor Gobernador Gioja. Me parece que fue una jugada muy inteligente, la que hizo en ese momento.
Porque esto no tiene que ver con las regalías, señor Presidente, sin embargo, es un aporte más que hacen las mineras, para San Juan, para los sanjuaninos, para los departamentos mineros.
Así que me parece, señor Presidente, que es una jugada muy inteligente. 
[bookmark: _GoBack]Y para poder compararlos, la verdad que teníamos el fideicomiso del fondo Lama–Pascua, el de Gualcamayo, teníamos también el fondo fiduciario Casposo, el de Rasgo–Argenta, el de Fase 6 Veladero y por último el que estamos tratando hoy que es el de Vicuña.
Pero, la verdad es que, en la mayoría de estos hay un aporte entre el 1% y el 1,5% y no son fáciles de comparar. 
Sí es más fácil de comparar con el Fondo de Lama–Pascua, porque este hablaba de un fondo fijo de 70 millones, constituidos a través de dos fondos, pero que se disponían en los primeros cuatro años, a través de los dos fondos, 6 millones por año, y en los siguientes 16 años, a partir de 3 millones por año. 
¿Por qué digo esto? Porque, para encontrar una relación, tenemos que buscar cuál era el PEA, o, dicho de otra manera, en castellano, la “Evaluación Económica Preliminar” de este proyecto, que era de 8.500 millones. 
Esos 70 millones representan el 0,82% del PEA de Lama-Pascua. ¿Por qué digo esto? Porque he hecho el mismo trabajo con el Fondo de Vicuña, que de acuerdo a lo que establece –y a esto lo he sacado de las páginas de cada minera–, el PEA de Vicuña es de 25.000 millones de dólares: 7.000 millones en una primera etapa, más 18.000 millones en una segunda etapa. 
Ahora bien, si le sacamos el porcentaje respecto del PEA, representa el 1%, o sea, un poquito mejor que el de Lama Pascua; más el 1,5%, que se va a empezar a pagar a partir del año sexto. Si a mí me preguntan, me hubiera gustado que sea a partir del año uno; pero yo no he estado en las negociaciones. 
De igual modo, me parece interesante poder establecer esas comparaciones, porque si no, no sabíamos si 250 era mucho, poco, o si estaba bien. Es una duda que yo he tenido siempre y que me parece que, con estas comparaciones, me queda un poco más resuelto. 
Por otro lado, también he escuchado defensas de un lado y de otro muy sólidas, de las que uno aprende escuchando. Pero, también, he escuchado algunas defensas que no tienen que ver con el Convenio, han ido más contra la minería y me parece que esto tiene que ver con un Convenio. 
Ahora bien, yo he escuchado atentamente a todos y es muy interesante lo que han dicho; me parece que de aquí para adelante hay algo muy importante: las actualizaciones de las DIA, y que están en manos del Ejecutivo. 
Me parece que ahí sí tenemos que tener un férreo control de qué es lo que está pasando; porque de eso depende el futuro de la minería y el futuro de la licencia social. 
Fíjense también que en este Convenio se nombra en varias oportunidades el cierre y post cierre de minas. Hay que recordar que el Proyecto de Lama–Pascua, de esos 70 millones de aportes fijos que tenían que hacer, solamente entregaron 17 millones, porque ese proyecto se suspendió. 
Será positivo en éste que los 250 millones no haya que devolverlos en caso de una suspensión; pero sí sería importante contar con una ley de cierre de minas, en caso de que eso pase, porque tiene que ver con nuestra licencia social. 
Por otro lado, es cierto también que en este Convenio se dejan de lado algunos puntos establecidos en la DIA, que debía hacer la misma empresa, y que pasa a hacerlo la provincia, con fondos del aporte DIA. Bueno, también será responsabilidad de la provincia y tendremos que controlar que estas obras, que son tan necesarias, se hagan.
Nada más, señor Presidente. 
Dicho esto, adelanto que mi voto es positivo.
Sr. Castañeda.- Pido la palabra.
Señor Presidente, quería marcar algunas cosas importantes. La primera es cómo nace este fondo fiduciario, que lo ha pintado muy bien el diputado Aranda.
En realidad, fue una picardía de José Luis en aquel momento para lograr, sin lugar a duda, tener unos pesos más para el desarrollo de San Juan a través de esta actividad tan noble que es la minería. Y de hecho se ha venido utilizando desde que Veladero, desde que Gualcamayo, desde que Casposo han trabajado.
Es más, en el caso de Casposo, que lo conozco muy bien, nos ha asfaltado una ruta antes de empezar con el proyecto, antes de empezar la explotación siquiera del proyecto.
Nos hizo el interconectado nacional antes de empezar la explotación. Eso fueron también varios millones de dólares si lo comparamos con el volumen que movía en aquel momento Casposo respecto de estos otros volúmenes. 
Y creo que por ahí nosotros nos perdemos muchas veces mucho tiempo, que es bueno hacerlo porque para eso estamos también, en la discusión política, en las decisiones en los temas, pero que deberíamos ir más allá en esas decisiones, que si creemos que hay cosas raras, que si creemos que hay cosas grises, negras o que no entendamos, para eso está la Justicia, que es un Poder del Estado y que lo podríamos denunciar.
Nosotros lo que tenemos que ver es la conveniencia política y económica de la firma de estos convenios para el desarrollo de los pueblos.
Hace más de 6 años, o 7 años, venimos hablando de estos grandes proyectos y venimos hablando de la Ruta 40, por ejemplo, que recién el diputado Vega, el diputado Deguer, decían para Jáchal y para Iglesia. No, también Calingasta está dentro de eso y también Calingasta ha colaborado con esta charla, con este planteamiento estratégico sobre una ruta que es estratégica para la gente y no sólo para la minería, como escuché decir a un diputado por ahí, que dijo que le vamos a terminar haciendo una Ruta 40 a la minería.
No, no se le termina hacer la Ruta 40 a la minería. Primero, y en eso está muy bien, más allá de que pueda haber cosas grises y demás, que las hemos dicho en esta Cámara y que las vamos a seguir discutiendo, pero me parece muy bien que sea tomado por parte del Gobierno como la obra prioritaria, la Ruta 40, que tanto nos va a beneficiar no sólo a los tres departamentos, sino a todos los sanjuaninos y a los no sanjuaninos que vienen a visitar la provincia de San Juan. 
Y tenemos que poner ya la mirada, más allá de que una vez que tratemos esta ley, más allá de que estemos trabajando en la Ruta 40, que van a ser 4 carriles hasta Villicum y desde Villicum para allá van a tener ciertos descansos, ciertas salidas para que podamos pasar y que se van a poder eliminar muchos de estos badenes que son muy peligrosos y reemplazarlos por alcantarillas que estén bien hechas y que nos permitan una mejor transitabilidad.
Pero también tenemos que tener en cuenta que dentro de muy poco, casi ya o casi ayer, van a haber otros emprendimientos mineros abriéndose, tan importantes como Vicuña o como José María o como le quieran llamar, como es Azules, como es Pachón en Calingasta, como es Hualilán, que va a retomar dentro de muy poco también.
Y que eso nos significa seguir trabajando, seguir trabajando en otras cosas que hoy en día no las vemos. 
Por ejemplo, cómo solucionamos el mismo problema sobre la 434, creo que es la que nos une con Iglesia, y cómo arreglamos el problema de la 414, que nos une desde la rotonda de Iglesia al puente de Pachaco, y cómo arreglamos el problema de la Ruta 12 desde el puente de Pachaco hasta Calingasta, y cómo arreglamos el de la 153, que ya tenemos que estar hablando, y cómo arreglamos el de la 149, que tenemos que estar hablando.
Marisa dijo algo recién y recordó el tema de la línea eléctrica pagada por todos los sanjuaninos. ¿Qué hay? ¿Qué hay de beneficio? ¿Qué hay como retribución? Calingasta, uno de los proyectos más próximos, va a traer la energía por el sur. Eso significa trabajar mucho para que a través de esta traída de la energía por el sur vengan otros beneficios que sirvan a San Juan en forma general, y particularmente a Calingasta en forma individual.
 Yo creo que en estos temas tenemos que estar, no si la escuela la hicimos o no la hicimos, porque en mi departamento, por ejemplo, es el único de los 19 que no tiene obras de cloacas. Y todavía no me he puesto a llorar por eso. Sé que lo tenemos que hacer los calingastinos.

Sé que los proyectos ya están casi terminados. Después tendremos que salir a buscar los fondos. Hoy estamos en otra función. 
Y esas cosas son progresos que hay que hacerlos y que lo hace la política. Y la política lo hace discutiendo, como hemos discutido acá. Lo hacen consensuando, como tenemos que consensuar las cosas acá. Pero se hacen con la altura y con el cariño y el amor que le tenemos a San Juan. 
Gracias, Presidente. 
Sr. Soler.- Pido la palabra. 
Es para adelantar el voto positivo de mi Bloque, “Mejor Nosotros”, que no puede ser de otra manera, tratándose de un partido departamental y que hace mucho hincapié en lo que puede y, de hecho, seguramente va a llegar al departamento de Ullum.
 En primer lugar, la Ruta 40 próximamente a intervenir y que el tema que estamos tratando es clave en esto, atraviesa prácticamente el departamento de Ullum en un gran tramo y no puedo, bajo ningún concepto, como cualquiera de los diputados que estamos en este Recinto y tenemos territorio, oponernos a esta situación tan necesaria. 
Además de ello, en el departamento de Ullum, vinculado con la Ruta 40, la Ruta 54 que merece uno de los proyectos que en paz descansa en esta Legislatura para que se termine aquel trabajo que ya se venía realizando de asfalto en la Ruta 54, que la va a vincular con la 14 y que descomprime a futuro, seguramente, el asiduo movimiento vial en la 40, cuando estos proyectos lleguen a la provincia. 
Pero especialmente, señor Presidente, quiero expresarme en algo que creo que todos los sanjuaninos, que si bien estamos representados, pero no estamos acá sentados, estamos esperando hace más de 20 años y que bregamos y a nosotros nos toca hoy desde aquí hacer un esfuerzo legislativo en pos de eso que estamos esperando y que la verdad es hora de que empiece a llegar, señor Presidente. 
Yo creo que la política debe encargarse de que los beneficios de la minería efectivamente le lleguen a cada mesa de los sanjuaninos. 
Yo hago votos porque esta Ley sea un gran avance en estas inversiones multimillonarias que tienen ilusionada a toda la comunidad y que todavía, por ser sinceros, señor Presidente, no han llegado.
Más allá de los discursos que hoy se han escuchado en este Recinto y que todos tienen algo importante para destacar, yo me quedo con aquello de que la plata que va a recibir la provincia, efectivamente la va a recibir y si es la provincia o es la minera quien tiene que llevar adelante los trabajos en más o en menos, yo me quedo con que estoy convencido de que se va a realizar la inversión y que le tocará a la Justicia, como también escuché por acá que tiene un rol importante en esto que viene, si hubiese alguna irregularidad para controlar. 
La responsabilidad es plena, y así lo está asumiendo el Gobernador de la Provincia, que es a quienes los sanjuaninos en definitiva han elegido para cumplir este rol y para llevar adelante este tipo de convenios. Nosotros también tenemos que cumplir el nuestro y más allá de la Versión Taquigráfica expresarnos y en lo que podemos acordar, acordamos, y en lo que no podemos acordar, podemos hasta disentir, pero dejando expresa constancia de nuestras posiciones. 
En definitiva, señor Presidente, este Bloque va a apoyar y va a hacer votos porque ese tramo de la Ruta Nº54 incluya también el tratamiento de la obra que se realice en la Ruta Nº40 y porque también se realice el puente sobre el Río Seco que vincularía la posibilidad de que el tránsito vial pueda también transitar por el departamento de Zonda y vincularse con otro sector de la provincia.
Esto estamos esperando todos desde hace mucho tiempo y que ojalá que sea, que el puente del Río Seco finalmente sea una realidad, con este volumen de dinero con que va a contar la provincia. 
Este puente ya tiene desde hace mucho tiempo el impacto ambiental aprobado, tiene inclusive los planos aprobados, está en condiciones, falta la voluntad política y ojalá que esta sea la oportunidad en que los ulluneros y los sanjuaninos podamos ver sobre este río un puente que no le va a venir para nada mal a esta zona tan concurrida por vehículos en las rutas que vinculan el aspecto minero, turístico y demás.
Fundamentalmente, señor Presidente, para terminar, mi voto va a ser positivo en este Proyecto, por supuesto. 
Muchas gracias.
Sr. Rueda.- Pido la palabra.
Señor Presidente, la verdad que festejo o festejamos que estemos hablando de minería sustentable, de una minería que tiene que cuidar el medio ambiente, como tiene que ser, porque es la única minería que podemos hacer en la provincia. Ya sabemos los sanjuaninos lo que pasa cuando las cosas se hacen mal o cuando las cosas por ahí, las empresas no las hacen como las deberían hacer.
Hemos tenido varios incidentes ambientales en la provincia y creo que no hay ley o no hay empresa que pueda ir en contra de eso, porque hay una cuestión mucho más fuerte, que es la licencia social, que se la otorgamos todos los sanjuaninos. 
Nos ha tocado vivir y acompañar a las autoridades departamentales cuando ha habido algunos incidentes ambientales y sabemos lo difícil que es recuperar después la licencia social nuevamente.
Hemos puesto en peligro muchas veces, en otras oportunidades, esa licencia social que tanto nos ha costado a los sanjuaninos, que otras provincias todavía no la tienen, la hemos puesto en peligro. 
Entonces no creo que ninguna empresa se arriesgue, y sobre todo con la inversión que está haciendo, a poner en riesgo esa licencia social que le estamos dando los sanjuaninos a Vicuña, pero también se la estamos dando a otras empresas, porque no vamos a hacer ninguno de los que estamos acá solamente, sino todos los sanjuaninos los que vamos a exigir que el ambiente se cuide, que se cuide el agua. 
Escuchaba de la importancia del agua.
Obviamente estamos en emergencia hídrica, no de ahora, de hace varios años, una emergencia que preocupa a los sanjuaninos, pero creo que el desarrollo minero también lo estamos protegiendo, lo estamos cuidando, pero una cosa no quita a la otra. 
Me parece que tenemos que por ahí sacar cuestiones políticas de cada discusión y tenemos que mirar el desarrollo de San Juan.
Festejo que estas rutas nacionales estén pasando al ámbito provincial, porque durante mucho tiempo, y no importa de qué Gobierno, porque recién se nombraba tal vez el gobierno del PRO, pero también fue el gobierno de Alberto Fernández, y los 3 años que llevamos con el Gobierno Nacional, que estas obras o estas rutas no han tenido reparaciones, no se han arreglado, hay muchas rutas esperando. 
Si vamos para el lado de Pocito, llegamos a la Calle 14, vemos que hay una rotonda que hace años están esperando que se termine.
Obviamente que el agua es importante, es muy importante para todos los sanjuaninos, pero recién escuchaba que el agua es más importante que una ruta. 
Cuando perdemos una familia en una ruta porque no está bien señalizada, y quienes hemos perdido a un familiar en una ruta, porque no estaba bien señalizada o no tenía las condiciones mínimas para poder ser transitada, sabemos que el agua es importante, pero también las rutas, para que puedan transitar todos los sanjuaninos y para aquellos que vienen a la provincia.
Hace unos años atrás hubo muchos accidentes en un tramo muy transitado en Pocito, Ruta 40 y Calle 11, y se pidió un semáforo, ese semáforo tardó cerca de un año, porque dependía de Vialidad Nacional.
Cuántas muertes nos habríamos ahorrado si la provincia se hubiera hecho cargo de ese semáforo. 
Ahora se está hablando que es la ruta que va a Jáchal, pero creo que va a pasar por Albardón, por varios departamentos.
También se está arreglando, dejando a nueva la Avenida de Circunvalación, una arteria muy transitada por todos los sanjuaninos diariamente.
Cuántos accidentes también hubo en esa Avenida, y muchos de ellos porque estaba en malas condiciones.
Festejo este Convenio, festejo adonde van a ir estos recursos, festejo que los sanjuaninos sigamos para adelante, y que tengamos una mirada de que la minería genera desarrollo, genera progreso para las comunidades.
Desde acá, desde San Juan, estamos dando un ejemplo al país de que las cosas se pueden hacer bien.
Sra. Lascano.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, quería hacer una reflexión referida al seudo tratamiento exprés de este Proyecto, o de ambos Proyectos que vamos a discutir hoy. 
Llama la atención porque quienes se asombran de la rapidez con la que discutimos éste u otros temas, son algunos, o los mismos, de los que aprobaron un Código Electoral con tratamiento sobre tablas, que marco el ritmo del año 2023 en la provincia.
Cumplido esto, señalar un poco en función de las reflexiones que han hecho varios legisladores, que nosotros, como Bloque oficialista, estamos muy contentos.
Tenemos que ser sinceros.
Y nos da mucho orgullo poder traer a este Recinto un Convenio de las características que ha firmado el Gobernador con la Empresa Vicuña.
No todos los días la política puede dar buenas noticias.
De hecho, vemos que el descrédito que ha tenido la política y que todavía tiene la clase política, los dirigentes políticos en la sociedad, son parte de la falta de respuestas a reclamos legítimos de la ciudadanía.
	Hoy el Gobernador Marcelo Orrego pone a consideración un Convenio histórico, lo decía algún legislador recién, es el mejor de todos los convenios de la historia que se han firmado con empresas mineras en la provincia de San Juan.
Esos 250 millones de dólares, y recién un diputado hacía una estimación de los primeros cinco años, cuánto era lo que iba a aportar, si cumplía o no, y se mencionó la PEA, que es el Informe Económico Preliminar, con el cual las grandes empresas mineras presentan a sus inversores, y en las grandes ferias mineras del mundo, lo que estiman en inversión y para los próximos cinco años, superan los 250 millones de dólares que van a hacer de aporte extraordinario y no reembolsable. Superan las proyecciones que tienen de inversión en los primeros cinco años.
Este Convenio está basado, esencialmente en la gran oportunidad que tiene San Juan de obtener este aporte, y fijar las obligaciones económicas y financieras que la empresa va a tener para con la provincia, durante los años que tenga de vida Vicuña. 
	Brinda estabilidad, seguridad jurídica y esencialmente confianza, porque esos 250 millones de dólares, van a llegar a la provincia en el mes de diciembre. Vaya logro, la empresa va a aportar antes de que empiece a producir. Si eso no es una muestra de confianza, en que la provincia, esté el gobernador que esté, porque el año que viene hay elecciones y dentro de cuatro años también hay elecciones, y nadie sabe quién va a ser el gobernador electo por los sanjuaninos.
	Este Convenio trasciende una gestión de gobierno, este Convenio tiene una marca y un sello, pero no puede ser limitante para que nosotros lo acompañemos. 
	Celebro que este Convenio esté hoy acá, así como el Convenio que vamos a tratar en breve, porque da soluciones, lleva soluciones a los sanjuaninos. Y la Ruta 40, que tanto ha sido reclamada, que tanto ha sido puesta en cuestión, ojalá que dentro de poco sea una realidad. 
	Este Convenio aporta trazabilidad, brinda una dirección certera de cómo se van administrar esos fondos que Vicuña le va aportar a la provincia de San Juan. 
Trazabilidad, transparencia a través del fideicomiso, el dinero de los fondos se administra en función de los certificados de obras, no como hasta ahora, que la empresa aportaba el fideicomiso y podía llevar meses, años, hasta que finalmente el Gobierno decidiera a qué obra se iba a disponer.
	La verdad, señor Presidente, nosotros estamos muy contentos y nos llena de orgullo, que la provincia de San Juan hoy esté discutiendo este Convenio. Ojalá cuente con un apoyo mayoritario, porque va a ser la legitimidad que este Convenio va a tener y la base para negociaciones futuras con otras empresas que quieran venir a invertir en San Juan, que crean que aquí en San Juan hay futuro para la minería, para la producción, para el turismo, para distintas actividades económicas, que las vamos a llevar adelante con sustentabilidad, con sostenibilidad, con políticas certeras y claras, que no vamos a cambiar las reglas de juego en la mitad del camino.
	Gracias, señor Presidente.
Sr. Presidente (Martín).- Tiene la palabra la diputada Graciela Seva.
Sra. Seva.- Gracias, señor Presidente.
	La verdad que he escuchado a todos mis colegas diputados, con mucha atención. Creo que nadie en este Recinto, los 36 diputados, se oponen al desarrollo económico, ni a la llegada de inversiones, esas inversiones que van a generar empleos y progreso a los sanjuaninos.
	Pero también, es nuestro deber casi le diría supremo, como legisladores, señor Presidente, que no se puede validar un cheque en blanco, por 250 millones de dólares, sin velar por el cumplimiento y en este caso, fundamentalmente, por nuestros recursos naturales.
	Y cuando hablo de los recursos naturales, no pertenecen a un Gobierno, son de los y las sanjuaninas. Entonces como primera medida, debemos ser responsables, por velar por los recursos naturales, pero también velar por el cumplimiento de nuestra Constitución.
	Hoy, el texto de lo que se ha dado en llamar Acta Compromiso, pretende aprobar y seguramente lo van a aprobar porque, aparte, es un requisito que pide la empresa para poder tener, la provincia, esos 250 millones de dólares.
	Sin decir y tratar de defender lo indefendible, porque ya lo expuso acabadamente el diputado Herrero, que vulnera sistemáticamente el ordenamiento jurídico y, por sobre todas las cosas, la Constitución de la provincia.
	En la práctica, ¿sabe qué siento, Presidente? Que nos encontramos frente a un rompecabezas, pero uno donde las piezas, o la figura o el paisaje que queremos acomodar o armar, se hace con la voluntad caprichosa de un gobierno que no quiere escuchar, que no dialoga, que pretende siempre, hace mucho tiempo, creo que desde que arrancamos el periodo 2023-2024, se ha hecho una práctica usual esto de acomodar cuestiones que son trascendentes y que hacen a la estructura del Estado y tratarlas con muchísima premura.
	El Convenio tiene certezas, claro que tiene certezas. 250 millones y nada más.
Esto hay que decirle a los sanjuaninos. No los que votamos en contra. No si es por sí o por no.
Esto es lo que hay que decirle a los sanjuaninos. La letra chiquita. 
Esto hay que comunicarle a la prensa.
250 millones, hasta que comience la etapa de exploración, de explotación, porque tampoco tenemos claro esto.
Me quedé sorprendida cuando vinieron los ministros porque venían, en vez de a presentar o a aclarar el Acta, venían a escuchar, obviamente, para salir a chicanear, lo que decían los diputados justicialistas.
	Bueno, Presidente, la verdad es que esta es otra de las certezas.
	Ayer lo escuchaba al gobernador decir “diálogo abierto, consensos.”
	¿De qué diálogo me están hablando?
	Si era por sí o por no, 150, casi una lección de derecho constitucional, 150, inciso 2, se aprueba.
¿De qué diálogo me están hablando? ¿Cuándo nos invitaron a decir “¿A ver, vamos analizando todo lo que los diputados han dicho”?
¿En serio creemos que esta Acta Acuerdo va a venir a resolver o, como algún diputado hablaba y decía, de las grandes inversiones?
Mire, esto es un traje a medida para la empresa. Es lamentable y estamos llenos de incertidumbre.Esto hay que decirle a los sanjuaninos.
No sabemos, tal vez con esa platita nos pueda alcanzar para algún tramito de alguna ruta y no sabemos qué más. ¡Qué más!
Mire, señor Presidente, se pueden destinar los fondos a infraestructura, sin saber qué infraestructura. He escuchado a lo largo de toda la mañana solamente hablar de una ruta. Que puede haber una vinculación directa o indirecta, que puede, también, estar fuera del área de influencia, pero, que con este Convenio se desvirtúa, fundamentalmente, y me estoy refiriendo a un punto determinado: el Punto 6.3 del Acta Acuerdo. La esencia misma de la Declaración de Impacto Ambiental. 
El artículo 58° de la Constitución Provincial, es contundente: “El Estado tiene la obligación ineludible de prevenir y controlar la contaminación y sus efectos allí donde se producen”. 
No podemos permitir que recursos destinados por Ley, a mitigar, a remediar, a tutelar el ambiente, terminen financiando obras ajenas. 
Estamos desvirtuando la naturaleza de lo que nosotros queremos como una política de Estado, defender la minería, como una de las actividades que hoy San Juan necesita para desarrollarse, para crecer y para que los sanjuaninos y las sanjuaninas vivan mejor. 
El Punto 6.6 del Acuerdo también presenta un hecho de gravedad institucional, señor Presidente. ¿Sabe por qué? porque congelan las facultades regulatorias del Estado durante toda la vida útil del Proyecto. Se hablan de 70-71 años. 
Mire, a los diputados los invito, no soy de citar generalmente pensamientos, pero qué bueno sería que leyéramos Laudato Si, La Casa Común, Nuestra Tierra. 
La evaluación de impacto ambiental no es una fotografía. Es algo dinámico. El cambio climático; y estamos en este Convenio renunciando a esto.
Dice Francisco en la Laudato Si: “Los seres humanos somos administradores de la Naturaleza. No somos los dueños absolutos”. Digo, por esto a cosa de “administrar, gestionar”. Nunca hicimos nada, ¿no? 
	Y entonces ¿con qué derecho? ¿con que ordenamiento jurídico vamos a exigir a partir de esta firma, obligaciones ambientales, sanitarias?
	Estamos lisa y llanamente amputándole al Estado Provincial el poder de policía e hipotecamos la salud de las generaciones futuras de los sanjuaninos y sanjuaninas.
	No quiero extenderme mucho más, pero sí quiero decirle, que este Convenio, esta Acta Compromiso y también hago referencia a lo que hablaba algún diputado que responde a un proyecto nacional. Claro que sí, ya lo dije en algún momento, el proyecto que tiene el Presidente Milei de convertir a la Argentina en una economía absolutamente extractivista, basada en la explotación a escala, megaproyectos, defendiendo a las corporaciones, llevándose todos nuestros recursos naturales para la explotación como materia prima. No vamos a dejar un centavo con valor agregado, esto es la economía extractivista.
	La mayor parte de los recursos naturales se destina a la exportación mundial, con bajo valor agregado, las operaciones son aisladas, el empleo es a corto plazo y absolutamente localizado. 
Entonces, señor Presidente, ¿Sabe qué es esto? La pérdida de autonomía provincial, la pérdida de soberanía política.
	Pero hay otra cosa que decirles a los sanjuaninos y sanjuaninas, los que votamos en contra pero que damos fundamentos de por qué no se puede aprobar esto: La renuncia inadmisible a nuestra soberanía judicial.
	Diputados, hemos leído el artículo 208º de la Constitución de San Juan, la competencia exclusiva de la Corte de Justicia de la provincia. ¿Por qué necesitamos ir a los Fueros Internacionales para resolver algún conflicto? Esa es solamente una economía extractivista, es lo que planifica todo el tiempo el Presidente Milei. Grandes inversiones con desmantelamiento del Estado, políticas que solamente se respalden en grandes corporaciones que vienen a llevarse absolutamente todo de la Argentina y dejarnos sumidos en la más absoluta pobreza.
	Entonces, señor Presidente, para terminar quiero en realidad pedirle, que en esta discusión que excede el Acuerdo, lo que tenemos que debatir en San Juan y se lo pido por todo lo que nos ha pasado, por todos los antecedentes con los que venimos tratando, que nuestra provincia sea soberana, que tenga instituciones fuertes, que no tengamos excepciones contractuales por encima de nuestra Constitución, porque la juramos. Usted la juró, señor Presidente. 
Por respeto a la división de Poderes, por respeto a un derecho que tenemos todos los sanjuaninos y sanjuaninas, que es la tutela ambiental.
	Mire, señor Presidente, nuestro Bloque, con la coherencia que ha venido teniendo todo este tiempo no va a ser cómplice de este atropello, este atropello de la empresa.
¿Porque sabe, señor Presidente, que ha hecho la empresa con este Convenio? Ha elegido el mejor constructor. Ha sido la Empresa, señor Presidente, la que nos ha elegido como constructor.
Entonces, señor Presidente, puedo pasarme toda la tarde diciéndole cuestiones que tiene que ver con la política, con la gestión, con la administración.
Adelantarle mi voto negativo, pero créame señor Presidente, que desde nuestro Bloque le solicitamos por todo lo dicho, por todo lo dicho, le solicitamos que haya una revisión integral, no nos arrodillemos ni ante espejitos de colores, ni ante una suma, que no creo que nos alcance más que para un tramo, y por nuestra soberanía política, por nuestros hijos, por nuestros nietos, por nuestros sobrinos, por las generaciones futuras.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Escudero.- Pido la palabra.
Señor Presidente, yo no lo voy a hacer largo, voy a ser algo más escueto, pero me voy a referir también a algunos dichos de diputados preopinantes.
Solamente, señor Presidente, para dejar claro acá que las exposiciones han dejado claro que hay inconsistencias, incoherencias, problemas de vialidad, problemas de inconstitucionalidad, problemas de interpretación.
Sólo algunas, algunas de las inconsistencias, señor Presidente.
Pero, señor Presidente, yo la escuchaba recién a la diputada Lascano hablar de diálogo. Y yo le recuerdo que acá se trató El Tambolar, con tratamiento exprés; atrás de El Tambolar había decenas de trabajadores.
El RIGI, señor Presidente, una obra en Comisión, cinco minutos por Cámara, tratamiento exprés.
El endeudamiento, señor Presidente, tratamiento exprés.
Esa es la metodología, señor Presidente, que tiene el Gobierno de la Provincia, este es el diálogo que tiene el Gobierno de la Provincia.
El diálogo con la sociedad, con la comunidad, señor Presidente, o el diálogo que realmente tiene con las grandes corporaciones.
Yo coincido con la diputada Paredes, señor Presidente, yo entiendo que el Gobierno Provincial es un empleado de Vicuña y un empleado de las grandes corporaciones.
Pero también coincido con el diputado Patinella, señor Presidente, que es el reflejo y el fiel alumno del Gobierno Presidencial.
Mire, señor Presidente, la diputada recién nombró cuatro ejes claves: Turismo, está muerto; el sector Gastronómico, están muertos, cierran el 50% de los gastronómicos no saben si van a abrir el año que viene.
¿Cuál es la política pública para ellos, señor Presidente? ¿En base a la minería? Se podría estar, es una alternativa, una colectora que diga, que con la minería vamos a hacer o vamos a trabajar en esta rama, en el rubro gastronómico, en el rubro hotelero. Ni hablar de la vitivinicultura o de la agroindustria, vitivinícola.
De los productores, ni hablar, señor Presidente. Ahí no hay diálogo. Yo no lo veo al señor Gobernador hablando con los chacareros, mucho menos hablando de los problemas que tienen los intendentes en cada uno de sus municipios.
¿Dónde está el diálogo? ¿Cuál es el diálogo que se promueve o que se dice que existe?
Tal vez está con la comunidad. Yo claramente allí no veo un diálogo, ni un consenso. 
Lo que sí veo –y que se ha dejado claramente expuesto acá–, es la calidad de la licencia social que hoy tiene la provincia de San Juan. Esa licencia social se construye con la comunidad, de cara a la comunidad. 
Sólo para dar un ejemplo: en el 2010 acá hubo un debate, de dos semanas. Lo promovió el Rectorado. Estaba, en ese momento, el gobernador José Luis Gioja; vinieron representantes de las mineras y representantes de Barrick. ¿Saben qué se trató? Temas como la megaminería a cielo abierto y la utilización del cianuro, en un debate abierto con profesionales y con especialistas de la Argentina y de afuera. 
La Licencia Social se construye de cara a la sociedad, con la comunidad, con los municipios que son atravesados por esa actividad extractivista.
También, escuchaba por allí el tema de la obra pública como una bandera de este gobierno. Yo no recuerdo realmente una obra pública de envergadura que haya trascendido a tres años casi de la gestión. La verdad que no lo recuerdo. 
La Ruta 40 está hecha por otra gestión; los diques están hechos por otra gestión; el Estadio del que tanto, no sé, se quejan y el cual se utiliza para la Fiesta de la Uva y el Vino, está hecho por otra gestión. El Centro Cívico está hecho por otra gestión y así, puedo seguir enumerando obras, obras y obras. ¿Saben por qué? Porque había un programa de gestión, un programa de obras. 
Cuando se trató acá el mega endeudamiento y se preguntó cuál es el programa de obras públicas para los sanjuaninos y las sanjuaninas, no se sabía. No había un escrito, no había un pre–proyecto, una prioridad sobre qué obra, con cuál obra se iba a arrancar, o por qué sector se iba a arrancar; teniendo en cuenta que hay una crisis hídrica, teniendo en cuenta que tenemos problemas serios en el sistema de cloacas y en el sistema de aguas. 
Y no es que no hayan estado para atrás, también han estado; y seguramente que por eso también el gobierno intenta mirar para adelante. Pero realmente tiene que haber un plan que se comunique a la comunidad, que se sepa. 
Cada proyecto que viene a esta Cámara, viene “encorsetado” para que no se pueda hacer ni una sugerencia ni una modificación y para que se apruebe “por sí o por no”. ¿Cuál es el rol que tenemos nosotros como ciudadanos, representantes de otros ciudadanos? Cuál es el rol del legislador, si no va a poder disentir, opinar, proponer, o hacer una propuesta, que puede ser tomada o no, si así es el rol de la democracia. 
El gobierno seguramente va a seguir su rumbo como lo crea conveniente; pero, el Recinto no puede hacer tratamiento exprés a todos los proyectos que el Gobierno considera de envergadura. ¿O no vamos a opinar nada? ¿Solamente nos vamos a dedicar a nada? El estudio tampoco sirve para nada, si las consideraciones que uno puede llegar a tener no son debatidas en las Comisiones.
Cierro con esto, señor Presidente, yo estoy a favor de la minería y estoy a favor de la obra pública; coincido en algo que han dicho todos acá: “todos somos pro–minería” y queremos que de la minería haya un derrame para otros sectores, pero eso tiene que ser con planificación y con acuerdo de todos los sectores.
Lamento que la licencia social hoy esté cuestionada. 
Nada más, señor Presidente.
Gracias.
Sra. López (Cristina).- Pido la palabra.
Señor Presidente, hoy nos toca debatir un Convenio que sin duda genera preguntas, dudas, y a lo largo de la mañana, y primero quiero felicitar el nivel de los diputados que tenemos en esta Cámara por la capacidad de estudio, por el discernimiento, y a través de sus discursos uno puede advertir que detrás de esto que denominan histórico, que es el dinero que se destinaría como anticipo, genera, como decía recién, incertidumbres, genera hipótesis a futuro que el tiempo dirá si se van a dar o no, también hay interpretaciones de que se pone en juego nuestro marco jurídico, y a veces lo que no se dice también tiene interpretaciones.
Por eso quiero decir dos cosas también. Yo no quiero usar el término histórico, me parece muy rimbombante que se festeje una obra pública. Cómo yo, que soy peronista, no voy a festejar una obra pública cuando el partido peronista ha sido un paradigma en la realización de obras públicas desde ya, pero me parece que es un acontecimiento importante, que tiene que ver con la obra pública, ¿Qué es un acontecimiento? algo que rompe una continuidad, y la continuidad que venimos viviendo es que la Ruta 40, que lleva a la zona productiva minería, pero también hay otros rubros, especialmente el turismo, que creció mucho, estaba desastrosa, ni qué hablar, cuando vienen las inundaciones por los ríos secos, hay autos varados, ni qué hablar de los accidentes.
¿Y por qué digo que el acontecimiento es algo que rompe una continuidad? Porque desde el 2015, cuando era intendenta, ya se venía hablando de la necesidad de mejorar la Ruta 40. A lo largo de mi vida, porque llevo muchos años viviendo en Albardón, he visto terribles accidentes, ni qué hablar, cuando no había luz y que no era la moto, el vehículo de moda, como es ahora, que es la bicicleta, la cantidad de hombres que venían, regresaban a sus casas y que terminaban tirados, sin vida, a la orilla de la ruta.
Llevó muchos años la construcción hasta el puente de Albardón. Es más, se llegó hasta contratar una empresa, pero bueno, como en tantos casos, este tipo de obras requieren de un presupuesto altísimo. Es más, la parte que se hizo hasta el puente de Albardón, ya bajo la gestión del gobernador, del presidente Macri, la provincia puso el dinero, porque la verdad que no se podía sostener esa situación, era un laberinto. No solo afectaba a los albardoneros, sino los jachalleros, los calingastinos, los de iglesia, para llegar al centro.
Obviamente, esa plata tuvo devolución. Entonces, es la continuidad de una política, de una obra necesaria, que ya comenzó a pensarse en 2015, y llegamos a la etapa de tener la planificación del segundo puesto, porque realizar un proyecto de esta naturaleza lleva mucho tiempo, pues yo espero y confío que el gobierno actual va a ser lo suficientemente inteligente para aprovechar ese proyecto, que ya está totalmente terminado y aprobado por Vialidad Nacional y se ponga en marcha, que consiste en otro puente y demás.
Que hay relaciones asimétricas, desde ya. Desde el momento en que pusimos el RIGI, nos convertimos no solamente en una provincia minera, sino en una provincia netamente extractiva. Y nunca hemos pensado en refinerías, yo sé que sale mucho, pero en refinerías, para que salgan con valor agregado. Hay que ver que tampoco hemos pensado en eso en el pasado, pero ahora sí que somos extractivos desde las ventajas que dio el RIGI.
Ahora yo digo: La Ruta 40 es una ruta nacional, y se hizo con recursos nacionales, aunque se hayan demorado en su momento y los tuvo que poner la provincia en un principio, la parte hecha hasta ahora. Si desde la Nación viniese el dinero, como corresponde, porque ellos tienen un fideicomiso que va destinado a rutas nacionales, yo creo que no se hubiese dado este acontecimiento de los 250 millones de dólares hacia esta obra.
Obviamente no hay resistencia, todos sabemos que el Gobierno Provincial apoya en lo nacional a través de sus representantes, pero bueno, esa es otra cuestión, hay presiones muy grandes también para que así sea. 
Pero si tuviese la plata, como corresponde, Vialidad Nacional y no la tuviese en otros lugares o para arreglar el déficit fiscal, no estaríamos discutiendo, estaríamos discutiendo este monto, tal vez para otra cuestión, para otras obras.
 Hay dos cosas que a mí me preocupan sobre manera y voy a tratar de ser muy escueta. 
Yo creo que somos una provincia minera, con un perfil que hemos adoptado ahora, gracias a políticas nacionales, que no nos convence a todos, pero somos una provincia minera y este camino está hecho para la minería, dijo la diputada Seba Sí, puede ser porque la minería tiene que llevar insumos a la alta montaña y de alta montaña tienen que venir muchos productos. Así que sí, pero también la va a disfrutar, en el buen sentido de la palabra, no de un goce, sino de la sensación de seguridad que van a tener los sanjuaninos, porque no solamente viajan los jachalleros o los de los departamentos del norte. También hay mucha gente de la ciudad o de otros departamentos que trabajan allá en salud, en gabinetes psicopedagógicos y que no alcanzan a residir allá. Y es una ruta que atraviesa el departamento en el que yo vivo.
Obviamente que esta no es la única motivación que me lleva a aprobarlo, porque sería muy particular, una mirada muy chiquita. 
¿Que es a corto plazo? Se ha dicho por ahí. Es verdad, es a corto plazo, porque es como cuando un niño me pide pan y yo le digo, “no te doy pan porque estoy ahorrando para tu carrera universitaria”, no va a llegar a la carrera universitaria. Así que ¿sirve la minería? Desde ya, muchísimo. 
Hay que ir atrás de esos transportes inmensos. Yo a veces digo, si se desprende algo, me mata, me aplasta a mí y al auto, con una ruta, con badenes, bueno, yo creo que todos la conocen porque de una u otra forma ir a la montaña y visitar los departamentos cordilleranos nos gusta, pero cada vez lo pensamos más.
Así que sí, le viene bien a la minería, pero también nos viene bien a todos los sanjuaninos. 
Ahora, yo no quisiera crear falsas expectativas. Créanme que, con esta cantidad, no sé si se podrá hacer tantas cosas.
Es más, a veces digo, ¿podrá hacerse todo lo que el gobierno ha pensado, hasta Jáchal? Así que tampoco llenemos de pensamientos mágicos a la gente, porque la gente cree que va a ser eso, que va a ser lo otro.
 Ojalá la minería genere muchas cosas, pero para que contrate a nuestros proveedores, tuvimos que hacer una ley que está en tensión, que lo dije en su momento con el RIGI. Ojalá pudiera el Gobierno disponer de esa plata para ayudar a las cámaras de emprendedores con tecnología, con preparación, con la cámara de servicios u otros ministerios, salud, educación. Pero bueno, esa ruta es intransitable, le viene bien a la minería y a otras facetas de la producción.
Voy a decir algunas cuestiones, porque ya he visto que por las redes…bueno, en las redes se dice todo detrás de un anonimato, de un nombre tal vez conocido, están atacando, yo lo siento así, a los diputados que votamos a favor de esto. 
Y yo digo una cosa, no debemos confundir la aprobación de un Convenio con la denuncia y el control, y no debemos interpretar la votación de un Proyecto como que nos pasamos o cambiamos de partido, porque yo no coincido para nada con el modelo económico nacional y con algunos seguimientos que hace la provincia también respecto del nacional. 
Lo que yo pienso, ya está la minería, ya la plata va a estar en diciembre, si todo anda bien, vamos a ver qué anda en el tiempo. 
Creo que, así como hoy los diputados han analizado exhaustivamente esto, porque ese es el control nuestro para decir sí o no, y han expuesto las razones, la Legislatura tiene que seguir ejerciendo su función, los organismos provinciales tienen que continuar fiscalizando y la ciudadanía tiene derecho de conocer cómo se cumplen los compromisos asumidos, si alcanza para esta obra, qué obras se van a hacer en otro momento.
Votar a favor de este Convenio no significa entregarle al sector privado lo que le corresponde al Estado. El Estado debe estar presente, debe controlar, debe fiscalizar, debe exigir el cumplimiento, debe proteger el ambiente, y debe garantizar que los beneficios del desarrollo lleguen a todos los sanjuaninos, obviamente contemplando las zonas de impacto mayor, que son las zonas de donde se extrae.
Al mismo tiempo, desde el lugar que me corresponde, seguiré exigiendo transparencia. Que fácil es decirlo, pero que difícil es verlo. Controles, cumplimientos de las obligaciones ambientales y beneficios concretos porque desde acá se han dado algunas herramientas para ello, para los trabajadores, las empresas y las comunidades sanjuaninas. 
Acompañar una oportunidad, un acontecimiento no significa abandonar el control y ser oposición no significa estar en contra de San Juan y estar en contra de todo porque sí, porque si no, abandono mi identidad política.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Usin.- Pido la palabra.
Señor Presidente, voy a tratar de ser lo mas breve posible pero he tomado nota de un montón de cuestiones que se han dicho, las tengo acá y voy a pedir permiso para ir enumerándolas así no dejo pasar nada. 
En primer lugar, quiero hacerle una corrección al diputado Cornejo cuando enumeró las obras que se habían hecho en Jáchal por parte de este Gobierno. No sé si omitió, no sé si simplemente no las nombró o qué pasó, pero se olvidó de todo lo concerniente a la salud como por ejemplo: el tomógrafo, maternidad, guardia quirúrgica pediátrica y ginecológica, oncología, terapia intensiva, diálisis, entre otras cosas.
Yendo al plano que nos convocó hoy, por supuesto que no he pedido hacer uso de la palabra ni para inventar, ni para descontextualizar, ni para generar un miedo infundado con respecto al medio ambiente, ni con respecto a la licencia social.
 Solamente nos convocan hoy a aprobar este Convenio que comparativamente con otro celebrado anteriormente este es el mejor, por eso lo tildo, yo sí, como un convenio histórico para el desarrollo histórico para la provincia de San Juan y lo celebro así.
Un Convenio que, por una parte, entrega 250.000.000 USD pero no voy a profundizar esto porque seguramente el presidente del Interbloque va a pormenorizar cuando cierre. 
Por otro lado, contempla el aporte de 1,5% de lo facturado a partir del quinto año, que, si tenemos la intención maliciosa de hacer una cuenta, yo me tomé el trabajo de hacerla y nada tiene que ver, pero son más beneficiosos los 250.000.000. Si, por ende, queremos hacer otro paralelismo, si lo tomamos como un préstamo pagaríamos muchísimo más. 
Nada tiene que ver y no se por qué está la intención de vincularlos, son dos cosas totalmente distintas que no tienen nada que ver. 
Por supuesto señor Presidente que no voy a caer en la chicana del tratamiento exprés, ni de la inconstitucionalidad o constitucionalidad, y menos del Bloque desde donde viene, más allá de que hay un diputado de otro Bloque que me merece el mayor de los respetos en ese asunto. Del Bloque desde donde viene esa chicana no la voy a tomar, ni me voy a hacer eco de ello, porque no viene al caso.
Mire, señor Presidente, en mi barrio lo mejor que puede suceder es que entre lo que se dice y lo que se hace, haya una concatenación de los hechos. 
Cuando hay una ambigüedad o lo que se dice, es distinto a lo que se hace, se produce una ruptura de la cuestión, y prevalece lo que se hace.
Yo vengo a decir que estoy a favor de la minería, entiendo que este Convenio es a favor de los sanjuaninos.
Entiendo que es histórico porque es mejor que todos los acuerdos celebrados anteriormente en la misma materia.
Y lo que voy a hacer, señor Presidente, en unos minutos más cuando terminemos su tratamiento, es votar afirmativamente.
Muchas gracias.
Sr. Cabello.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, valoro mucho lo que hoy se ha dicho acá. 
Voy a tomar una jerga cotidiana, que cuando uno escucha y ve todo, es decir ha escuchado todo lo que ha visto, está medio flojito de papeles esto.
Pero son los puntos de vista de cada uno, y hay que respetarlo. Me parece muy bien.
Lo que sí, no podemos dejar de plantear, como también lo dijo la diputada de Albardón, si todos conocen los valores respecto al kilometro de la construcción de lo que son las rutas.
Tampoco es que vamos a tirar manteca al techo, no vamos a hacer la panacea de San Juan, porque es un valor que es bastante alto cuando se va a hacer una ruta. Y como esta se va a modificar, van a haber lugares que van a empezar de cero.
Estos 250 millones, no es nada nuevo, es algo que la empresa tenía que hacer, lo tendría que haber hecho antes, y lo va a hacer porque tiene que sacar sus materiales y llevarlo a cabo.
¿Hubiésemos tenido más tiempo, menos tiempo? Vamos a seguir discutiendo todos los días, y seguro vamos a tener los mismos finales de charlas.
También genera alguna duda, cómo la provincia compromete tantos años, que le tenemos que dar a todos los aportes de los otros convenios que puedan venir, de los otros emprendimientos.
Creo que tenemos que ser muy cuidadosos en los yacimientos, en lo que tenemos que hacer, en lo que tenemos que trabajar.
Principalmente, porque hablamos mucho de la licencia social.
Valoro a los que no le tienen miedo al miedo, y vamos a ver que esto se vota y que después se tenga que llevar y controlar, y que no sea parte de la vieja política, nada más. Y que tendría que ser específicamente para obras, termine en eso, y que después no suframos las consecuencias los ciudadanos, con respecto a las rutas que rompen las empresas mineras.
Entiendo que cada uno tenga su punto de vista, pueda hablar, pueda tener los miedos, los temores.
Alguien también habló respecto al tema del trabajo, las cosas. 
Nosotros hemos sacado una ley que quien habla, hace doce años la presentó.
Hay cosas que tenemos que tener más claras y ver cómo son. 
Gracias a Dios, en este caso, cuando se habla de la cantidad de trabajadores, los que tienen que estar, esto no es nuevo, ya pasó. Los trabajadores tienen sus entidades en las que pueden hacer la defensa legítima de sus cosas.
También a uno le da cierto temor, porque es el “divide y reinarás”, en algunas cosas de esto.
Si la provincia va acceder todos los derechos, y si se pierde, vamos a tener que ir a un tribunal internacional, porque nos ponen un moderador, o alguna cosa de esas.
Eso sería en un futuro que no sé cuándo llegaría, pero que tampoco quiero entrar en la vieja política de decir, “bueno, que lo arregle el que viene”.
	Porque así nos ha ido a causa de eso, estas cosas las he visto, nosotros hemos tenido que tener diez días, en un proyecto que se paralizado, por no cumplir con los derechos de la gente.
	Pero en este caso fue algo, que creo que el 25 de la semana que viene, va a tener una hegemonía y un nivel, que no tiene nada que ver, es decir: cuando la política toca ciertas entidades, rompe cosas, porque tienen que ser de uno o de otro y porque tienen que ir a aquel lado. Creo que cada entidad, tiene que tener su representatividad, creo que la provincia tiene y la justicia va a tener esa libertad para hacer defensa de esa cosa.
	Entonces, traer infraestructura para que la minería camine, es fundamental, creo que es lo mejor. 
Pero también tendríamos que ver cómo nosotros, a través de todo lo que se plantea, se dice acá, también ser un poco más claros en los conceptos, en la manera, en la forma, porque ese día se pidió, creo que fue el diputado Herrero que dijo, “no tenemos la DIA” y resulta que después en unos minutos, apareció la DIA y alguien dijo, “che, no está la DIA, lo escuché no sé quien había acompañado al ministro y dijo: “debe estar en la red” y parece que el satélite lo escuchó y llegó en cinco minutos. 
Entonces cuando tendría que haber venido en el proyecto, cuando se podría haber leído, cuando podría haber sido un poco mejor o esto va a ser de enfrentamiento permanentemente.
Entonces, cuando vemos que hablamos de San Juan, que hablamos de licencia social que necesitamos todos, no se puede pedir lo que no se da.
Entonces cuando podamos tener vínculo, cuando podamos tener más charla, cuando podamos debatir ciertas ideas y llevar adelante estas cosas, hay algo que no sé si lo estamos entendiendo, y no son mías estas palabras, son del Gobernador de Salta. El Gobernador de Salta dice hoy “los tiempos de Milei no son los tiempos de la gente” Y los tiempos de la política en San Juan, no son los tiempos de la gente que la está pasando muy mal. 
Y con este tema de la deuda y todo, se van a subir a la deuda y van a hacer cosas y van a decir, van a salir, van a estar y hablar de un montón de cosas, pero la deuda que se está tomando, lo explicaba recién el diputado de Jáchal, creo que la diputada de Albardón, el monto que tienen las Rutas, que no quiero mezclarlas, porque es otro tratamiento, pero el monto que tienen las rutas y que están yendo a algo que es financista y que no es la ayuda hacia la gente, entonces uno dice, a mí no me gusta la palabra exigir, sino sugerir, que el Gobierno de la Provincia pueda llevar a cabo esa totalidad, esos fondos en lo que van hacer obra pública o en ruta o en lo que la vayan hacer. El empréstito es como ya se ha charlado también.
Lamento que las redes sociales hayan empezado a funcionar, lo bueno es que “la serpiente se muerde la cola” 
Porque ahora vamos a ser varios los traidores aquí, pero claro, depende de quien venga la palabra también, San Juan está primero que cualquier cosa.
A mí, ni en ninguno creo de los diputados, que tiene la conciencia clara, de saber lo que está haciendo es por y para San Juan. No van a cambiar el pensamiento o no van a sacar la justicia social del corazón.
Entonces basado en esto, señor Presidente, no quiero ser más largo, porque la verdad que había un montón de cosas para poder decir, de lo que se ha escuchado o no. 
Por lo que represento en este caso son trabajadores de la construcción, porque también hay algunos que no se sienten representados y que son trabajadores, pero no quieren ser representados por mí, problema de ellos, algún día la industria de la construcción que mueve 150 empresas afines, van a tener la posibilidad y quizás la minería sea eso, pero así también que el Estado tenga un cuidado específico con respecto si le estamos dando la libertad a esto, qué  va a pasar mañana, cuando de una Subsecretaría de Trabajo, están tomando convenios que no son y firmando cosas, para que después puedan ser trabajadores de otros lugares o de otros países y no los que pueda haber en San Juan.
	Lo bueno, vuelvo a reiterarle, es que no es solamente un discurso político, sino que tienen entidades que lo van a salir a bancar.
	Por eso le hablaba lo del 25, que no es solamente un capricho ni una cuestión. 
Nosotros no andamos atrás de eso, sino de una hegemonía, para que tengan una representatividad, a través de lo que es una entidad. 
Por eso creo que la provincia de San Juan tiene la justicia; hay un voto de confianza, todavía, para que esto pueda seguir adelante y, como representante de los trabajadores de la construcción, no quiero decir que somos todos, porque hay algunos que hablan como que es decisión de todo el mundo. Entonces, en este caso, es de lo que me toca a mí.
El voto mío va a ser favorable para este Proyecto.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Presidente (Martín).- Vamos cerrando el debate, vamos cerrando la lista de oradores ya para pasar a votación
	Tiene la palabra el diputado Quiroga Moyano y luego el diputado Córdoba y terminamos con el debate del primer punto del Orden del Día.
Sr. Quiroga Moyano.-	Señor Presidente, sé que todos están cansados, pero esto tendría que haber tenido más discusión.
	Ya lo han dicho los señores diputados anteriormente. Estos convenios exprés la verdad que dificultan mucho el pensamiento y el accionar, y llevamos intranquilidad a nuestros propios compañeros diputados, en varias ocasiones.
	Primero, lo dijeron anteriormente, hay diputados que están muy contentos, muy conformes.
	Yo creo que este Convenio, hoy, al Gobierno de la provincia, sectorialmente, le hace muy bien porque es plata en fresco que va a poder ponerse en juego, a partir del mes de diciembre.
	Hay diputados que, en su alocución, han dicho, también, que les favorece por el tema de las rutas, en su injerencia como representantes locales.
	Eso nadie lo discute, pero creo que la discusión, como han dicho muchos, no voy a volver a lo mismo, es el futuro que, en definitiva, estamos entregando a una empresa privada, que está haciendo su propio Estado dentro de un Estado, en este caso, el Estado de la provincia de San Juan.
	¿Por qué? Porque estamos delegando poderes como el poder de policía, legislaciones futuras. Alguien lo ha dicho. Durante 71 años estos Convenios no podemos tocarlos más.
	Entonces, creo que, sacando la cuenta, son 17 gobernadores que van a pasar y ver este emprendimiento actuando dentro de la provincia de San Juan.
	Sobre el tope del 3%, también, que se ha hablado.
	Sobre el RIGI, que tenía sus facultades y más facultades le damos a esta empresa Vicuña.
 La expoliación de los derechos, que si tratamos de reclamar algo, lo tenemos que hacer en organismos internaciones donde, seguramente, de acuerdo a las injerencias de estas empresas multinacionales, tenemos muchas posibilidades de perder.
	Un tope de hasta 150 millones de dólares. No se puede reclamar más.
	¿Qué vamos a hacer respecto al agua que corresponde a los departamentos de Iglesia y Jachal?
	Lo que decía la DIA 22, que era obligación de las empresas trabajar sobre el derecho del agua, lo dijo anteriormente, esta mañana, la diputada Caparros, que habló muy bien sobre ese tema.
	Los derechos que tiene sobre la Línea 500 y seguramente esto también tiene un perjuicio para la provincia de San Juan, porque lo hemos pagado todos los sanjuaninos y hoy tiene exclusividad esta empresa. 
	Se habló también sobre el cierre de minas. Hay que saber que se encuentra en tratamiento legislativo a nivel nacional un Régimen de cierre de minas y que exigiría garantías financieras por posesión ambiental que, seguramente no lo vamos a poder reclamar. 
	Permítame leer, señor Presidente.


 Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado diputado.
Sr. Quiroga Moyano.- “Todo lo que voy a decir se basa en la convicción de que la minería es una actividad económica productiva, que es parte del presente y del futuro de la provincia de San Juan. Es inversión, trabajo, exportaciones, desarrollo local e ingresos fiscales. Es una actividad por la que el justicialismo trabajó incansablemente para incorporar nuevas actividades económicas a la provincia y su gente tuviera más oportunidades. 
	Cuando uno observa algunos aspectos sobresalientes de la minería a nivel mundial, encontrará que las compañías para poder invertir exigen seguridad jurídica, previsibilidad, reglas claras de juego, estabilidad fiscal, licencia social, ausencia de conflictividad e institucionalidad. Como contrapartida a esos requerimientos deben dar lugar al cumplimiento de los más altos estándares aplicables a la actividad en los aspectos económico, social y ambiental de esta industria que, por sobre todas las, debe ser sostenible. 
	Integrada al entramado productivo local. Generadora de industrias, desarrollo de proveedores, generadora de empleos, de tributos a favor del fisco, de garantías de institucionalidad abiertas al diálogo y a los consensos. 
	Veamos, hoy en Argentina se podría decir que desde la óptica de inversores y del Estado mínimo tan en boga, que festejaron el RIGI y el Súper RIGI, pareciera que “mágicamente” están alcanzando los objetivos de seguridad jurídica, previsibilidad, reglas claras, estabilidad fiscal, licencia social e institucionalidad.
	No obstante, el RIGI lo escriben los inversores y el Súper RIGI, lo escribieron los inversores. El No Estado que utiliza los estamentos del Estado, sólo debería aprobar el plan de los inversores que no sólo piensan el desarrollo de los proyectos, sino que también centran sus intereses en ganar lo más que se pueda. 
Que los inversores pretendan el mayor beneficio económico, no es criticable, ya que todos aquellos que, durante muchos años, hemos luchado por el desarrollo de la minería, entendemos que una gran inversión genera tensiones propias de las pujas de intereses.
 El problema se presenta cuando el Estado, o No Estado, o el Estado dinamitado, en nombre de la libertad defecciona en la defensa de los intereses propios y genuinos de la comunidad y sus generaciones futuras; y en ese sentido, visualizamos libertarios auténticos y convencidos de que el camino es la supresión del Estado, que nos deja desertar de la anarquía y las pérdidas de derechos y oportunidades y otros, son las lánguidas copias de lo que se debe ser.
Mientras los inversores legítimamente reclaman el cumplimiento de la Ley y por otro, ilegítimamente, promueven acuerdos para sostenerla, violarla y llevarse por delante todo el ordenamiento jurídico vinculado a la minería de San Juan y el país. Tanto en sus aspectos ambientales, sociales, económicos, productivos e institucionales, lo que es más grave. 
Con la anuencia de un Gobierno que parece estudiar poco esta materia y no medir las consecuencias futuras la desaventura que parece más de un grupo de amateurs que de decisores políticos dispuestos a defender los más altos intereses de la provincia y el país.
Señor Presidente, el Convenio de la provincia con Vicuña es abierta y flagrantemente contraria a derechos e inconstitucional. Invalida durante toda la vida útil del Proyecto, las normativas vigentes en todos los aspectos que demanda una minería sostenible. Con este Convenio, se crea un instrumento institucional que establece el régimen jurídico aplicable, especialmente para Vicuña.
	Es decir, un Estado que se regirá por su propia cuenta dentro del Estado Sanjuanino, y además ordenará a la provincia dónde se deben realizar las obras con los 250 millones de dólares de aporte fijo que es el que habilita a hacer lo que quiera dentro de un distrito minero que ocupa 75 km.
	La provincia, no puede renunciar a su poder de policía, a sus facultades ambientales, mineras, de control tributario o de fiscalización y encima someterse a un tribunal arbitral, sin que la Compañía Vicuña previamente realice alguna impugnación a las observaciones o decisiones que realice la provincia en ejercicio de sus facultades ambientales, sociales y económicas. Esto más que un instrumento institucional es una aberración jurídica y una falta de respeto a los sanjuaninos”.
	Así no se construye licencia social, señor Presidente, no se defiende con deseos tampoco la licencia social. Con hechos y seguridad jurídica es como se defiende. Este Convenio carece de seguridad jurídica.
	Por eso, mi voto es negativo para este Convenio.
	Gracias, señor Presidente.
Sr. Córdoba.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, se escuchan distintas voces que manifiestan cosas que tiempo atrás apoyaban. Y hace un ratito hablaba de algo sin ponerle nombre, pero se refería a conductas que ocurrían en su barrio y que tiene ver con lo que se llama coherencia o incoherencia, o congruencia e incongruencia con las cosas.
	El Convenio que estamos tratando en este momento nosotros, es muy similar –ya hizo alusión a él el diputado Franco Aranda- a un Convenio que hace varios años firmó la provincia de San Juan con la Empresa Barrick por el Proyecto Minero Veladero.
	Con una diferencia importante: en ese momento la Empresa Barrick empezó a pagar un 1,5 % del valor de facturación bruta total a partir del año 2021, 16 años después de haber empezado a producir.
	En el caso puntual, y hablaba también de las regalías ese Convenio y hablaba también de que el dinero ese del 1,5 % iba a ser y es administrado por un fideicomiso. Es decir las similitudes son muy grandes, probablemente haya algunas diferencias en el convenio pero en cuanto a la materia económica en sí, son muy muy grandes.
	Y acá, hemos escuchado a algunos diputados hablar de que el Gobernador trabajaría para una empresa privada, que se habría vendido a una empresa privada, que este Convenio no trae seguridad jurídica, que se va a aplicar tribunales extranjeros, que no va haber más controles en materia ambiental, nada de eso es cierto, en absoluto.
	Este Convenio, todo lo hemos leído, lo que pasa es que aparentemente o no lo hemos interpretado todos de la misma manera, o subjetivamente estamos diciendo la parte que nos conviene para atacarlo y que sería, si se quiere, tomándolo con muy buena fe, que se toma la mitad de la biblioteca que nos da la razón y no la mitad de la biblioteca que no nos la da.
	Se habla recién también, algún diputado ha hecho alusión a que este Convenio va en contra de la licencia social de la minería en San Juan, y vaya qué sorpresa que todos los diputados departamentales de los diputados mineros han manifestado su apoyo al Convenio.
	Entonces quienes viven, quienes residen, quienes están en contacto con las comunidades en los departamentos mineros apoyan el Convenio porque saben que es bueno para San Juan, que es bueno para quienes viven en esos departamentos. Quienes no conviven con esos habitantes de esos departamentos mineros, les parece, interpretan, no sé cómo llegan a la conclusión de que se está atacando la licencia social.
	Voy a pedir autorización, señor Presidente, para leer algunos breves apuntes.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado.
Sr. Córdoba.- Gracias. 
	Con relación a las Declaraciones de Impacto Ambiental debemos decir, que las Declaraciones de Impacto Ambiental se complementan, como bien se dijo hace un rato también. Como la minería y la actividad de las empresas es dinámica, la Declaración de Impacto Ambiental original, luego se va con obligatoriedad cada 2 años actualizando, y las empresas van presentando informes con periodicidad, se van controlando estos informes, van presentando también permisos sectoriales en distintos organismos del Estado para poder hacer algunos temas de aspectos puntuales, llevar adelante algunas actividades concretas.
Tal es así, señor Presidente, que las Declaración de Impacto Ambiental que se han mencionado están vigentes ambas.
Nada que, en el Convenio, señor Presidente, no se haya colocado expresamente, en este Convenio que hoy estamos tratando se elimina de las Declaraciones de Impacto Ambiental. Es decir, se mantiene, siguen vigentes, plenamente vigente, sobre todo, todo lo que tiene que ver con el cuidado del agua, el cuidado del ambiente en general, con el cuidado de las vegas andinas, con el cuidado de la fauna, de la flora, de todo. Especialmente del agua, en la que se hizo especial hincapié.
Los controles se ejercen, señor Presidente, por parte de las autoridades del Poder Ejecutivo Provincial, en forma continua. Más allá de que estas Declaraciones de Impacto Ambiental se actualizan cada dos años, pero la autoridad de aplicación y también desde la Secretaría de Ambiente de la Provincia pueden ejercer controles en forma permanente y eventualmente aplicar las correcciones o las medidas que corresponda aplicar.
En la elaboración de las DIA, señor Presidente, participan no solamente el Ministerio de Minería, participan un montón de profesionales recibidos en nuestras universidades, entre ellas la Universidad Nacional de San Juan.
Pero, en definitiva, señor Presidente, participan un montón de instituciones. 
Por ejemplo, para lo que son los grandes emprendimientos participa el CIPCAMI, que es el Centro de Investigación para la Prevención de la Contaminación Ambiental Minera, el Departamento de Hidráulica, el Ministerio de Salud, la Dirección de Planeamiento y Desarrollo Urbano y también nuestros organismos técnicos provinciales dependiendo de las necesidades de cada uno de los proyectos.
Es decir, señor Presidente, no es que simplemente que algún funcionario trasnochado se levanta un día y dice: “me parece que esto está bien, así que lo voy a autorizar”.
En San Juan, señor Presidente, la explotación de los diferentes yacimientos mineros se ha realizado de la misma manera en que se está coordinando y acordando en este caso puntual a través de este Convenio que estamos tratando, por lo que es muy sorprendente que se manifiesten  situaciones posibles o eventuales que siempre han existido y que las Leyes nacionales y provinciales aplicables, además de las normas dictadas por las autoridades del Ministerio de Minería, entre ellas las Resoluciones por la Declaración de Impacto Ambiental, que escaparían a la aplicación de todas ellas y que no surge de absolutamente de ninguna cláusula del Convenio considerado.
Reitero, señor Presidente, el Convenio si no establece expresamente algo, no hay por qué suponer que eso se omite, que desaparece algún control, que la provincia deja de lado o renuncia a sus facultades de control, en ninguna de las materias en que lo tiene.
Un aspecto mencionado, señor Presidente, en el Decreto 7/2024, que reglamenta la Evaluación de Impacto Ambiental Minera, prevé que la Ley N° 24585 es de Protección el Medio Ambiente para la Actividad Minera.
Tal como se ha expresado, señor Presidente, todas las normas que son de Orden Público y por lo tanto exigibles y aplicables, continúan vigentes.
Es decir, la conocida y que se enseña en la Facultad de Derecho, Pirámide de Kelsen, el ordenamiento normativo, no es desvirtuado por este Convenio ni pretende serlo.
Todas las normas de orden público, reitero señor Presidente, en esta materia van a continuar siendo aplicables.
Por supuesto coincido, señor Presidente, con quien dijo el Convenio no puede dejar de lado o sin aplicación las normas de orden público en materia ambiental.
No es cierto que se cambie la jurisdicción, señor Presidente, sigue siendo la ciudad de San Juan, y el procedimiento de arbitraje también se reglamenta en San Juan, y el Tribunal, lo dice expresamente la cláusula 8° del Convenio, va a resolver solamente temas vinculados a este Acuerdo, no el resto de las relaciones entre la empresa Vicuña y la Provincia de San Juan. Es solamente, señor Presidente, temas vinculados a este Acuerdo.
Por otro lado, señor Presidente, lo dice así. Dice: “Cualquier diferencia, disputa o controversia que pudiera surgir en relación con la presente Acta Compromiso, será sometida a resolución amistosa”.
No es que cualquier otro tema, aspecto o vínculo entre la empresa y la provincia vayan a ser resueltos de esta manera.
Por otro lado, el compromiso mencionado se refiere a que no se pueden imponer nuevas contribuciones económicas, no se refiere a que no se le pueda controlar en materia ambiental, ejercer el poder de Policía o cualquier otro tipo de contribución que corresponde en base a las DIA que se van actualizando cada dos años como dije al principio.
El fideicomiso –reitero algo que ya dije–, está instrumentado de manera análoga a los fideicomisos instrumentados para otros proyectos mineros por gobiernos anteriores, es decir, por gestiones de gobiernos anteriores. 
Por otro lado, es importante saber que los proyectos mineros y, es algo de público y notorio conocimiento, de hecho, la propia Universidad Nacional de San Juan ha emitido, en distintos momentos, informes que dicen que las empresas mineras utilizan algo así como el 1% del agua de San Juan, destinándose la gran mayoría del agua en San Juan a emprendimientos agrícolas; las empresas mineras, reitero, el 1%. 
Y, más allá de eso, esta empresa, Vicuña, se ha comprometido –y está en la Declaración de Impacto Ambiental– que, en poco tiempo desde que comience la explotación, va a utilizar agua desalinizada, lo que ha sido también manifestado por una de las diputadas que ha hablado del tema. 
Por otro lado, también, un geólogo muy conocido ha dicho que estamos muy preocupados, en general, los sanjuaninos, por el agua que puede llegar a utilizarse en la alta cordillera, “cuando la realidad es que la grandísima mayoría del agua se utiliza en los valles y que hay que ocuparse de eso”. 
Y este Gobierno se está ocupando. De hecho, ha reparado compuertas de diques que estaban hace más de 30 años sin repararse, muchas de ellas en desuso; ha limpiado canales, ha impermeabilizado canales, y se está ocupando de intentar que este elemento, tan importante para los sanjuaninos, pueda llegar, no se evapore, no se filtre y, en definitiva, no se pierda.
Respecto a los requerimientos que hablan del dique de colas de este Proyecto Vicuña, hay uno que dice que: “La empresa deberá presentar antes de la primera actualización del informe de impacto ambiental, la ingeniería básica del depósito de colas; ese requerimiento, y los subsiguientes indican que se deberán presentar esos documentos antes de la primera actualización. Estos requerimientos han sido respondidos por la empresa en tiempo y forma en los expedientes de los requerimientos correspondientes. 
La infraestructura propuesta en el informe de Impacto Ambiental ha sido aprobada ambientalmente en las Declaraciones de Impacto Ambiental correspondientes. 
Es importante aclarar que, los informes de Impacto Ambiental deben contener solamente una ingeniería conceptual de las obras, para ser aprobadas ambientalmente. 
La ingeniería de detalles debe ser incluida en los permisos sectoriales correspondientes; en el expediente ambiental solamente debe agregarse a la certificación del permiso sectorial obtenido.
No ha habido cambios en el diseño del dique de colas hasta el momento; no es necesario incluirlo en las actualizaciones. 
La ingeniería de detalles del dique de colas está presentada en Hidráulica para su aprobación y ese permiso todavía no ha sido otorgado por la Dirección de Hidráulica, en las Declaraciones de Impacto Ambiental de la primera y segunda actualización, no se incluye porque no ha habido cambios en su diseño”, tal como dije. 
Respecto al tema agua: “Cuando comienza a operar el proyecto se realiza el control estricto del uso del agua por requerimiento de la Declaración de Impacto Ambiental, y esos datos son exigidos por policía minera y van a Dirección de Hidráulica”. Todos estos controles, reitero, se van a seguir ejerciendo.
Las obras mencionadas, que obran en la DÍA y que, según el Convenio era el fideicomiso Aporte DIA, no estaban firmes; es otra cosa que se ha explicado, que se ha expresado y que no es así.
Por cuanto tal como de la propia Acta o Convenio surge, varios de estos requerimientos habían sido recurridos y, por lo tanto, lo que la provincia va a lograr a través de la aprobación de este Convenio es lograr certeza: donde había incertidumbre y conflicto se va a lograr certeza; se va a lograr este aporte, en la medida que se vayan certificando las obras; dinero que no va a ir para gastos generales ni a las arcas del Estado, sino que va a ser destinado exclusivamente para infraestructura.
Por lo tanto, entendemos que este Convenio colabora enormemente con la seguridad jurídica y con las certezas necesarias para que pueda llevarse adelante la minería responsable y sustentable de la que tanto se ha hablado.
Se ha preguntado acá cuál era el apuro en tratar de aprobar el Convenio celebrado y la realidad es que el señor Gobernador de la provincia, el doctor Marcelo Orrego, desde el primer día de gestión ha tenido apuro para que los sanjuaninos consigan trabajo, ha tenido apuro para que en el caso puntual de la minería se puedan desarrollar las comunidades, ha tenido apuro para que nuestros sanjuaninos, nuestra gente desempleada pueda conseguir trabajo de una vez y por todas y en la medida de lo posible, trabajo registrado.
Que además, dicho sea de paso, y lo hemos vivido ya en alguna época cuando estaban en funcionamiento paralelo los proyectos Veladero y Pascua-lama, realmente derramaban en la economía todas aquellas personas que trabajaban para la minería o que trabajaban en el caso puntual también para la construcción de caminos, de líneas eléctricas, de campamentos y demás, por cuanto tener a miles de sanjuaninos que logren un trabajo registrado, permanente, estable, que les permita con tranquilidad disponer, decidir y planificar, eso permite que el comercio vuelva a resurgir. Se ha hablado hace un rato de la crisis que hay en el comercio, puntualmente de la gastronomía y entiendo que quizás también de la hotelería, pero la realidad es que en cuanto a muchos sanjuaninos tienen un buen sueldo garantizado y asegurado, esto derrama, esto genera un círculo virtuoso.
El Gobernador tiene apuro porque las mamás y los papás de los jóvenes que viven en los departamentos que se consideran comunidades de influencia de los proyectos mineros, puedan mantener a sus hijos en los departamentos, es decir, evitar el desarraigo. 
Esto es importantísimo, quienes han tenido que soportar que sus hijos se vayan del barrio o que se vayan de la provincia, me van a entender en lo que estoy diciendo.
Por lo tanto, todo este Convenio tiende a que San Juan pueda seguir creciendo, va en ese sentido.
 En efecto, desde que el Gobernador asumió, se ocupó junto a su equipo de gobierno de golpear todas las puertas necesarias, de tocar todos los timbres, reunirse y conversar con todos aquellos, ya sean personas particulares o instituciones que quieran el bien de San Juan, el beneficio de sus habitantes, y en ese sentido ha celebrado distintos convenios y se está logrando por cuanto en San Juan, como hemos visto, se han incrementado las exportaciones, no solamente en materia de minería, sino también de productos agrícolas, industriales.
Es una de las pocas provincias en las que se mantiene el empleo o no ha bajado el empleo, es una de las pocas provincias consideradas fiscalmente estables, es decir, se está trabajando a conciencia y con mucha planificación.
Entre otras cosas, se preguntaba hace un rato qué es lo que se está intentando para los distintos sectores. Se han otorgado créditos específicos a tasas subsidiadas a productores, a comerciantes, se han generado múltiples capacitaciones para mejorar los conocimientos de nuestra población, avizorando un futuro que se viene que les aseguro que va a ser mucho mejor, tal como decía el diputado Castañeda, no solamente para quienes viven en los departamentos mineros y comunidades de influencia, sino para el resto de todos los sanjuaninos.
El Gobernador se puso al hombro el tema de la mesa del cobre, la conformó junto con otros gobernadores y la preside desde entonces, gestionando de manera individual o de manera conjunta con esos gobernadores en distintos foros internacionales, participando y logrando muchísimo interés, tan es así que San Juan es hoy la provincia argentina que está mejor catalogada por distintas empresas internacionales, que lo hacen en cuanto a su seguridad jurídica, en cuanto a su seguridad para invertir, y una de las principales de Sudamérica.
Respecto a lo que establece el Convenio en particular, ya se han expedido varios de los diputados, pero sabemos que menciona sobre todo reglas económicas, no hace a temas que tengan que ver con la conservación, cuidado del medio ambiente o protección del mismo. 
En cuanto a expresiones relativas a que no hubo debate, yo creo que sí hubo debate y sí hubo la posibilidad. 
Nosotros hemos recibido, como bien se dijo, al Secretario General de la Gobernación, Emilio Achem, al ministro Juan Pablo Perea, al ministro Gustavo Fernández, al asesor letrado Alejandro Ferrari, y parte de sus equipos, quienes vinieron a escuchar y en la medida en que no hubieran consultas o dudas puntuales, explicaron por qué se generaron, cómo, las razones, fundamentos, motivos, tanto de este Convenio como del que vamos a tratar a continuación.
Y algunas preguntas se le hicieron, no solamente por parte de diputados peronistas, sino por parte también de otros diputados, como en el caso, yo hice una pregunta, el diputado Rizo también.
Este es un ejercicio que nosotros sanamente hemos instaurado, que es que para proyectos que son importantes de envergadura, invitamos a las autoridades que trabajan en la generación, en la negociación, en la planificación de esos proyectos o esos convenios, y también en su redacción.
Porque es lo mejor, porque ellos de primera mano no solamente saben lo que escribieron, sino también los motivos, más allá de que vienen, por supuesto, alguna parte de esos motivos, en los fundamentos de la norma.
 Posteriormente, después del viernes pasado que los recibimos, tuvimos una nueva reunión de Comisiones, se habló sobre distintos aspectos del Convenio y se emitieron los Despachos correspondientes. 
A esa Comisión no concurrieron todos los diputados y cuando se habla de que es muy importante, y comparto, debatir, intercambiar ideas, opinar y demás, es necesario concurrir a las Comisiones, porque si no es muy difícil poder debatir, salvo que lo hagamos por teléfono o simplemente aquí en la Sesión.
Hace dos años, más o menos, hemos tratado un Convenio por el cual la Nación le encargaba el mantenimiento de la Avenida de Circunvalación a la provincia de San Juan. 
También hace dos años hemos aprobado aquí en este Recinto un Convenio por el cual la provincia adquiría distintos aparatos electrónicos, notebook y netbooks, que eran para destinar a alumnos y docentes de distintos grados de las escuelas de San Juan.
Y a dos años vista hemos observado que los resultados de los dos son altamente satisfactorios, tanto la avenida Circunvalación por la que transitamos, quiero creer que seguramente todos los que estamos acá en este momento, y que es una avenida mucho más segura, lo han referido distintos diputados que han hablado anteriormente, está iluminada, tiene mantenimiento permanente, está no solamente linda sino muy segura para circular.
También en cuanto al otro Convenio de las netbooks y notebooks, también se han observado en base a estadísticas y no a simples deseos o subjetividades, que los resultados de poder aplicar esto junto con programas del Ministerio de Educación, ha logrado que muchos de nuestros chiquitos, que al asumir el doctor Marcelo Orrego a la Gobernación, no sabían leer, o algunos sabían leer pero no comprendían lo que leían, con el uso de todos estos aparatos, e insisto, de algunos programas del Ministerio de Educación, altamente se ha mejorado la lectura de nuestros chiquitos y la comprensión de lo que leen, lo que nos indica que vamos por buen camino, con lo cual espero que de aquí a dos años, todos los diputados podamos ver que las acciones y las decisiones del Gobernador Marcelo Orrego van en beneficio de los sanjuaninos, no me cabe ninguna duda. 
Por último, San Juan es una provincia chica, que normalmente ha sido uno de los furgones de este tren tan querido que es la Argentina. Nosotros tenemos ahora, no me cabe ninguna duda, la posibilidad de que San Juan deje de ser furgón de los últimos para pasar a ser la gran locomotora que necesita nuestro país. No me cabe ninguna duda de que esto es así, no me cabe ninguna duda de que nosotros podemos tomar entre todos decisiones y acciones que lleven a que San Juan y los sanjuaninos estemos mejor y al frente de la generación de riqueza, de desarrollo y de crecimiento. 
Podemos hacerlo juntos. Los insto a ello.
 Muchas gracias, señor Presidente.
Sr. Presidente (Martín).- Gracias, diputado Córdoba.
 Habiéndose cerrado la lista de oradores, se solicita que la votación sea nominal, por lo que vamos a poner en consideración la moción de la diputada Sonia Ferreyra.
Por favor, procedan a emitir sus votos. 

-Se vota y obtiene 16 votos a        
favor y 20 votos en contra-

 La moción ha sido rechazada. 
Pasamos a continuación a poner en consideración la moción del diputado Andrés Castro, que fue el primer orador y fue el que hizo la primera moción, por la aprobación o la ratificación del Convenio entre la provincia de San Juan y la empresa Vicuña. 
Por favor, señores diputados, procedan a emitir sus votos. 

-Se vota y obtiene 27 votos a     
favor y 9 votos en contra-

El Convenio ha sido aprobado. Queda sancionado con fuerza de Ley.
Sra. Ferreyra.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, teniendo en cuenta que fue rechazada mi moción y que algunos -o la mayoría- de los diputados decidieron esconderse, yo sí quiero hacer expresa mi votación y voy a hacer uso del artículo 258º del Reglamento Interno para poder consignar mi voto en la Versión Taquigráfica.
Sr. Herrero.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, en el mismo sentido el voto de nuestro Bloque, el voto de la diputada Seva y mío, que quede constancia en Versión Taquigráfica que ha sido negativo.
Sr. Paredes.- Pido la palabra
	Señor Presidente, en el mismo sentido, solicitar que nuestro voto quede en la Versión Taquigráfica.
Sra. López (Cristina).- Pido la palabra.
	Señor Presidente, en el mismo sentido, pedir que mi voto quede registrado, porque no me escondo.
Sr. Patinella.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, pido que figure mi voto positivo y deje constancia que en realidad responde a convicciones concretas. En ese sentido ha sido emitido.
Sr. Quiroga Moyano.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, en el mismo sentido, pido que quede registrado en Versión Taquigráfica que todo el Bloque ha votado en contra.
Sr. Vega.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, pido que mi voto quede en Versión Taquigráfica, siendo positivo únicamente por la obra de la Ruta Nº40.
Sr. Presidente (Martín).- Quedará constancia en la Versión Taquigráfica, señores diputados.
Sr. Usin.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, es para hacer moción para pasar a un cuarto intermedio de 20 minutos.
Sr. Presidente (Martín).- Por favor procedan a votar señores diputados.
	Se va a votar.

-Se vota y obtiene 20 votos a favor 
y 15 votos en contra. -

Pasamos a un cuarto intermedio de veinte minutos.

-Así se hace-

-Siendo las 15:46 hs. 
se pasa a Cuarto Intermedio-

          -REANUDACION DE LA SESION-

Siendo las 16:17 hs. dice el:

Sr. Presidente (Martín).- Se reanuda la sesión con la presencia de veintisiete diputados.
	Pasamos al 2º Punto, Expediente Nº 1955-2026.
Sr. Cornejo.- Pido la palabra. 
Señor Presidente, para hacer referencia al Convenio celebrado entre la Dirección Nacional de Vialidad y el Ministerio de Infraestructura, Agua y Energía de la Provincia de San Juan, del 10 de Agosto, ratificado por Decreto 1084-2026. 
Solicito autorización para leer las cuestiones técnicas.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizado, señor diputado.
Sr. Cornejo.- Gracias, señor Presidente. 
Este Convenio tiene una importancia concreta para el presente y fundamentalmente el futuro de nuestra provincia.
Este Convenio representa una decisión concreta que San Juan pueda asumir un rol activo en la recuperación, en la conservación, mejoramiento y mantenimiento de las rutas nacionales, estratégicas para nuestra provincia.
Quiero detenerme en este punto, porque no estamos hablando solamente de rutas. Estamos hablando de seguridad vial, de conectividad, de producción, de logística, de desarrollo turístico.
El Convenio comprende tramos de las Rutas Nacionales 40, 20, 143, 150, 149.
Además, de una intervención estratégica en el nudo vial de la Ruta Nacional 40 y la Avenida de Circunvalación.
Son corredores que atraviesan y conectan distintos puntos de la provincia de San Juan, y que resultan fundamentales para la circulación de personas, de bienes y de producción.
El propio Convenio reconoce una realidad que no podemos desconocer, ni podemos mirar para otro lado.
El estado de deterioro de estas trazas compromete seriamente la seguridad de quienes las utilizan día a día, y requiere una intervención urgente, pero coordinada
Por eso este Proyecto busca generar una herramienta concreta para actuar.
Muchos se preguntan qué va a hacer la provincia.
La provincia va a asumir la ejecución de obras y tareas de conservación de mantenimiento.
Esto incluye calzadas, banquinas, puentes, señalización, iluminación, intervenciones con recursos propios sin reembolso por parte de Vialidad Nacional.
Es decir, que la provincia toma una decisión y asume la responsabilidad concreta frente a una necesidad concreta.
Esto, requiere decirlo con claridad, no se trata simplemente de administrar, se trata de recuperar infraestructura que es estratégica para el desarrollo de San Juan.
Porque una ruta en condiciones, significa que un productor puede sacar su producción con mayor seguridad, significa que un camión puede transitar de manera más eficiente, significa mejor conexión entre nuestros departamentos, significa acompañar el crecimiento de la actividad minera, y de otros sectores productivos y también del turismo.
Significa fundamentalmente más seguridad para todos los sanjuaninos que utilizan diariamente esos corredores.
El Proyecto, también incorpora obras de carácter estratégico, por ejemplo: la intervención prevista en el nudo vial de la Ruta Nacional 40 y la A-014, donde se proyectan distribuidores de tránsito, rampas de ingreso, egreso, mejoras de calzada, señalización y obras complementarias de seguridad vial.
El objetivo es ordenar y jerarquizar la circulación en uno de los principales accesos de la provincia de San Juan.
También encontramos intervenciones vinculadas al corredor logístico minero, particularmente el sector San Roque-Jáchal, donde las obras apuntan a mejorar la circulación de trasporte pesado, la seguridad y la eficiencia del transporte.
Esto demuestra que estamos frente a una planificación que mira más allá de la reparación inmediata.
Estamos hablando de infraestructura, que debe acompañar el crecimiento que San Juan necesita y que estamos construyendo.
Ahora bien, este Convenio también establece responsabilidades claras.
La provincia tendrá a su cargo la elaboración de los proyectos ejecutivos, la ejecución, el financiamiento de las obras.
Vialidad Nacional por su parte, mantiene la supervisión técnica y la facultad de aprobar o rechazar los trabajos realizados.
	Además, existen mecanismos de seguimientos, certificación mensual de las tareas ejecutadas por el Gobierno Provincial.
	Esto es importante, porque hacer obra pública, también significa controlar, significa medir y rendir cuentas sobre lo que se hace.
	El Convenio establece además, una vigencia de 20 años, con obligaciones concretas de mantenimiento y condiciones que pueden dar lugar a la recisión ante determinados incumplimientos.
	Señor Presidente, creo que este Proyecto debe analizarse de una perspectiva muy sencilla, San Juan tiene necesidades concretas y la provincia está tomando herramientas concretas para resolverlas.
	No podemos hablar de desarrollo productivo, de minería, de inversiones, de producción, de turismo o de crecimiento económico, sino tenemos infraestructura que acompañe estos procesos. Tampoco podemos hablar de desarrollo, si quienes transitan nuestras rutas, lo hacen poniendo en riesgo su seguridad.
	Por eso este Convenio representa una oportunidad para recuperar corredores estratégicos, mejorar la conectividad, fortalecer la logística, acompañar la producción y mejorar las condiciones de seguridad vial que necesitan los sanjuaninos.
	Es una decisión que implica recursos, trabajos, responsabilidad y oportunidades para todos los sanjuaninos, y sobre todo implica una definición política clara, San Juan no se queda esperando, San Juan planifica, San Juan invierte y se hace cargo.”
	Por estas razones, que considero fundamentales, señor Presidente, pido acompañar este Proyecto, porque detrás de cada kilómetro de ruta que recuperamos no hay solamente asfalto, hay producción, trabajo, integración territorial, seguridad.
	Quiero agradecer también a los ministros, que vinieron a desarrollar el día viernes y evacuar todas las consultas de los diputados que pudieron venir a escuchar esta planificación que tiene la provincia. Creo que eso habla del diálogo y el hecho de lograr esa conectividad que tiene que haber entre los funcionarios de diferentes áreas y este Cuerpo Legislativo.
	Hago moción para que este Convenio sea aprobado.
	Muchas gracias, señor Presidente.
Sr. Herrero.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, no sin aclarar que la red vial de competencia federal en la provincia, está bastante deteriorada y que resulta indispensable subvenir a su reparación, mejoramiento, mantenimiento. Es necesario para San Juan y para la actividad productiva, en eso estamos todos de acuerdo.
	Voy adelantar, por qué desde el Bloque, con la diputada Seva, no vamos a acompañar la aprobación de este Convenio.
	Explicaba sucintamente el miembro infórmante, que es un Convenio en el cual la Provincia asume frente a Vialidad, la obligación del mantenimiento, reparación, obras en general después hay un detalle, de marcación horizontal, vertical, reparación, banquinas, limpieza, recolección de residuos, iluminación como corresponda, a cambio de nada, de asumir la responsabilidad. Incluso Vialidad Nacional queda exenta por el acuerdo de responder por las consecuencias dañosas que se produzcan en este ámbito de estas rutas y que, por supuesto, la propiedad sigue siendo del Estado Federal.
	En oportunidad del primer Convenio de este tipo, señor Presidente, que fue para que la provincia se hiciese cargo de la Autopista 14, manifesté en Sesión. En la nación el planteo es “no hay fondos, bueno a la provincia le interesa, nos hacemos cargo” y dije primero esto, después otra ruta, después el INPRES, ahora pertenece al SEGEMAR, después el INTA.
¿Cuál es el límite de la no responsabilidad del Estado Nacional respecto de sus obligaciones, y cuál es el límite que la provincia va a asumir de obligaciones que no le corresponden?
Y, particularmente, seguimos en esta, agravándolo, no estoy de acuerdo con la facultad de hacer un Convenio. 
Yo lo hubiese justificado hasta el 10 de diciembre del año 2027, pero ¿20 años? ¿20 años atar a la provincia a un régimen así? 
No me parece.
Pero, fundamentalmente, señor Presidente y señores diputados, yo no estoy de acuerdo con que la provincia, a través de un Convenio, convalide un hecho ilegal. Y no solo ilegal, sino un tipo penal.
En el Juzgado Federal de la Plata, se ha radicado una denuncia por retención indebida de fondos y por malversación de fondos y caudales públicos.
En el día de ayer, el juez federal, Néstor Kreplak, ha hecho lugar, ha aceptado, va a tratar, primero, el amparo, y es probable, siendo una medida cautelar de tratamiento sumarísimo que, en el curso de la próxima semana, haya alguna resolución, por lo menos, de la medida cautelar.
Y fíjense, de esto se ha hablado mucho, pero livianamente. A mí realmente me impacta y me hace poner atención en lo impertinente de este Convenio.
La Nación recauda con el impuesto a los combustibles, del cual hay un porcentaje que va al SISVIAL.
Desde diciembre del 2023 hasta el mes de julio del 2026, llevan recaudado, por ese concepto, por ese impuesto que, por otro lado, el señor presidente dijo que se iba a cortar la mano antes de subir un impuesto, ese impuesto a los combustibles líquidos ha subido un 1200% en estos 33 meses. 1200, el costo de vida está en 200 y pico. 1200.
¿Cuánto ha recaudado la Nación? 1503 billones de pesos, que los ha retenido, no los ha destinado. En realidad, sub-ejecutado.
Solamente, un 26%, 27%, lo ha, supuestamente, destinado.
Lo otro, que son aproximadamente unos 1005 billones de pesos, y el denunciado también es el presidente del Banco Nación y otras altas autoridades de Vialidad, están en bonos, en títulos, en timba financiera, en plazo fijo, en vez de estar reparando las rutas que, hoy, nosotros vamos a salir a poner plata, por 20 años, de los sanjuaninos, para reparar.
¿Saben cuánto es esa cifra de los 1503 billones de pesos?
Son 986 mil millones de dólares que la Nación ha dejado de aplicar al mantenimiento de las rutas nacionales y nosotros, ahogados y desesperados, porque nuestras rutas están rotas, tenemos que salir a asumir ese compromiso.
Y encima, consintiendo un hecho que puede llegar a ser delito, lo veremos más adelante, o varias figuras delictuales.
No encuentro ni cuál es el beneficio, reconozco que a nuestras rutas hace falta repararlas, pero no entiendo cuál es el beneficio ni la conveniencia de ponerle la firma a una actuación ilegal, ilícita, delictual, de funcionarios nacionales con los cuales firmamos el Convenio.
Por eso, señor Presidente, nuestro voto, lo adelanto nuevamente, va a ser negativo. 
Gracias.
Sr. Escudero.- Pido la palabra.
Señor Presidente, yo entiendo que existe una necesidad clara, que es la de atender las rutas provinciales.
Cuando veía el Convenio, cuando lo estudiaba y me ponía a repasar las cláusulas una por una, encontraba ciertos grises, más allá de la exposición y de los puntos claves que ha señalado el diputado Herrero.
	Lo primero que se me venía a la cabeza era dónde estaban los antecedentes del Gobierno Provincial, exigiéndole al Gobierno Nacional, justamente, que ponga los fondos que le corresponde y que el Gobierno Nacional cumpla con las obligaciones y deberes que establece la Ley. Eso no está en ningún lado. No hay una presentación, un expediente. No hay una demanda judicial por parte del Gobierno de la Provincia al Gobierno Nacional. 
	Lo segundo que se me vino, es que tampoco en el Convenio se establece nada sobre la Ley N° 23.966. Digamos, Ley que permite y hace que todos los ciudadanos de la provincia de San Juan, paguemos a diario un impuesto. Recursos que van a parar a Nación y que tienen que devolverse en el mantenimiento y sostenimiento de las rutas nacionales; y después, esta sumisión total de la responsabilidad del mantenimiento durante 20 años.
	La verdad que eso me parecía bastante extraño, pero, hay una norma que aplica al Gobierno Nacional y que ha hecho de eso, tal vez, una política de Estado del Presidente Milei, que es: si una norma no tiene factibilidad presupuestaria, básicamente, no se cumple. Por eso no se cumple la Ley de Financiamiento Universitario, porque no hay factibilidad presupuestaria. En la provincia rige, más o menos, la misma norma. 
Yo me pregunto, señor Presidente, cómo va a hacer la provincia para sostener el mantenimiento de la Ruta Nacional N° 20 si no puede sostener las rutas provinciales. 
Mire, Caucete está atravesado por, gran parte del ejido del centro de Caucete y la zona productiva, por rutas provinciales. Calle San Isidro, Calle La Plata, Enfermera Medina, Ruta 270, Avenida de Los Ríos, Juan José Bustos, Calle Colón, Calle Oviedo, Calle Los Andes, Calle Caseros. Todas esas calles atraviesan el ejido del departamento de Caucete. ¿Sabe quién la sostiene? La municipalidad de Caucete. El municipio de Caucete con mucho esfuerzo, con las pequeñas máquinas, con el pequeño parque automotor que tiene, logra sostener la limpieza, al alumbrado, la recolección, la ampliación del camino para que los productores puedan llevar sus productos a las bodegas, o para que los mismos chacareros puedan trasladar sus productos. Para que los vecinos de la zona rural puedan transitar. No está en las mejores condiciones, es verdad, pero la sostiene el municipio. No hay un Convenio por parte de la provincia, para generarle una adenda al gobierno municipal, para que más o menos esas rutas puedan mejorarse. No. Lo realiza sólo el municipio de Caucete y esto, se replica en los 19 departamentos.
El Programa de Pavimentación Urbano firmado, hace ya casi tres años, todavía no se puede terminar, en Caucete, doce calles. No lo pueden terminar. ¿Y vamos a terminar 25 kilómetros de ruta? ¿Nos vamos a hacer cargo, sinceramente, de 25 kilómetros? ¿Y de todos los arreglos, el mantenimiento, la reparación, la repavimentación? Cuando no podemos terminar un programa firmado en el primer año de gestión. Creo que ahí hay una inconsistencia grave, o por lo menos una falta de planificación, de mirada para adelante. Yo celebro que esté la voluntad, pero la realidad dicta y marca otra cosa. 
Vialidad Provincial se maneja por distritos. Tiene alrededor de, en el departamento de Caucete, tres o cuatro departamentos, con lo cual sostiene con algunas maquinarias y a pedido de los municipios, algunas de las calles departamentales. ¿Sabe cada cuánto, más o menos, se va turnando esa máquina? Cada 45-60 días. Cada 60 días va a 25 de Mayo, después pasa a Caucete, después se la prestan a 9 de Julio. No hay recursos. El secretario, en la Comisión, dijo que tenían una máquina. ¿Y firmamos un Convenio por 25 años? Hacernos cargo de la Ruta Nacional, que entiendo que está la necesidad, pero esa necesidad no implica hacer acuerdos ingenuos, ni que subestimen tampoco a los sanjuaninos y sanjuaninas.
Mire, señor Presidente, como diputado en esta banca, creo, y no lo digo de arrogante ni de vanidoso, haber sido el diputado que más pedidos de comunicación y Proyectos de Ley ha presentado para el sostenimiento de la Ruta Nacional N° 20. Expediente 683-2024, Comunicaciones a Vialidad; Expediente 812-2025; el Expediente 1089-2025; Expediente 1054 y a eso se le suman dos Proyectos de Ley, uno de ellos presentado con el diputado Quiroga Moyano, por el sostenimiento de la Ruta.  
¿Sabe que tratamiento ha tenido eso? Ninguno.
	Ni siquiera se han tratado en Comisión, ni siquiera lo hemos visto, lo hemos empezado a evaluar. Deberían haberse evaluado conjuntamente con este Convenio, pero eso no está. Porque claramente hay una mirada miope sobre lo que se trata en esta Cámara.
	Yo tampoco soy un legislador que no entiende que representa a un sinnúmero de ciudadanos, en este caso cauceteras y cauceteros. No soy obtuso y entiendo que hay una necesidad hace tiempo en el departamento de arreglar y mejorar esa ruta nacional, señor Presidente.
 Yo la transito desde hace tiempo cuando iba a la universidad, sé lo complejo que es, sé las vidas que se ha cobrado, sé que hay familias que han atravesado un enorme sufrimiento por pérdidas allí, y sé lo que significa para San Juan una ruta tan estratégica como la Ruta 20 que es el ingreso a la provincia de San Juan, por el lado de San Luis y por el lado de La Rioja.
Y entiendo que hay vecinos y vecinas que quieren una solución para mi departamento, y yo me debo en gran medida a esas vecinas y vecinos que de alguna manera me depositaron el voto de confianza.
Voy a adelantar que voy a acompañar esto, pero con una clara exigencia al Gobierno de la provincia de San Juan. Que exija los fondos que se establecen por ley y que la Nación tiene que obligadamente retribuir a la provincia de San Juan los fondos de la Ley Nacional de Combustibles.
Espero que se haya entendido mi argumentación.
Gracias, señor Presidente.
Sra. López (Marisa).- Pido la palabra.
	Señor Presidente, previo quiero hacer algunas aclaraciones y todo se relaciona, por ahí tendríamos que haber tratado estos dos Expedientes en su conjunto, si los fondos que adelanta en este Aporte DIA Fijo el Proyecto Vicuña van a ser destinados en gran parte a las rutas nacionales.
	Solo aclarar algo respecto a la constitución del fideicomiso que establece el Proyecto Vicuña, que decían que ponían la plata y no se hacían las obras, está documentado en los balances las obras que se hacían, pero justamente en cada certificación de facturación donde se determinaba la regalía minera inmediatamente esa determinación de regalía minera se calculaba el 1,5 y la obligación de la minera es depositar los fondos.
	Los fondos estaban disponibles, en el fideicomiso se programaban las horas y se pagaban los certificados, intertanto esos fondos generaban la renta financiera pertinente de acuerdo a sus inversiones y lo que decidía el fiduciario al respecto.
	Y esto sí me parece significativo dejar aclarado y espero que así lo tomen los medios de comunicación de la provincia de San Juan. Creo que no quedó bien entendido en la conferencia de prensa del Gobernador.
 En este sentido, es muy importante decir, que los fondos -claro está en el Convenio- van a estar disponibles a partir del 20 de diciembre. Es decir, a partir del 20 de diciembre el Proyecto Vicuña va a aportar al fideicomiso contra certificados de obra, esto es muy importante. 
No ingresan a la provincia 250 millones de dólares el 20 de diciembre. Si parte de los proyectos que van a estar incorporados tienen que ver con la Ruta 20, con la Ruta 40, acá dice por ejemplo: 12km doble calzada Albardón-Villicum -lo he extraído de las publicaciones- Puente de Albardón y acceso 39 km de repavimentación, terceras, trochas, banquinas, 92 km de repavimentación, proyectos de señalización.
Bueno, yo preguntaba recién ¿Cuánto más o menos tarda la obra?, es una obra supongamos a buen ritmo de 3 a 4 años. Digo ¿Cuánto demoró la Ruta 40 Norte San Juan? ¿7 años más o menos tardó? Una obra impresionante.
Es decir, señor Presidente, recién vamos a estar cumpliendo con este compromiso del aporte DIA, por ahí, al tercer año.
Digo, señor Presidente, es muy importante aclarar. Digo, el ministro de Economía se pondría muy contento si ingresan 250 millones de dólares a las arcas provinciales.
Pero esto no es así, señor Presidente, es muy distinto a cómo funcionaban los fideicomisos antes, y claro está en la cláusula 651, que dice: “Los fondos correspondientes al aporte DIA, o al aporte DIA fijo”, ambos, no es que el 1,5 se va a liquidar como se liquida hoy, en los otros fideicomisos, “solamente deberán ser transferidos por Vicuña, al fiduciario del fideicomiso aporte DIA, para el pago de certificados de obra emitidos por los contratistas adjudicatarios”.
Me parecía muy significativo e importante, dejar aclarado, señor Presidente, fundamentalmente para todos los sanjuaninos y sanjuaninas que creen que en diciembre entran 250 millones de dólares.
Y para referirme también, señor Presidente, a algo que dijo la diputada Lascano, los precios base del PEA tomado, el PEA informado por la Empresa son los precios del cobre, oro y plata a febrero del 2026 y las proyecciones que yo he presentado son con los valores de mercado a agosto de 2026.
¿Por qué es muy significativo esto, señor Presidente? Estamos hablando de un expediente y comparto plenamente los objetivos que se propone, como lo ha dicho el miembro informante, de la necesidad, del mantenimiento, de la construcción, de la reparación de las rutas.
Ahora bien, estamos hablando de rutas nacionales, cuyo dominio corresponde al Gobierno Nacional, cuya reparación, mantenimiento, conservación, forma parte de las funciones que le competen al Gobierno Nacional.
Todas aquellas no delegadas, poderes y facultades no delegadas, le corresponden al Gobierno de la Provincia.
Es decir, señor Presidente, tiene como deber del Gobernador de la Provincia, como también tiene las suyas señor Vicegobernador, tienen que administrar Justicia, Educación, Seguridad, Salud.
Estamos asumiendo funciones, señor Presidente, que le competen al Gobierno Nacional.
Y acá también hay algún tipo de confusión respecto a fondos que tienen que ver, por ejemplo, con el impuesto a los combustibles.
Mire, señor Presidente, lo que no ha ingresado a la provincia por impuesto a los combustibles, por decisión del Gobierno Nacional, porque de esta manera se dibuja el superávit fiscal mes a mes, con la renta financiera, con el no pago de algunas cuestiones.
Nos han dedicado, ya lo ha dicho el diputado Herrero, en la renta financiera.
Entonces yo me pregunto, señor Presidente, todos sabemos que viene cayendo la coparticipación. El ministro de Economía, Caputo, está muy preocupado por la caída de la coparticipación.
Claro, la coparticipación cae porque no se recaudan impuestos. Y no se recaudan impuestos, principalmente el IVA, porque ha caído el consumo.
Y si ha caído el consumo es porque ha caído la actividad económica. Entonces, por qué no empezamos a atacar la raíz del problema.
Entonces, señor Presidente, las provincias están asfixiadas, están ahogadas. Se reclama empleo, que no cierren más empresas, que se reactive la industria, que empecemos a pensar en el entramado productivo de toda la Argentina y la única solución que vemos al reclamo de los Gobernadores, entre comillas “reclamo de los Gobernadores”. Y bueno, “como yo no puedo, háganse cargo”.
Pero no es hacerse cargo, señor Presidente, es que los gobiernos provinciales no pueden asumir funciones que no les competen. No nos van a compensar, claro está.
Mire, señor Presidente, “haga usted la obra, repare usted la obra, haga la ruta, yo la controlo y todo lo que haga es mío”.
Claro, porque el dominio es nacional, así está definido en la Constitución.
Todas las rutas nacionales corresponden a la Nación. 
Ahora, lo otro llamativo es que es por 20 años, señor presidente. ¿De dónde salen los 20 años? ¿Por qué no por un año? Bueno, a ver, en una situación de emergencia, hasta nosotros aprobamos leyes de emergencia por un año, después las prorrogamos. ¿Por qué por 20 años?
De todas maneras, estamos condenando a los gobernadores futuros y a quienes firmen el Convenio: autoridades de Vialidad, no sé si las autoridades del Ministerio de Economía y al Gobernador, a asumir responsabilidades que no le competen en su deber de funcionarios públicos.
 Por qué él está malversando fondos que deben ser destinados –vuelvo a repetir– a sus funciones como Gobernador y no a la reparación de rutas nacionales. Digo, ¿no hubo manera de que pudieran acordar una compensación? 
Por ejemplo, digo, a ver, yo me hago cargo porque se necesitan, lo ha dicho el diputado Cornejo. No podemos negar que tenemos que bregar por la seguridad vial. Nos hacemos cargo, le adelantamos fondos; pero con el compromiso de devolución. O como dijo el ministro, creo que fue el ministro Perea, si mal no recuerdo quién habló respecto de un préstamo del BID. Bueno, cuando se consiga el préstamo del BID, nos devuelven lo que ponemos, lo que es de todo lo sanjuaninos. 
Es decir, miren, por si fuera poco, y voy a traerle a la memoria al diputado Conejo en la gestión de Macri, se hicieron un sinnúmero de convenios, ¡como es el caso de la Ruta 40! Sí. Y desmiéntame si no es así. 
La Ruta 40, de Capital a Albardón, se hizo con convenios por los cuales la provincia iba pagando los certificados y el Gobierno Nacional se comprometía, a través de cuotas, con su devolución.
Quien les habla sabe de lo que pedíamos y luchábamos para que nos fueran pagando las cuotas que estaban comprometidas en dichos Convenios. ¿Qué terminó pasando en alguno de ellos? No cumplió la Nación. 
Entonces es la herramienta que tiene el gobierno para reclamar lo que le corresponde. 
¿En qué terminaron? Terminó en tres causas en la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Como dicen los abogados, que “es facultad originaria”, no me acuerdo; porque allí es donde se deben plantear todas estas cuestiones. 
Autos número 1966 del 2019, provincia de San Juan contra la Vialidad Nacional; Autos 2162 del 2019, Provincia de San Juan contra Vialidad Nacional. En el primero, un cobro de 873 millones, en el segundo 1.319 millones y la tercera causa, Autos 2286 del 2019, Provincia de San Juan contra Vialidad Nacional, 1.600 millones.
En todos, se logró un acuerdo. En algunos de ellos, hasta contra especie porque, como no disponían de los fondos, entonces en vez de devolver los fondos lo devolvían en reparación o construcción de rutas provinciales. 
Pero aparte, tengo algo más para decirles; este impuesto que no se distribuye y que está en renta financiera –que la renta financiera va “por encima de la línea” que le llamamos nosotros, y eso permite el superávit– van al SisVial; lo que les corresponden a las provincias es para la reparación y mantenimiento de rutas provinciales, no nacionales. Para eso tiene parte de eos fondos la Nación, para las rutas nacionales. 
Lo que le corresponde por impuesto a los combustibles a la provincia de San Juan, es para reparación de rutas provinciales. 
Es decir, miren si no hay tres imposiciones; una triple imposición a los sanjuaninos y sanjuaninas: pagamos el impuesto a los combustibles; pagamos los impuestos nacionales cada vez que vamos al supermercado; pagamos el IVA; pagamos Ganancias, perfecto. 
¿Qué deben hacer el Estado Nacional y el Estado Provincial con esos impuestos? El Estado Nacional: su obligación es reparar las rutas. Bien, resulta ser que ahí ya pagamos la Ruta 40. Ah, pero ahora, el Estado Nacional no puede pagar la Ruta 40.
Entonces el gobierno provincial, y creo que hasta el momento hay cuatro que han firmado los convenios provinciales, algunos de ellos ya denunciados. Rutas provinciales que la vamos a pagar y con los fondos, ¿qué fondos? Con los fondos que tiene la provincia, en serio, vamos a usar lo del fideicomiso.
Pero si lo del fideicomiso podría ser para otras obras, porque esto vuelvo a reiterar, le compete a Nación, el Convenio podría haber establecido esta compensación, porque hasta el fideicomiso habla de los adelantos financieros, aún con fondos del fideicomiso con la obligación de Nación de reponerlos o devolverlos en algún momento. 
Y por último, y por si esto fuera poco, habla del Decreto 253 del 2026, que cualquier cosa yo le doy a las provincias el mantenimiento y reparación de la ruta y que puede cobrar peaje. Díganme si no hay triple imposición para los sanjuaninos.
Aparte les cuento que el transporte internacional de carga, que es el que va a utilizar por ejemplo los proyectos mineros, no pagan peaje, lo van a pagar los productores, agricultores. Creo que no va a ser así, yo creo que no se va a implementar este sistema. Pero sí hay que tener mucho cuidado en este tipo de convenios. Hay manera de no perjudicar a los sanjuaninos, de ver la manera de recabar los fondos.
Tengo entendido, no he podido conseguir, si bien lo he pedido y todo lo demás, pero lo podemos verificar, creo que la provincia de Santa Cruz ha realizado un convenio, creo que en el 2024 y lo ha ratificado en el 2026. Por ahí, el diputado Patinella me puede conseguir el dato, lo ha ratificado en el 2026, que las rutas nacionales las está reparando el Gobierno Nacional contra certificado.
No está poniendo la plata la provincia. Y esto habla de una asimetría profunda en el federalismo fiscal, en que no a todas las provincias se las trata de la misma manera.
Yo pido realmente, que por el impuesto a los combustibles, por lo que corresponde que le llegue a la provincia de San Juan, que se instruya en este sentido al Fiscal de Estado para que inicie las acciones pertinentes, de la misma manera que se han iniciado desde la provincia de Buenos Aires, y creo que hay una medida cautelar al respecto, porque se había pedido un amparo y una denuncia por incumplimiento de deberes, malversación de fondos y demás.
Me parece de una gravedad extrema livianamente decir que yo no puedo, frente a ser la provincia con mayor morosidad de los sanjuaninos y sanjuaninos, el ranking ha salido publicado en todos lados, que no podamos, como habíamos pedido con el diputado Vega, aliviar a la familia sanjuanina, establecer mecanismos para poder refinanciar esas deudas a tasas accesibles, lo ha hecho CABA, y a través de nueve bancos, a tasas accesibles, no usureras, no hay para eso, no hay para que empecemos a aliviar un poco el bolsillo de cada sanjuanino o sanjuanina, y sí, livianamente si Nación nos dice “vos lo tenés que hacer”, nosotros le decimos “no importa, no te hagas problema, lo vamos a hacer nosotros”. 
Sé que el sistema de seguridad la está pasando muy mal, tanto a la policía como el servicio penitenciario en cuanto a los salarios. El sistema de salud, en muchos hospitales faltan medicamentos. No podemos decir que no a esas cosas y sí a esta.
Siquiera supiéramos que toda sobra, que estamos en época de bonanza y que se puede hacer todo, pero sabemos que no es así. Yo mismo le he advertido de la caída en la coparticipación. 
Por todo esto, señor Presidente, y porque me encantaría que el objetivo fuera realmente que podamos reparar las rutas, pero con un repago por parte de Nación, adelanto mi voto negativo.
Sra. Lascano.- Pido la palabra.
Señor Presidente, la verdad que para fundamentar este Proyecto tenemos que irnos un poquito para atrás, a diciembre del 2023, cuando nos toca asumir esta gestión.
Y la verdad que había dos caminos con la decisión del Presidente de no financiar obra pública.

Y los gobernadores, pero en especial este Gobernador, el doctor Marcelo Orrego, tuvo dos caminos, como le ha pasado, creo, a muchos gestores de provincias y también intendentes. 
Un camino era quedarse quieto, empezar a llorar, empezar a lamentarse por la leche derramada, tirar alguna piedrita de vez en cuando, iniciar juicios, acciones legales. 
Y el otro camino era el más difícil, lógicamente. El otro camino era poner en acción una provincia, era ver cómo se resuelven los problemas con lo que nos toca. No sé si era la situación ideal o no ideal, porque creo que no estamos planteando situaciones hoy con todos los parámetros que nos gustaría.
 La situación económica no era buena, viviendo la peor crisis económica de la historia argentina. Y como dije, el Gobernador se puso la provincia al hombro y dijo, vamos a hacernos cargo de lo que nos toca.
 Fue la primera provincia en reactivar la obra pública. Algunos nos dicen, bueno, no está la mega obra pública, que seguramente ojalá llegue pronto a San Juan. Pero sí doy fe de que el Gobernador ha trabajado incansablemente en cada uno de los rincones de la provincia, quizás con proyectos que venían de antes, podría haber tenido la decisión de no avanzar. 
Podría haber tenido la decisión de paralizar obras, de paralizar obras de vivienda, de paralizar obras de centros de salud, como el centro de salud que tuve la oportunidad de ir junto con otras legisladoras a Caucete, a Pozo de los Algarrobos. 
Y lo digo porque la verdad que es muy simbólico, ¿no? No es mega obra pública, pero para esos vecinos claro que lo era. Antes se atendían en un galpón dos veces por semana, solamente se podían enfermar dos veces por semana. 
Y esto pasaba acá en San Juan, no pasaba en CABA, no pasaba en Córdoba, no, no, pasaba acá a la vista de todos quienes tenían responsabilidades institucionales en aquel momento. Y el gobernador Marcelo Orrego lo hizo eso. Y puso un centro de salud de primera categoría, de la misma categoría que están haciendo los centros de salud en cada rincón de la provincia, en cada rincón de la provincia. 
La verdad que eso habla de la importancia que tiene la obra pública para los sanjuaninos, porque es acercar la salud a donde no llegaba, porque no llegaba en una gran provincia, en una provincia donde había mega obra pública. 
Entre las decisiones difíciles que tuvo que tomar, pues vinieron las rutas nacionales, como hace dos años cuando nos tocó acá discutir sobre el mantenimiento de la Avenida de Circunvalación. ¿Pusimos en jaque la estabilidad económica de la provincia? No. De hecho, hace unas sesiones nada más, cuando aprobamos la posibilidad de obtener financiamiento internacional para infraestructura, veíamos que los números de la provincia gozaban de buena salud. 
No pusimos en jaque los intereses de los sanjuaninos por haber tomado esa decisión. Y el gobernador lo sabía.
 Y hoy, al firmar este Convenio con Vialidad Nacional, pareciera como que son decisiones fáciles, como que no hay un análisis pormenorizado de los pros y los contras. Son decisiones que llevan mucho tiempo, mucha planificación, mucho análisis, mucha evaluación de cómo estamos y hasta dónde podemos llegar. Porque la educación, como lo dijo recién el diputado Córdoba, la educación se ha financiado y se financia con un montón de programas que antes no estaban, incluidas las computadoras que forman parte del Plan Maestro América, programas de salud. No se han cortado programas. De hecho, en pavimentación hay un programa de pavimentos urbanos financiado 100% por el Gobierno Provincial. 
Algunos criticarán que todavía no les llega. Yo pregunto, ¿Todos los municipios han cumplido en presentar la documentación en tiempo y forma? Porque ese era el requisito para que la provincia financie el 100%, hecho inédito. En épocas de bonanza económica eso no sucedía. La provincia pagaba un poco y los Municipios pagaban otro poco. 
Entonces ahora que estamos discutiendo el Convenio de Vialidad, vuelvo, ¿Son decisiones fáciles? Claro que no, claro que no. ¿Son livianas? No. Son trascendentales, son muy trascendentales estas decisiones porque está la seguridad vial, las rutas productivas, el resguardo de todos los sanjuaninos y todo el sector turístico que llega a la provincia. 
Pido permiso para leer.
Sr. Presidente (Martín).- Está autorizada.
Sra. Lascano.- Voy a leer la cláusula 12º Causales de Recisión de este Convenio que hoy ponemos a consideración.
“Serán causales de recisión del presente acuerdo y el mismo se considerará rescindido de pleno derecho: a) si no se diera inicio a alguno de los estudios y proyectos o de las obras descriptas en el Anexo, en un plazo de 12 (doce) meses de celebrado el presente.”
Significa que este Convenio que hoy ponemos en consideración solamente tiene validez un año si los proyectos que presenta la provincia para hacer las obras correspondientes a las rutas nacionales no se ejecutan. No estamos hipotecando veinte años a la provincia, estamos dándole la posibilidad a que alguna de las rutas nacionales que tiene la provincia puedan en un plazo de un año, poder llevarse adelante obras de mejoras. Luego, el mantenimiento de esas obras será de 20 años y ¿por qué de 20 años? Me imagino yo que será porque existe la posibilidad de poner un peaje si es que hace falta, son cuestiones que se definirán con posterioridad, nosotros hoy no estamos discutiendo eso. 
Este Convenio no hipoteca a la provincia. Este Convenio resuelve un problema, en un escenario complejo, difícil, donde necesitamos sí o sí que las rutas nacionales sean arregladas. Ese es el por qué.
Una vez más, el Gobernador junto con otros Gobernadores porque no es San Juan una isla que esté discutiendo este tipo de situaciones, sino que hay otras provincias como Córdoba Santa Fe, Chubut Catamarca, está Río Negro en tratativas con Vialidad Nacional, hay una urgencia de resolver los problemas.
   	La provincia, el Ejecutivo tendrán un año para ver si hay factibilidad económica, y si hay factibilidad técnica para poder comenzar con esas obras.
En este día tan importante para los sanjuaninos tenemos en nuestras manos la posibilidad de colaborar, de acompañar o de rechazar, como se hizo anteriormente.
Nosotros elegimos acompañarlo al Gobernador sabiendo que son decisiones complejas, pero necesarias.
Gracias, señor Presidente.
Sra. Paredes.- Pido la palabra.
Señor Presidente, simplemente voy a leer, y lo voy a hacer resumido, porque muchas cosas ya las ha dicho la diputada Marisa López, y en honor a la verdad, lo que voy a leer no es de mi autoría, es un documento que nos hizo llegar la gente -trabajadores- de Vialidad Nacional. Me parece que esta buenísimo que podamos escuchar la otra voz también.
No lo voy a leer textual, muchas cosas ya se han dicho, como lo dijo la diputada López, pero hay otras que no, y en respeto a la solicitud de estos trabajadores, voy a cumplir mi palabra de al menos leerla para que quede en la versión taquigráfica, porque claramente no se pueden hacer modificaciones.
Una de las cosas que nos colocaban en este informe a los diputados, es que el Convenio omite el destino de los trabajadores del Distrito 9, de Vialidad Nacional, porque si se va a recargar todo en Vialidad Provincial, ellos se preguntan qué va a pasar con ellos. No me parece descabellada la reflexión.
Y en eso, marca la violación al Convenio Colectivo de Trabajo 827/2026, que dice: “Al transferirse la gestión integral, el personal nacional queda en un limbo jurídico, la provincia no puede absorberlos sin partida presupuestaria creada por ley. Esto puede dar o pensar en una terciarización. El Acuerdo fomenta que el mantenimiento se derive a municipios, cooperativas o privados. Esto implica la destrucción de puestos de trabajo registrados en Vialidad Nacional y su reemplazo por empleados precarizados, cooperativistas, sin convenios colectivos o contratos temporarios, generando un inminente conflicto de medidas de fuerza que paralizaran las rutas”.
Otro punto que marcan, que creo alguien lo dijo, es “la saturación de Vialidad Provincial, que posee una estructura técnica y un parque automotor diseñado y presupuestado para el mantenimiento de la red de caminos rurales, de ripio y rutas provinciales secundarias.
Absorber 430 kilómetros de rutas nacionales, que requieren asfalto modificado, maquinarias de alta velocidad y mantenimiento constante, colapsará la capacidad operativa de la Dirección Provincial de Vialidad. Consecuencia territorial para destinar recursos a las Rutas Nacionales 20 y 40, la provincia deberá abandonar el mantenimiento de los caminos productivos y rurales que conectan a los departamentos del interior, afectando directamente a intendentes y a la producción primaria”.
Otros de los puntos, -reitero, lo estoy resumiendo- habla también de la responsabilidad civil y contractual.: “Porque las rutas van a continuar siendo del dominio público nacional, pero la provincia asume la guarda material y mantenimiento”.
Entonces, se preguntan, “ante un siniestro vial fatal, un vuelco, por falta de banquina, por falta de señalización, los damnificados, ¿a quién van a demandar? Al que detenta la jurisdicción, al que detenta guarda y mantenimiento.
No hay cláusula de indemnidad explicita en el Convenio. La posibilidad de juicio millonario por daños y perjuicios será pagado con fondos del Tesoro Provincial, mientras la Nación, sigue conservando el dominio del activo.”
Entre las recomendaciones, se solicita a los Bloques, que evalúen la posibilidad de la cláusula de indemnidad patrimonial, que la Nación asuma explícitamente la responsabilidad frente a terceros por siniestros viales, la intervención de Fiscalía de Estado y métricas técnicas anexadas, exigir que el Convenio, contenga un Anexo, con indicadores de calidad, de carpeta asfálticas, objetivos y cuantificables.
Gracias, señor Presidente.
Sr. Cordoba.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, respecto de lo que se ha manifestado, quiero hacer un par de observaciones: la primera es que el Gobernador de la Provincia, gestiona a diario y va a seguir gestionando recursos de la Nación, para hacer frente a todos los distintos compromisos y obligaciones de nuestra provincia, entre otros, si se aprueba este Convenio, también destinarlos a esto. Es incansable el trabajo y lo va a seguir haciendo. 
	Se ha hablado en estas Sesión, que por ejemplo la Ruta Nº 20, pero me animaría a decir, las distintas rutas que están comprendidas en este Convenio, tristemente se han cobrado varias vidas, por no estar en condiciones y la realidad es que esto va a seguir ocurriendo, y hasta tanto no se haga un buen mantenimiento, una buena reparación, vamos a seguir lamentando que sanjuaninos o personas que conviven con nosotros en San Juan, sufran accidentes de tránsito, en algunos casos lesivos, en algunos casos luctuosos. 
	Lo que creo es que hay que tomar cartas en el asunto y hacerse cargo.
	Desde Nación, como dijo la diputada Lazcano, por supuesto que las negociaciones han sido arduas y han llevado un montón de tiempo, y el Convenio al que se ha podido arribar es éste. Por supuesto se va a seguir gestionando para intentar mejores arreglos a futuro. 
Se hablaba hace un instante que hay algunas rutas provinciales que también requieren de mantenimiento y reparación, el Gobierno las va ir reparando a todas.
	Pero por las rutas nacionales, circulan mucha más gente que por muchas de las vías que son secundarias o terciarias y en ese sentido, es que se hace mucho más imperiosa la reparación. 
Y por ejemplo con respecto a la Ruta Nº 153, tal como nos ha explicado el ministro Fernández cuando vino el viernes, es una Ruta imprescindible para que las calles sanjuaninas, que en su gran mayoría, porque hay otras en el departamento Jáchal, pero que su gran mayoría están en el Departamento Sarmiento, puedan circular con mayor seguridad y con mayor agilidad, lo cual beneficiará eventualmente a las empresas que se dedican a ello y también beneficiarán a todo el conjunto de las personas que trabajan en esas empresas.
Entiendo, por lo tanto, que es muy importante que se pueda aprobar este Convenio, que tal como dijo la diputada Lascano, no exige un mantenimiento de forma inmediata de las distintas rutas que comprende el mismo, sino que se irán haciendo en la medida que se aprueben los distintos estudios y de no ser así, la provincia no va a tener que mantener ni erogar nada respecto de las que no aprueben estos estudios.
Gracias señor Presidente.
Sr. Quiroga Moyano.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, no iba a hablar, pero la verdad que amerita poder hacer una alocución, especialmente cuando se habla que parece que en la provincia está todo bien, y por eso nos vamos hacer cargo de cosas que no tendríamos que hacer, en este caso como rutas nacionales.
	Es cierto como ha dicho el diputado Escudero, también en 25 de Mayo transita muchas rutas provinciales y la verdad que, si no pasa mucha gente, la producción de nuestro departamento pasa o tiene que ser transitada por calles provinciales, porque la verdad que el municipio en este caso, como lo hace el municipio de Caucete y como otros municipios en zonas rurales, se tienen que hacer cargo porque la producción hay que sacarla.
En épocas estivales de lluvia, se tiene que hacer cargo porque, si no, la uva no se puede sacar, etc.
Más allá de eso, parece que todo lo demás está bien, y quiero recordarles o que sepan, en algún momento lo dije, hay muchas cosas de las que los municipios se hacen cargo, servicios básicos, que le corresponden a la provincia de San Juan.
Voy a dar algunos ejemplos.
El tema de la energía, que se tiene que pagar para el mantenimiento del agua potable en instituciones que han sido intervenidas por el Gobierno de la provincia.
Se han intervenido las uniones vecinales, pero del agua se tienen que hacer cargo, o pagar las boletas de la luz, los municipios.
Los municipios no están en condiciones.
Yo hablo por mi municipio, 25 de mayo, y no tiene las condiciones económicas necesarias para estar pagando cerca de 50 millones de pesos mensuales, para el mantenimiento de las plantas potabilizadoras de agua en el departamento, y los alumbrados públicos en rutas provinciales, si bien son obras que las ha hecho el municipio en algún momento.
Me tocó inaugurar un hospital de última generación, en nuestro departamento, en el cual muchos servicios, hoy, no están funcionando.
No voy a dar nombres porque, por ahí, después se escucha esto y vienen los castigos a ciertas áreas, pero hay algunos servicios que hace un año y medio han reclamado parte de la aparatología insignificante, como decir una batería para Rayo X, han hecho los expedientes y hace semanas que ya han dejado de funcionar. Aparatologías portátiles, que son tan necesarias para la salud, para no estar trasladando, desde Urgencias hacia el servicio de Rayos, a un paciente traumatizado, cuando antes se podía resolver ahí, en ese lugar.
Se hacen estudios de otro tipo de servicios donde, por una simple sonda se está esperando 4 o 5 meses, o hasta un año, para que una sonda haga funcionar un aparato.
Se mandan aparatos a calibrar y fíjese la respuesta que hay. No sé si es para mi municipio, porque quizá es un municipio peronista, pero se dice “No hay plata. El aparato está calibrado, está todo listo, pero no se puede entregar porque no hay dinero para pagar ese aparato, por lo cual no se puede devolver al hospital.”
En el tema de educación, con los servicios básicos que tiene que tener una escuela, tienen que recurrir a los municipios para poder hacer las limpiezas de los predios.
No dejan entrar a las mamás que quieren colaborar, para hacerle la comida o la leche a los chicos, por lo cual no se termina entregando la leche, no se termina resolviendo el tema de la comida, porque no tienen personal.
Creo que eso es lo prioritario que tiene que tener un gobierno: defender, primero, lo interno para después hacerse cargo de lo que nos quieren hacer cargo, como es rutas nacionales. 
Y echarnos la culpa, por ahí, de que que hay mucha accidentología. Me consta también, que se produce por la falta de mantenimiento, pero sepan que yo vivo en un departamento donde, gracias a Dios, la Ruta 20 está en óptimas condiciones y hay mucha accidentología que no es por el tema de la ruta, sino por imprudencias, de uno u otro lado, de los que producen este tipo de accidentes. 
Por eso, no estoy de acuerdo en que la provincia se tenga que hacer cargo de estos compromisos que no le competen.
Primero, tiene que hacerse cargo, responsabilizarse y resolver los problemas internos que tiene la provincia, que son los servicios básicos, señor Presidente. 
Por eso, mi voto a este Convenio es negativo. Gracias, señor Presidente.
Sra. Gramajo.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, es para adelantar mi voto negativo a este Convenio, porque no considero que Vialidad Nacional responsabilice o le pase todos los cargos a la provincia, cuando sabemos que, en la provincia, quien tiene que administrar los recursos es nuestro señor Gobernador y el organismo Vialidad Provincial. 
Me parece importante que se desligue, debido que aquí en San Juan hay muchas necesidades, tanto en la educación, en salud…
Bueno, simplemente eso, señor Presidente. No comparto que los recursos provinciales sean destinados para mantener las rutas nacionales, porque para eso hay un impuesto que mantenemos, por lo que deberían estar en óptimas condiciones.
Muchas gracias, señor Presidente y disculpe.
Sr. Mallea.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, indudablemente acabamos de ratificar un Convenio que tiene que ver con Vicuña y que está destinado este dinero a la ruta. 
Como se ha mencionado, hay un compromiso de obra con respecto a la Ruta 40.
 La verdad que esto es importante, no sólo porque hay un compromiso público del Gobernador de hacerse cargo de esta ruta, porque creo que hay una prioridad sobre ello y que, indudablemente tiene que ver con tareas mineras que se van a realizar a través de esa ruta.
 Por esas rutas van a transitar muchos obreros sanjuaninos, esperamos que sea así, y que van a beneficiar a algunos departamentos importantes, como el departamento de Iglesia, Jáchal, Calingasta, que no sólo va a tener que ver con las tareas mineras que se vayan a realizar, sino también, con el turismo. 
En esto de tener prioridad sobre algunas obras, que creo que son importantes y debo referirme en este caso a mi departamento, que ha habido obras, como decía la diputada Lascano, que se han continuado, obras importantes. 
En este caso debo, en cierta forma, apelar a la verdad, en nuestro departamento, un hospital como es el Rizo Esparza que se inició con la otra gestión y que se ha continuado con 179 viviendas de “Malvinas nos une”. Se ha continuado con esas obras y están a punto de terminarse. 
Hoy en día se están efectuando 27 cuadras de asfalto en las zonas urbanas de los barrios del departamento y también, alrededor de 5 kilómetros en calles provinciales.
Esto tiene que ver con la prioridad que se tiene con respecto a algunos caminos rurales, y en este caso, en  departamento. Como también lo hemos visto en otros departamentos, que se han efectuado este tipo de obras.
Creo que, una vez aprobado y ratificado el Convenio que tiene que ver con Vicuña, y que estamos hablando justamente, porque ya lo ha expresado el señor Gobernador en varios medios de comunicación, referido a la Ruta 40, que este dinero del Convenio va a estar destinado a este lugar. 
Sencillamente, quiero agradecer por el espacio e indudablemente, vamos a acompañar desde mi Bloque con el voto positivo.
Muchas gracias, señor Presidente.
Sr. Soler.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, lo mío es breve. Desde el Bloque “Mejor Nosotros” vamos a apoyarlo. Estoy convencido de que si hay alguien que está dispuesto, no importa cómo, a hacerse cargo de lo que son problemas para la gente, para los ciudadanos de la provincia, no podría, en mi caso en particular, menos que apoyarlo. Independientemente de cómo lo haga.  
	No vamos a decir que es mágico, sin lugar a dudas que habrá responsabilidades en cuanto a los recursos De dónde y cómo los consiga y los utilice.
	Pero lo cierto es que estamos hablando de una solución, hay caminos que son totalmente intransitables y los que terminan pagando siempre las consecuencias son los ciudadanos.
	Así que desde este punto de vista, mi Bloque va a votar positivamente.
	Gracias, señor Presidente.
Sra. Leonardo.- Pido la palabra.
	Señor Presidente, un poco para dejar sentada también la posición del Interbloque, porque cuando hablamos nosotros de acompañar este proyecto, no lo hacemos desde la liviandad de pensar que es un proyecto más o un convenio más. Sino que lo hacemos en el convencimiento de que estamos poniéndonos al frente de una responsabilidad que nos toca frente a todos los sanjuaninos.
	Porque esas rutas, si bien son nacionales y más allá de que se tomen las medidas que se deban tomar en relación a los fondos que administra el Gobierno Nacional, esas rutas la transitan sanjuaninos. Y en esa ruta muchos sanjuaninos pierden la vida.
	Pueden estar mejor o peor pavimentadas, porque recién decía un diputado preopinante que la Ruta Nacional 20 está en perfectas condiciones. Sin embargo hemos lamentado muchos accidentes en esa ruta por diversas razones, no siempre imputables a las víctimas de los siniestros.
	Lo mismo sucede y a mí como albardonera me toca muy de cerca con la Ruta Norte porque obviamente es común y cotidiano lamentar en el Villicum accidentes constantes, y son sanjuaninos.
	Entonces desde el momento en que el Gobernador pone el foco en mantener la obra pública y en cuidar los sanjuaninos estamos convencidos de que este es el camino. Y lo vamos a acompañar hoy y siempre que ese sea el norte.
	Así que desde ya adelantar el voto positivo y pedirle a mis pares que tengan presente esto.
	Gracias, señor Presidente.
Sr. Presidente (Martín).- No habiendo más diputados que hagan uso de la palabra, tratándose de un Proyecto de Ley que cuenta con un solo artículo, se pone en consideración en general y en particular.
	Se va a votar.

          -Se vota y obtiene 23 votos
 	            afirmativos y 10 negativos-

	Queda sancionado con fuerza de Ley.
	No habiendo más puntos a tratar, previo arrío de los Pabellones Provincial y Nacional por parte de esta Presidencia, se da por finalizada la Sesión.

–Así se hace–

                        –Siendo las 17.25 hs.
        se levanta la Sesión–
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